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INTRODUCCIÓN 
 

 
Con la creación de la Ley Federal de Protección al Consumidor publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el veintidós de diciembre de mil novecientos setenta 
y cinco se cimentaron las bases para la creación de la Procuraduría Federal del 
Consumidor, cuya misión radicó primordialmente en proteger y promover los 
derechos de los consumidores, garantizando relaciones comerciales equitativas 
entre los consumidores y los proveedores de productos bienes o servicios, 
previniendo y sancionando prácticas comerciales desleales con la finalidad de 
garantizar el cumplimiento de sus disposiciones y de las Normas Oficiales 
Mexicanas. 
 

Para prevenir y sancionar abusos en la comercialización de bienes, 
productos o servicios por parte de los proveedores actualmente se encuentra 
establecido un procedimiento sancionador en su contra cuando se detecten posibles 
infracciones a  dichas normas; sin embargo, desde la entrada en vigor de la Ley 
Federal de Protección al Consumidor y hasta la fecha, las normas que regulan las 
prácticas comerciales entre consumidores y proveedores se han enfocado 
notoriamente hacia garantizar los derechos de aquellos, acotando que al momento 
de la creación de la Ley Federal de Protección al Consumidor no se contemplaban 
normas para sustanciar el procedimiento sancionador y no fue sino hasta la reforma 
de veinticuatro de diciembre de mil novecientos noventa y dos que se introdujo en 
uno solo de sus artículos la forma en que debe sustanciarse dicho procedimiento, 
el cual desde su creación como la gran mayoría de los compendios normativos ha 
sufrido diversas reformas y adiciones. 
 

Desde el nacimiento de la Ley Federal de Protección al Consumidor, sus 
reformas han sido tendientes a regular su competencia, atribuciones y la protección 
jurídica de los consumidores, desatendiendo por completo los derechos de los 
proveedores cuando son sujetados al procedimiento sancionador, toda vez que 
desde la publicación de la Nueva Ley Federal de Protección al Consumidor en el 
Diario Oficial de la Federación el veinticuatro de diciembre de mil novecientos 
noventa y dos, y hasta la fecha, en uno solo de sus artículos (Artículo 123) se prevé 
la forma para sustanciar el procedimiento sancionador en contra de los proveedores, 
norma que resulta imprecisa en cuanto a los términos y plazos para el desahogo de 
sus etapas, lo cual en la práctica trasciende en perjuicio del patrimonio de los 
presuntos infractores ya que en la mayoría de los casos el procedimiento 
sancionador culmina en una sanción económica derivada de un inadecuado 
procedimiento que garantice la defensa de sus intereses, ya que la Procuraduría 
Federal del Consumidor adecúa los términos y plazos del procedimiento 
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sancionador a su libre arbítrio, lo que conlleva a la necesidad de acudir a los órganos 
de control constitucional con la finalidad de que le sea reconocido su derecho a que 
no solo se respeten las formalidades esenciales del procedimiento, sino que dichas 
formalidades se encuentren sujetas a plazos y términos previamente establecidos. 
 
 En la presente investigación se expondrán dos situaciones prácticas reales 
en las que el sustentante actuó como representante legal de proveedores en la 
sustanciación de los Procedimientos por Infracciones a la Ley por parte de la 
Procuraduría Federal del Consumidor que evidencian  la problemática abordada, en 
las que podrá observarse que dicha procuraduría omite sujetarse a términos y 
plazos precisos para sustanciar el procedimiento sancionador, fundamentando su 
proceder en el contenido del artículo 123 de la Ley Federal de Protección al 
Consumidor, el cual efectivamente no es preciso en cuanto a los términos y plazos 
que la obliguen a sustanciarlo dentro de un periodo temporal expresamente 
establecido y que necesariamente nos obliga a interrogarnos: ¿El Procedimiento 
por Infracciones a la Ley sustanciado por la Procuraduría Federal del Consumidor 
es preciso en cuanto a los términos y plazos en que debe sustanciarse?, ¿El 
Procedimiento por Infracciones a la Ley sustanciado por la Procuraduría Federal del 
Consumidor en contra de los proveedores garantiza el ejercicio de una adecuada 
defensa?, y ¿El Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado por la 
Procuraduría Federal del Consumidor cumple con los requisitos establecidos por el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de manera 
previa a la imposición de sanciones?. 
 
 Para contestar dichas interrogantes, se expone la importancia que representa 
el presente tema de investigación, en la que se aborda en primer término la creación 
y las atribuciones de la Procuraduría Federal del Consumidor, con el propósito de 
comprender su finalidad así como las transformaciones que ha sufrido la Ley 
Federal de Protección al Consumidor bajo la perspectiva de su facultad 
sancionadora, realizando el estudio de la Teoría General del Proceso, la diferencia 
entre los términos proceso y procedimiento, sus etapas y los principios que deben 
regirlas para posteriormente aplicarlas al procedimiento administrativo federal, 
examinando jerárquicamente las normas que garantizan los derechos de audiencia 
previa y debido proceso de los proveedores cuando son sujetados al Procedimiento 
por Infracciones a la Ley, sin omitir realizar una comparación entre dicho 
procedimiento sancionador y los regulados por otros países de Latinoamérica, para 
concluir con el análisis del artículo 123 de la Ley Federal de Protección al 
Consumidor y la controversia que representó su contenido al momento de aplicarlo 
en dos casos prácticos reales en los que el sustentante intervino en los 
procedimientos sancionadores en defensa de los proveedores. 
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 El método deductivo empleado para la presente investigación es la 
herramienta utilizada para sustentar las conclusiones alcanzadas, partiendo del 
contenido de los artículos 14 y 17 párrafo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que prevén las formalidades, términos y plazos que deben 
observarse en todo procedimiento de manera previa al acto privativo de derechos, 
contrastando su contenido con lo preceptuado por el artículo 123 de la Ley Federal 
de Protección al Consumidor mediante la utilización de la experimentación y 
correlación en el campo jurídico para comprobar la hipótesis planteada. 

Determinar la forma en que se debe garantizar el derecho a una adecuada 
defensa al sustanciarse el Procedimiento por Infracciones a la Ley en contra de los 
proveedores es el objetivo primordial de la presente investigación, con el propósito 
de que se respeten las formalidades esenciales del procedimiento sancionador, sin 
dejar pasar desapercibido que las formalidades no solo implican que la norma 
reguladora señale las etapas del procedimiento, sino que resulta indispensable 
además que sea precisa en cuanto a los plazos en que dichas etapas deben llevarse 
a cabo. 
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CAPÍTULO I 

 

1.1 CREACIÓN Y EVOLUCIÓN DE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL 
CONSUMIDOR. 

 

Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre 

de 1975 se creó la Procuraduría Federal del Consumidor, prevista por el artículo 75 

de la Ley Federal de Protección al Consumidor1 como organismo descentralizado 

de Servicio Social, con funciones de autoridad, con personalidad y patrimonio 

propio, cuyo objetivo radicó primordialmente en proteger y promover los derechos 

de los consumidores, garantizando relaciones comerciales equitativas con los 

proveedores de productos bienes o servicios, compendio normativo que 

consideraba como proveedores a los comerciantes industriales, prestadores de 

servicios, empresas de participación estatal, organismos descentralizados y 

órganos del estado que produzcan, distribuyan o comercialicen bienes o presten 

servicios a consumidores, con la finalidad de evitar que éstos diseñaran publicidad 

engañosa que indujera al error en las características, componentes y propiedades 

de los servicios anunciados, que se otorgara además una garantía por la adquisición 

de bienes productos y servicios, dotando de acción a los consumidores para acudir 

ante la procuraduría a solicitar la rescisión del contrato, reducción del precio pagado 

o una compensación, mediante la sustanciación del procedimiento conciliatorio o 

arbitral. 

 En dicho compendio normativo se estableció la creación de la Procuraduría 

Federal del Consumidor, siendo el primer país en América Latina en crear una 

procuraduría para la protección de los derechos de los consumidores y el segundo 

después de Venezuela en la creación de una ley que los protegiera, en la que se 

instauró la creación de delegaciones en cada una de las entidades federativas del 

país para el cumplimiento de sus propósitos, para el año 1983 ya se encontraban 

en funciones 32 Delegaciones en toda la República Mexicana y actualmente existen 
                                                           
1 Entró en vigor el cinco de febrero de mil novecientos setenta y seis. 
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38, 4 en la Ciudad de México, 4 en el Estado de México y una en cada Entidad 

Federativa, así como 13 Subdelegaciones y Unidades de Atención2, su normativa 

estaba compuesta por trece capítulos que regulaban la competencia, la publicidad 

y garantías del consumidor, regulaba las operaciones a crédito, las 

responsabilidades por incumplimiento por parte de los proveedores, los servicios 

que debían prestar los proveedores, las ventas a domicilio, disposiciones generales, 

la creación y atribuciones de la Procuraduría Federal del Consumidor, la creación y 

atribuciones del Instituto Nacional del Consumidor, la situación jurídica del personal 

de ambas dependencias, las facultades de inspección y vigilancia, las sanciones y 

por último los recursos administrativos. 

 Existen observaciones importantes al catálogo normativo en comento ya que 

las atribuciones para el cumplimiento de sus propósitos se dividieron entre la 

Secretaría de Industria y Comercio, la Procuraduría Federal del Consumidor y el 

Instituto Nacional del Consumidor dando como resultado importantes lagunas en 

cuanto a la precisión de la autoridad competente para imponer sanciones por la 

violación de la normatividad, la determinación de cual autoridad era la facultada para 

ejercer las facultades de inspección y vigilancia, y sobre todo determinar qué 

autoridad era la facultada para sujetar a un procedimiento previamente establecido 

para la aplicación de las sanciones en cumplimiento a la garantía de audiencia 

previa y debido proceso prevista por el artículo 14 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.  

La Ley Federal de Protección al Consumidor establecía en su artículo 863 las 

diversas sanciones aplicables en el caso de la comisión de alguna infracción por 

                                                           
2 Ovalle Favela, José y Silva Meza, Juan, Acción de grupo promovida por la Procuraduría Federal del 
Consumidor: efectos de la sentencia declarativa, México, 2012, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
coordinación de compilación y sistematización de tesis, p. 28. 
3 Artículo 86. – Las infracciones a lo dispuesto en esta ley y demás disposiciones derivadas de ella serán 
sancionadas por la autoridad competente con: 
 
I. Multa de cien a cien mil pesos. En caso de que persista la infracción, podrán imponerse multas por cada 
día que transcurra sin que se obedezca el mandato respectivo. 
II. Clausura temporal hasta por 60 días. 
III. Arresto administrativo hasta por 36 horas. 
IV. Las previstas por los artículos 53 y 54 para los casos a que los mismos se refieren. 
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parte de los proveedores de productos, bienes y servicios; sin embargo, no estaba 

claro que autoridad era la facultada para imponer dichas sanciones, y lo más 

importante, no se contemplaba algún procedimiento que diera legalidad y eficacia a 

este acto de autoridad. 

 Al mencionar las facultades de inspección y vigilancia así como de imposición 

de sanciones se utilizaron comúnmente las expresiones: “las autoridades a quien 

corresponda” y “la autoridad competente” lo cual resultaba ambiguo, tomando en 

consideración que la misma ley no establecía en sus artículos y de manera 

específica si la Secretaría de la Industria y Comercio, la Procuraduría Federal del 

Consumidor o el Instituto Nacional del Consumidor era la facultada para ejercer 

dichas atribuciones, resulta oportuno citar el contenido de los artículos que apoyan 

estas afirmaciones: 

 

“Artículo 78. Los servicios de inspección y vigilancia de las 

autoridades a quien corresponda, en la esfera de su 

competencia, velar por la aplicación y cumplimiento de esta 

ley… 

“Artículo 86. Las infracciones a lo dispuesto en esta ley y 

demás disposiciones derivadas de ella serán sancionadas 

por la autoridad competente con: …”  

(Énfasis añadido) 

 No se debe inobservar que las atribuciones conferidas tanto a la 

Procuraduría Federal del Consumidor así como al Instituto Nacional del 

Consumidor consistían en el primero de los casos a representar los intereses de 

los consumidores ante cualquier tipo de autoridad en defensa de sus derechos,  

proporcionar asesoría gratuita a los consumidores, actuar como mediador o árbitro 

entre los consumidores y proveedores, solicitar informes a los proveedores y 

prevenir prácticas que lesionen los intereses de los consumidores o la economía 
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popular, y el Instituto Nacional del Consumidor únicamente se encontraba facultado 

para informar y capacitar a los consumidores; orientarlos para racionalizar su poder 

de compra y darles a conocer prácticas comerciales publicitarias lesivas a sus 

intereses; recopilar, procesar y difundir la información objetiva de los productos y 

servicios ofrecidos por los proveedores; realizar investigaciones de consumo, así 

como promover e instrumentar programas educativos para orientar al consumidor4, 

pero, en ninguno de sus artículos la ley les otorgaba expresamente atribuciones 

para efectuar visitas de inspección y vigilancia, mucho menos  les conferían 

facultades expresas para sancionar el incumplimiento a la Ley Federal de 

Protección al Consumidor. 

 Es evidente que para el logro del objetivo de una efectiva protección de los 

derechos del consumidor resultaba necesario la inclusión de instrumentos 

normativos que dotaran de facultades a una autoridad específica con la finalidad de 

prevenir y garantizar sus derechos y disuadir el comportamiento comercial de los 

proveedores tendiente a lesionar los derechos de consumidores mediante la 

imposición de sanciones, por lo que desde su entrada en vigor se han 

implementado diversas reformas a Ley Federal de Protección al Consumidor, las 

más importantes para los fines que persigue la presente investigación en cuanto a 

la implementación de la imposición de sanciones son las reformas publicadas en el 

Diario Oficial de la Federación el cuatro de enero de mil novecientos ochenta y 

nueve, y veinticuatro de diciembre de mil novecientos noventa y dos (Infra 2.2), y 

no obstante que desde su creación, la Ley Federal de Protección al Consumidor  

ha sido reformada en nueve ocasiones5, ocho se han enfocado en regular los 

sistemas de comercialización utilizados en el mercado nacional, su competencia, 

naturaleza jurídica, información comercial que ostentan productos o etiquetas, 

ventas al consumidor, promociones y ofertas, bases de organización y 

funcionamiento, fortalecimiento de mecanismos de defensa de los derechos e 

                                                           
4 Ovalle Favela José 
5 Reformas Publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 07 de enero de 1982, 07 de febrero de 1985, 04 
de enero de 1989, 06 de febrero de 1991, 24 de diciembre de 1992, 05 de agosto de 1994, 04 de febrero de 
2004, 29 de enero de 2009 y 30 de agosto de 2011. 
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intereses de la población consumidora, alineación y adscripción orgánica de las 

unidades administrativas, labores de educación y divulgación, regulación del 

servicio de tiempo compartido, contratos de adhesión, publicidad, ofertas y 

promociones y el cambio en la denominación de acción de grupo por la de acción 

colectiva. Si bien es cierto estas reformas resultan trascendentales en la protección 

de los derechos sociales del público consumidor, éstas no resultan significativas 

para dilucidar la problemática planteada, ya que paradójicamente la presente 

investigación se enfoca en la protección del derecho de los proveedores, 

particularmente en lo concerniente a su derecho a que se establezcan términos y 

plazos concretos dentro del procedimiento sancionador, dotando de una norma 

jurídica que garantice su derecho a una adecuada defensa. 

También resulta incuestionable que al momento de su entrada en vigor, la ley 

Federal de Protección al Consumidor fijaba claramente las obligaciones de los 

proveedores para la comercialización de sus productos con la finalidad de prevenir 

prácticas comerciales desleales en perjuicio de los consumidores, sin embargo, se 

perdió de vista por completo la inclusión de un marco normativo que regulara el 

derecho de los proveedores a una defensa  de manera previa al acto privativo de 

sus derechos, enfocándose primordialmente a la prevención de intereses lesivos 

hacia los consumidores. En consecuencia, la Ley Federal de Protección al 

Consumidor ha ido adquiriendo gradualmente los instrumentos normativos que 

permitan regular las relaciones comerciales entre consumidores y proveedores, ya 

que actualmente las atribuciones tendientes a proteger y promover los derechos de 

la población consumidora, realizar visitas de inspección y vigilancia e imponer 

sanciones se encuentran concentradas en una sola autoridad, la Procuraduría 

Federal del Consumidor; al mismo tiempo, ya se encuentra incluida una norma que 

prevé el procedimiento a que debe sujetarse dicho organismo de manera previa a 

la imposición de sanciones en contra de los proveedores, denominado 

Procedimiento por Infracciones a la Ley, procedimiento que se encuentra regulado 

por el artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, norma que 

constituye la piedra angular del tema de investigación abordado, en virtud de que 

actualmente la Procuraduría Federal del consumidor no solo cuenta con los 
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procedimientos de conciliación y de arbitraje sino que incluye un nuevo 

procedimiento de índole sancionador. 

 

1.2 REFORMAS A LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, 
PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 04 DE ENERO 
DE 1989, 24 DE DICIEMBRE DE 1992 Y 04 DE FEBRERO DE 2004. 
 

La protección al consumidor llegó a tomar características de auténtica garantía 

social a partir del año 1983, al reformarse el artículo 28 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos al incluirse la siguiente disposición: “La Ley 

protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de 

sus intereses…”6 

 Con la finalidad de prevenir prácticas desleales y abusivas en perjuicio de los 

proveedores, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 04 

de enero de 1989, el Congreso de Los Estados Unidos Mexicanos reformó el 

artículo 59 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, particularmente la 

fracción VI, en la que se otorgó de manera expresa a la Procuraduría Federal del 

Consumidor entre otras atribuciones, las de inspección y vigilancia así como 

sancionadoras, resultando conveniente exponer el siguiente cuadro comparativo: 

 

Ley Federal de Protección al 
consumidor de 22 de diciembre de 
1976 

Reforma a la Ley Federal de 
Protección al Consumidor Publicada 
en el diario Oficial de la Federación 
el 04 de enero de 1989 

                                                           
6 Reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 03 de febrero de 1983. 



10 
 

“Artículo 59.- La Procuraduría Federal 

del consumidor tiene las siguientes 

atribuciones: 

(…) 

VI.-  Denunciar ante las autoridades 

competentes los casos de violación de 

precios, normas de calidad, peso, 

medida y otras características de los 

productos y servicios que lleguen a su 

conocimiento…” 

“Artículo 59. – La Procuraduría Federal 

del consumidor tiene las siguientes 

atribuciones: 

(…) 

VI.- Ejercer, con el auxilio y 

participación, en su caso, de las 

autoridades locales, las funciones de 

inspección y vigilancia en materias de 

precios y tarifas acordados, 

establecidos o autorizados por la 

Secretaría de Comercio y Fomento 

Industrial, así como sancionar su 

violación en términos de los 

artículos 86 y 87 y denunciar ante 

quien corresponda los casos de que 

tenga conocimiento por incumplimiento 

de normas de calidad, peso, medidas y 

otras características de los productos y 

servicios… 

 

(Énfasis añadido) 

 Derivado del cuadro informativo expuesto anteriormente, puede observarse 

que a partir de la reforma de 04 de enero de 1989 se incluyeron de manera exclusiva 

las facultades de inspección y vigilancia así como sancionadoras a la Procuraduría 

Federal del Consumidor, únicamente en lo referente a la violación de precios y 

tarifas acordados, establecidos o autorizados por la Secretaría de Comercio y 

Fomento Industrial; lo cual solucionó solo de manera parcial la problemática que 

representaba la Ley Federal de Protección al Consumidor de 22 de diciembre de 
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1975, problemática que como ya se mencionó anteriormente, radicaba 

primordialmente en que la ley no era específica en cuanto a la autoridad competente 

para sancionar la violación de las normas contenidas en el catálogo normativo en 

cuestión, y no obstante que se vio solucionada dicha situación con el otorgamiento 

expreso de la atribución sancionadora a la Procuraduría Federal del Consumidor, 

se dejó a un lado la inclusión de normas que regularan un procedimiento previo que 

dotara de legalidad la imposición de alguna sanción en contra de los proveedores, 

toda vez que de sus 98 artículos, ninguno establecía el procedimiento que debía 

llevarse previo a la imposición de alguna sanción. 

  No fue sino hasta la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el 24 de diciembre de 1992 por medio de la cual se abrogó la Ley Federal de 

Protección al Consumidor publicada en el diario Oficial de la Federación el 22 de 

diciembre de 1975  en que se incluyó en uno solo de sus artículos el procedimiento 

que debía seguirse en contra de los proveedores de productos, bienes o servicios, 

derivado  únicamente de la violación de precios y tarifas acordados. 

 Esta reforma de 24 de diciembre de 1992 fue especialmente trascendente 

para los fines que persigue la presente investigación, en virtud de que después de 

dieciséis años de la entrada en vigor de la Ley Federal de Protección al Consumidor 

se incluyó una norma tendiente a respetar la garantía de audiencia previa y debido 

proceso a favor de los proveedores de bienes, productos y servicios de manera 

previa a la imposición de sanciones, prevista por su artículo 123 y cuyo contenido 

obligó a la Procuraduría Federal del Consumidor a sustanciar un procedimiento de 

manera previa a la imposición de sanciones denominado “Procedimiento por 

Infracciones a la Ley”. 

 Con la creación del Procedimiento por Infracciones a la Ley publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1992, previsto por el artículo 

123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor se añadió el derecho de los 

proveedores a la audiencia previa y debido proceso como requisito de procedencia 

para la imposición de alguna sanción derivada del incumplimiento a dicha 

normatividad, su redacción fue la siguiente: 
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“Artículo 123. Para la imposición de las sanciones a que se 

refiere esta Ley, la Procuraduría notificará al presunto 

infractor de los hechos motivo del procedimiento y le otorgará 

un término de diez días hábiles para que rinda pruebas y 

manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso 

de no rendirlas, la Procuraduría resolverá conforme a los 

elementos de convicción de que disponga.  

La Procuraduría admitirá las pruebas que estime pertinentes 

y procederá a su desahogo.  

Asimismo podrá solicitar del presunto infractor o de terceros 

las demás pruebas que estime necesarias. Concluido el 

desahogo de las pruebas, la Procuraduría notificará al 

presunto infractor para que presente sus alegatos dentro de 

los dos días hábiles siguientes. La Procuraduría resolverá 

dentro de los quince días siguientes. 

 

 Es destacable señalar que con la reforma en cuestión se garantizó a favor 

del proveedor su derecho a ser notificado del inicio del procedimiento sancionador, 

el otorgamiento del término de diez días hábiles para rendir pruebas y manifestar 

lo que a su derecho convenga, estableciendo además la admisión de las pruebas 

que estime pertinentes y su desahogo; concluido este se estableció el derecho a 

ofrecer alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes y posteriormente, la 

Procuraduría Federal del Consumidor debía resolver dentro de los quince días 

siguientes. 

 Ciertamente, con la reforma a la Ley Federal de Protección al Consumidor 

publicada en el diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1992, por 

primera vez se estableció un procedimiento para que los proveedores ejercitaran 
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su derecho a una audiencia previa y debido proceso de manera previa a la privación 

de sus derechos, lo cual se tradujo en un importante avance en cuanto a la 

protección de sus derechos, toda vez que ya se establecía expresamente que la 

Procuraduría Federal del Consumidor era competente para imponer sanciones a 

los proveedores, pero únicamente en el supuesto de que éstos incurrieran en la  

violación de precios y tarifas acordados, establecidos o autorizados por la 

Secretaría de Comercio y Fomento Industrial y solo de manera previa a la 

sustanciación del procedimiento establecido por el artículo 123 de la Ley Federal 

de Protección al Consumidor. 

 A partir de la reforma al artículo 123, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 04 de febrero de 2004, la Procuraduría Federal del Consumidor no 

solamente se encontraba facultada para imponer sanciones derivadas de la 

violación de precios y tarifas acordados, establecidos o autorizados por la 

Secretaría de Comercio y Fomento Industrial; sino que además amplió sus 

atribuciones sancionadoras en los casos de incumplimiento en cualquiera de las 

disposiciones contenidas en la Ley Federal de Protección al Consumidor, de las 

contenidas en las Normas Oficiales Mexicanas y las previstas por la Ley Federal de 

Metrología y Normalización, su redacción se estableció de la siguiente forma: 

 

“ARTÍCULO 123.- Para determinar el incumplimiento de 

esta ley y en su caso para la imposición de las sanciones a 

que se refiere la misma, la Procuraduría notificará al presunto 

infractor de los hechos motivo del procedimiento y le otorgará 

un término de diez días hábiles para que rinda pruebas y 

manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso 

de no rendirlas, la Procuraduría resolverá conforme a los 

elementos de convicción de que disponga. 
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Cuando la Procuraduría detecte violaciones a normas 

oficiales mexicanas e inicie el procedimiento a que se refiere 

este precepto en contra de un proveedor por la 

comercialización de bienes o productos que no cumplan con 

dichas normas, notificará también al fabricante, productor o 

importador de tales bienes o productos el inicio del 

procedimiento previsto en este artículo. La Procuraduría 

determinará las sanciones que procedan una vez concluidos 

los procedimientos en cuestión. 

 

La Procuraduría admitirá las pruebas que estime pertinentes 

y procederá a su desahogo. Asimismo podrá solicitar del 

presunto infractor o de terceros las demás pruebas que 

estime necesarias. Concluido el desahogo de las pruebas, la 

Procuraduría notificará al presunto infractor para que presente 

sus alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes. 

 

 La Procuraduría resolverá dentro de los quince días hábiles 

siguientes…” 

(Énfasis añadido) 

 

 La norma jurídica anteriormente citada es la que actualmente rige el 

Procedimiento por Infracciones a la Ley desde el 04 de febrero de 2004 y la misma 

no ha sido sufrido reformas al día de hoy, es decir, la norma que regula la 

sustanciación del Procedimiento por Infracciones a la Ley ha sido intocada por 12 

años no obstante que carece de términos expresamente establecidos para 

pronunciarse sobre la admisión o desechamiento en su caso de los medios 

probatorios ofrecidos por los proveedores, no establece un término concreto para 

el desahogo de los medios probatorios ofrecidos y por ende, no se encuentra 
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garantizado el derecho a que los proveedores ofrezcan sus alegaciones dado el 

libre manejo de los plazos y términos en que la Procuraduría Federal del 

Consumidor sustancia el procedimiento sancionador, aunado a que la notificación 

para el ejercicio de ese derecho no es de manera personal, situación que 

evidentemente transgrede las garantías de audiencia previa y debido proceso de 

los posibles infractores.  

 Las observaciones planteadas anteriormente, serán abordadas más 

adelante (Infra 5.2), pues estas constituyen el objetivo primordial de la presente 

investigación. 

1.3 TRANSICIÓN DE LAS FACULTADES DE LA PROCURADURÍA FEDERAL 
DEL CONSUMIDOR. 

Mediante la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de 

diciembre de 1992 se abrogó la Ley Federal de Protección al Consumidor de 22 de 

diciembre de 19757, desapareciendo el Instituto Nacional de Protección al 

Consumidor y concentrándose así la totalidad de las atribuciones para la protección 

y defensa de los consumidores en una sola institución, la Procuraduría Federal del 

Consumidor8. 

A partir de dicha reforma, la Procuraduría Federal del Consumidor no 

solamente contaba ya con las atribuciones de representar los intereses de los 

consumidores ante cualquier tipo de autoridad en defensa de sus derechos,  

proporcionar asesoría gratuita, actuar como mediador o árbitro entre los 

consumidores y proveedores, solicitar informes a los proveedores y prevenir 

prácticas que lesionen los intereses de los consumidores o la economía popular, 

sino que además se le otorgaron las facultades para para informar y capacitar a los 

consumidores, orientarlos para racionalizar su poder de compra y darles a conocer 

prácticas comerciales publicitarias lesivas a sus intereses, recopilar, procesar y 

                                                           
7 Artículo segundo transitorio publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 
1992 
8 Artículo tercero transitorio publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 
1992 
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difundir la información objetiva de los productos y servicios ofrecidos por los 

proveedores, realizar investigaciones de consumo, así como promover e 

instrumentar programas educativos para orientar al público consumidor. 

  Actualmente, el objeto de la Procuraduría Federal del Consumidor es 

promover y proteger los derechos y cultura del consumidor y procurar la equidad, 

certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. 

 Para el cumplimiento de su objeto, desde luego que se encuentran reguladas 

las obligaciones y atribuciones para la protección y defensa de los consumidores, 

entre las cuales se destacan la elaboración de material informativo, de orientación 

y educación de los consumidores, las visitas de inspección y vigilancia9, así como 

requerimientos de información y documentación a los proveedores para garantizar 

el cumplimiento de la Ley Federal de Protección al Consumidor, de las Normas 

Oficiales Mexicanas10 y de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización11; llevar 

un registro público de los consumidores que no deseen que su información sea 

utilizada para fines mercadotécnicos o publicitarios; asimismo, el artículo 24 de la 

ley en comento enuncia de manera detallada las atribuciones con las que cuenta 

actualmente la Procuraduría Federal del Consumidor, previendo en su fracción XIX 

la facultad para aplicar las sanciones por la violación a las normas contenidas en la 

Ley Federal de Protección al Consumidor, en las Normas Oficiales Mexicanas y en 

la Ley Federal sobre Metrología y Normalización. 

 Además cuenta con la facultad de aplicar medidas precautorias cuando se 

afecte la vida, la salud, la seguridad o la economía de una colectividad de 

consumidores mediante la inmovilización de envases, bienes, productos y 

transportes; la suspensión de comercialización de bienes, productos o servicios; la 

colocación de sellos de advertencia y ordenar la suspensión de información o 

publicidad12. 

                                                           
9 Artículos 24 fracción XIII  y 96 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 
10 Artículos 13 y 19 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 
11 Artículo 24 fracción XIV de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 
12 Artículo 25 bis de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 
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 Tocante a la atribución de la Procuraduría Federal del Consumidor para 

instaurar procedimientos derivados de la recepción de quejas o reclamaciones, se 

otorgó a la procuraduría la facultad para sustanciar los procedimientos conciliatorio 

y arbitral, los cuales serán abordados más adelante (Infra 5.1.2 y 5.1.3), este último 

procedimiento solo en el caso de que tanto el consumidor como el proveedor 

decidan someterse voluntariamente; estableciendo también la facultad de 

sustanciar un procedimiento sancionador denominado “Procedimiento por 

Infracciones a la Ley” (Infra 5.1.4). 

 Todas estas atribuciones concentradas exclusivamente en la Procuraduría 

Federal del Consumidor, evidentemente otorgan certeza y legalidad no solo a favor 

de los consumidores, sino también a favor de los proveedores, toda vez que los 

actos de autoridad que emite la procuraduría ya se encuentran expresamente 

supeditadas a las normas contenidas en la Ley Federal de Protección al 

Consumidor, dotando de eficacia y legalidad las determinaciones que emite. 

 

 
 
 

 

 



18 
 

CAPÍTULO II 

 

2.1 TEORÍA GENERAL DEL PROCESO 

 

Ovalle Favela define a la Teoría General del Proceso como “la parte general de la 

ciencia del derecho procesal que se ocupa del estudio de los conceptos, principios 

e instituciones que son comunes a las diversas disciplinas procesales especiales 

(Ovalle Favela, 2005, p.49). 

 Por su parte, Carnelutti, uno de los principales precursores de esta disciplina 

afirmó: “Estoy Seguro de no equivocarme al afirmar que la ciencia del derecho 

procesal no alcanzará su cima hasta que no se haya construido sólidamente una 

parte general, en que los elementos comunes a cualquier forma de proceso 

encuentren su elaboración”.13 

 En el sistema jurídico actual, se encuentran expresamente establecidos en el 

artículo 14 de la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos los derechos 

humanos de audiencia previa y debido proceso (Infra 3.2); dicha norma jurídica 

garantiza estos derechos a favor de los gobernados al imponer a las autoridades la 

obligación de instaurar un juicio o procedimiento en el que se cumplan formalidades 

de manera previa al acto privativo de las propiedades, posesiones o derechos de 

los gobernados. 

 Los doctrinarios son consistentes al afirmar que existen tres elementos 

comunes en todas las disciplinas procesales: acción,  jurisdicción y proceso; la 

acción es la facultad que tiene todo gobernado para promover la actividad de los 

órganos jurisdiccionales, “se reconoce en los individuos la facultad de requerirle su 

intervención para la protección de un  derecho que se considera lesionado, cuando 

no fuere posible la solución pacífica del conflicto”  (Hugo Alsina, 2001, p. 110). No 

                                                           
13 En el Libro Sistema de Derecho Procesal Civil, (como se cita en Teoría General del Proceso, 
2005), Francesco Carnelutti, Sistema de Derecho Procesal Civil, trad. Niceto Alcalá-Zamora y 
Castillo y Santiago Sentís Melendo, UTEHA, Buenos Aires, 1944, t. I, p. 307. 
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resulta inoportuno acotar en este punto que el ejercicio de la acción es lo que da 

inicio a todo proceso, y no necesariamente puede ser ejercitado por los gobernados, 

ya que en casos excepcionales la propia autoridad en ejercicio de su potestad 

sancionadora puede iniciar oficiosamente un procedimiento, tal es el caso del 

Procedimiento por Infracciones a la Ley, en el cual el ejercicio de la acción no deriva 

de la facultad de los gobernados para que la autoridad dirima una controversia, sino 

que la misma autoridad es la que en ejercicio de sus atribuciones inicia dicho 

procedimiento sancionador; el concepto de jurisdicción como el segundo elemento 

estructural de la ciencia del proceso según los doctrinarios, es la facultad que tienen 

los diversos órganos del estado para resolver conflictos así como para ejercer sus 

atribuciones, y el proceso como el conjunto de actos que se desarrollan de manera 

cronológica por los sujetos que intervienen en el mismo, en el que necesariamente 

deben cumplirse las formalidades previamente establecidas, acorde a lo dispuesto 

por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 En ese tenor, podemos deducir que el proceso necesariamente se inicia con 

el ejercicio de la acción como elemento indispensable para que la autoridad dirima 

una controversia o ejercite sus atribuciones, acción que puede iniciarse a petición 

de parte o de manera oficiosa, esto con la finalidad de que la autoridad ejerza su 

jurisdicción y posteriormente se constituya como rector del proceso respectivo. 

 Además de esta trilogía estructural de la ciencia procesal como la denominó 

Ramiro Podetti14, existe una valiosa interpretación por parte del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación  respecto del artículo 14 constitucional, cuyo 

criterio aporta certeza respecto a los elementos comunes que deben observarse en 

cualquier tipo de procedimiento: 

FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN 
UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO… [Sostuvo que 

las formalidades esenciales del procedimiento son]: (i) la notificación del inicio del 
procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque 

                                                           
14 En el libro Trilogía procesal de la ciencia del proceso, (como se cita en Teoría General del 
Proceso, 2005), J. Ramiro Podetti, revista de derecho procesal, Buenos Aires, núm. 1, 1944, pp. 
133-170. 
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la defensa; (iii) la oportunidad de alegar; y, (iv) una resolución que dirima las cuestiones 
debatidas y cuya impugnación ha sido considerada por esta Primera Sala como parte de esta 

formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es identificado comúnmente con el elenco de garantías 

mínimo que debe tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda modificarse mediante la 

actividad punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, 

fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las garantías con la 

materia específica del asunto. Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del debido 

proceso, se identifican dos especies: la primera, que corresponde a todas las personas 

independientemente de su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las que 

están, por ejemplo, el derecho a contar con un abogado, a no declarar contra sí mismo o a 

conocer la causa del procedimiento sancionatorio; y la segunda, que es la combinación del 

elenco mínimo de garantías con el derecho de igualdad ante la ley, y que protege a aquellas 

personas que pueden encontrarse en una situación de desventaja frente al ordenamiento 

jurídico, por pertenecer a algún grupo vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación y 

asistencia consular, el derecho a contar con un traductor o intérprete, el derecho de las niñas 

y los niños a que su detención sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y tutela, 

entre otras de igual naturaleza.15 

(Énfasis añadido) 

 

 La interpretación realizada al artículo 14 constitucional por nuestro máximo 

tribunal es de gran trascendencia, ya que por una parte aporta elementos comunes 

a todo tipo de procedimiento previa la privación de derechos, sin embargo, el 

sustentante considera prudente acotar que no es clara respecto a todas las 

formalidades que deben revestir los procedimientos, toda vez que omite 

pronunciarse respecto a la obligación de sujetarse a términos y plazos previamente 

establecidos. Si tomamos en consideración que las formalidades esenciales del 

procedimiento a que se refiere la norma jurídica anteriormente citada no solo obligan 

a la autoridad de conocimiento a sustanciar el procedimiento otorgando el derecho 

de audiencia, su derecho a ofrecer y que se desahoguen las pruebas, de ofrecer 

alegatos y que se dicte la resolución que dirima las cuestiones controvertidas, sino 

que dentro de dichas formalidades necesariamente debe observarse un periodo 

                                                           
15 Jurisprudencia P./J. 47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133. 
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cronológico bien definido para que se desarrollen cada una de las etapas del 

procedimiento, al respecto Serra Rojas afirma: “ya indicamos que carecemos de un 

federal de procedimiento administrativo y que cada día señala más la urgencia de 

su expedición. Las bases que se pudieran adoptar serían las siguientes… Tercero, 

determinación del plazo en el cual debe obrar la administración, es decir, iniciación 

y terminación del expediente”.16 

 No es objeto de debate la omisión señalada en el párrafo que antecede, dado 

que nuestro máximo tribunal emitió un criterio respecto de un caso concreto en el 

que no necesariamente se controvirtió lo relativo a la fijación clara y precisa de los 

términos y plazos que deben observarse en todo procedimiento, pero es necesario 

señalar que dicha observación resulta especialmente trascendente para los fines 

que persigue la presente investigación, dado que la sujeción forzosa a las 

autoridades como rectoras del procedimiento a un periodo cronológico previamente 

establecido es necesario para que se respeten las formalidades esenciales en el 

Procedimiento por Infracciones a la Ley sustanciado por la Procuraduría Federal del 

Consumidor, ya que otorgará entonces la seguridad a los posibles infractores de 

que el procedimiento sancionador no será indefinido y que se sujetará a etapas 

cronológicas bien establecidas para de esa manera respetar las formalidades 

esenciales del procedimiento. 

 

2.1.2  PROCESO Y PROCEDIMIENTO, SUS DIFERENCIAS. 

 

 Es importante dilucidar las diferencias entre las voces “proceso” y 

“procedimiento”, ya que las mismas suelen ser confundidas en el campo jurídico, y 

si bien es cierto no resulta de gran trascendencia al referirse a una y otra en un 

litigio, también lo es que resulta idóneo tener la certeza de su significado, derivado 

de su constante utilización en el presente trabajo. 

                                                           
16 Serra Rojas, Andrés, Derecho Administrativo, (investigar edición),México, Porrúa, 2008, p. 280. 
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 El diccionario de la Real Academia Española las define como:  

Proceso: (Del lat. Processus) m. Acción de ir hacia adelante… 3. Conjunto de las fases 

sucesivas de un fenómeno natural o de una operación artificial.17 

Procedimiento: 2. Método de ejecutar algunas cosas.18 

 Atendiendo a las definiciones aportadas por el Diccionario de la Lengua 

Española, podemos deducir que el proceso es el género y el procedimiento la 

especie, dado que el procedimiento es la serie de pasos y el método que deben 

seguirse, y el conjunto de toda esa serie de pasos regidos bajo un método se le 

denomina proceso. 

 Para ejemplificar dichas definiciones podemos tomar como modelo el 

proceso legislativo, el cual se constituye por diversas etapas para la creación de 

normas jurídicas, el cual se inicia con la iniciativa o proyecto de ley, la discusión, 

aprobación, la sanción, su publicación y culmina con la entrada en vigor; todo este 

conjunto de pasos o etapas conforman un proceso, el llamado el proceso legislativo. 

 Luis Humberto Delgadillo aporta una excelente comparación entre estas 

definiciones al afirmar:  

Por lo que cualquier actividad compuesta de diferentes actos, con unidad en su propósito, 

será un proceso, entre los que se encuentran: los procesos químicos, biológicos, jurídicos, 

etc. En cambio, cuando nos referimos a la forma de realizar esos actos, estaremos hablando 

de procedimientos.19 

 De tal forma que en el campo jurídico nos encontramos, por citar un ejemplo, 

con el proceso penal, cuyo objetivo es que el órgano jurisdiccional determine la 

comisión de un delito, mediante una serie de etapas que lo obligan a otorgar la 

audiencia previa del imputado, que le sea brindada la oportunidad de ofrecer 

                                                           
17 Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española (2001), 22ª edición, II, Madrid, 
España (p. 1838) 
18 Ibídem (p. 1837) 
19 Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto, Elementos de Derecho Administrativo, primer curso, 2ª 
edición,  México, Limusa, 2006, p. 199. 
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pruebas a su favor, alegar y que se emita la sentencia correspondiente, solo por 

mencionar otro ejemplo, ya que tal y como se ha mencionado anteriormente todas 

las ramas del derecho se encuentran sujetas a seguir un procedimiento de manera 

previa a la privación de los derechos de los gobernados. 

 Carnelutti distingue el proceso del procedimiento al afirmar: 

La combinación de los actos, necesaria para la obtención del efecto común, da lugar a un 

ciclo, que se llama procedimiento. No se dice que tal ciclo sea suficiente para conseguir por 

sí solo el resultado final, construyendo así el proceso, ya que éste puede exigir más de un 

ciclo, esto es, más de un procedimiento.20 

 El autor citado anteriormente describe al procedimiento como una serie de 

ciclos que en su conjunto resultan tendientes a un resultado final denominado 

proceso; pues bien, dado que el objeto de la presente investigación se centra en el 

estudio del Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado por la Procuraduría 

Federal del Consumidor en contra de los proveedores de productos, bienes o 

servicios, resulta idóneo hacer mención que el procedimiento que debe llevar a 

cabo dicha dependencia se encuentra regulado por el artículo 123 de la Ley Federal 

de Protección al Consumidor, el cual establece el método o ciclos que deben 

observarse de manera previa a la imposición de sanciones, y que determina la 

obligación de notificar al proveedor de bienes, productos o servicios en el que se 

haga de su conocimiento los motivos y fundamentos de la instauración del 

procedimiento sancionador en su contra por la posible violación a las disposiciones 

contenidas en la Ley Federal de Protección al Consumidor o en su caso a la Ley 

Federal de Metrología y Normalización, otorgándole su derecho a ofrecer pruebas 

y alegatos, y por último el dictado de la resolución correspondiente, misma que 

deberá ser notificada al infractor; todas estas etapas o fases en su conjunto 

constituyen el proceso mediante el cual la Procuraduría Federal del Consumidor 

emite una resolución en la que determina la existencia o inexistencia de violaciones 

a la Ley Federal de Protección al Consumidor.  

                                                           
20 Francesco Carnelutti, Sistema de derecho procesal civil, trad. Niceto Alcalá-Zamora y Castillo y 
Santiago Sentís Melendo, UTEHA, Buenos Aires, 1944, t. IV, pp. 2 y 3.  



24 
 

 

2.1.3  ETAPAS DE LOS PROCESOS. 

 Derivado del Contenido del artículo 14 primer párrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece a todas las autoridades 

que de manera previa a la privación de las propiedades, posesiones o derechos de 

los gobernados necesariamente deben ser sujetados a un procedimiento en el que 

se cumplan las formalidades esenciales, se desprende de su literalidad que dicha 

norma se refiere a cualquier tipo de procedimiento sin distinción alguna, salvo en 

los casos y bajo las condiciones que la misma constitución establece, por lo que 

para cumplir dicha disposición es necesaria la inclusión de dispositivos normativos 

tendientes a garantizar el cumplimiento de etapas o fases que regulen el desarrollo 

de los procedimientos, los cuales han sido denominados por los doctrinarios 

“normas instrumentales”: 

Todas las veces que para llegar a un acto de declaración de voluntad del Estado (ya sea una 

ley, un decreto o una sentencia) se haya preestablecido por disposiciones expresas de 

carácter instrumental la forma y el orden cronológico de las diversas actividades que deben 

ser realizadas por las personas que cooperan en la creación del acto final, la sucesión 

dialéctica de estas operaciones, jurídicamente reguladas en vista de ese fin se llama 

procedimiento…21 

 A este conjunto de normas que regulan los diversos procedimientos se les 

denomina también como normas adjetivas, de tal manera que dentro del 

procedimiento penal existe hoy en día un catálogo normativo aplicable a todas las 

Entidades Federativas denominado Código Nacional de Procedimientos Penales; 

en materia civil se cuenta a nivel federal con el Código Federal de Procedimientos 

Civiles y localmente con el Código de Procedimientos Civiles de los Estados y la 

Ciudad de México; en materia mercantil el Código de Comercio; en materia 

administrativa a nivel federal la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y 

                                                           
21 En el Libro Proceso y Democracia (como se cita en Teoría General del Proceso, 2005), Piero 
Calamandrei, Proceso y democracia, Trad. Héctor Fix Zamudio, EJEA, Buenos Aires, 1960, pp. 49  
y 50  
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localmente con la Ley de Procedimientos Administrativos de los Estados y de la 

Ciudad de México, solo por mencionar algunos ejemplos. 

 Todos los catálogos normativos de carácter instrumental o adjetivo, 

contienen la forma, etapas, plazos y términos en que debe llevarse a cabo el 

procedimiento que los mismos regulan, y que necesariamente deben otorgar a las 

partes los derechos de audiencia previa y debido proceso tutelados por el artículo 

14 constitucional, cuyas etapas son comunes a todo procedimiento según la teoría 

general del proceso, y se encuentran divididas en:  

1) expositiva, postulatoria o polémica, durante la cual las partes expresan en sus demandas, 

contestaciones y reconvenciones, sus pretensiones y excepciones, así como los hechos y las 

disposiciones jurídicas en las que fundan aquéllas. En esta parte se plantea el litigio ante el 

juzgador.22 

 Es importante hacer notar en este punto que algunos compendios normativos 

como la Ley Federal del Trabajo y la Ley Federal de Protección al Consumidor, sólo 

por citar algunos ejemplos, contienen tanto normas de carácter sustantivas así como 

adjetivas o instrumentales, y particularmente la ley mencionada en último término 

contiene en su artículo 123 el Procedimiento por Infracciones a la Ley, mismo que 

por tratarse de un procedimiento sancionador (Infra 2.5 y 5.1.4) varía en cuanto a la 

iniciación de la primer etapa, toda vez que este procedimiento sancionador no deriva 

estricto sensu del ejercicio de la acción por parte de un gobernado que expone sus 

pretensiones, sino de las pretensiones derivadas de la potestad sancionadora de la 

autoridad administrativa por incumplimiento de las obligaciones a cargo de los 

particulares al momento de notificarle los motivos y las causas por las cuales en 

ejercicio de sus atribuciones pretende sancionar al posible infractor por la 

presunción de violaciones a la Ley Federal de Protección al Consumidor, a las 

Normas Oficiales Mexicanas o a la Ley Federal de Metrología y Normalización. 

 La segunda etapa, denominada probatoria o demostrativa consiste en: 

                                                           
22 Ovalle Favela, José, op. cit., p.198. 
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2) Etapa probatoria o demostrativa. En ella las partes y el juzgador realizan los actos 

tendientes a probar los hechos controvertidos. Esta etapa se desarrolla normalmente a través 

de los actos de ofrecimiento o proposición de los medios de prueba, su admisión o 

desechamiento; la preparación de las pruebas admitidas y la práctica, ejecución o desahogo 

de los medios de prueba admitidos y preparados.23 

Esta etapa garantiza que las partes contendientes ofrezcan los medios de 

prueba necesarios tanto para acreditar los elementos constitutivos de su acción 

como para que la contraria acredite sus excepciones, e impone a la autoridad la 

obligación de pronunciarse respecto a su admisión o desechamiento y la forma en 

que las mismas deben desahogarse. 

Dado que el Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado por la 

Procuraduría Federal del Consumidor es el objeto de estudio de la presente 

investigación, es necesario precisar que dicha dependencia actúa como juez y parte 

durante la sustanciación de dicho procedimiento en atención a su potestad 

sancionadora y la misma se encuentra facultada para allegarse de las pruebas que 

considere pertinentes.24 

Algunos doctrinarios como Ovalle Favela y Delgadillo Gutiérrez le denominan 

a esta etapa instrucción, pero estos autores difieren en cuanto al momento de 

conclusión de dicho periodo, ya que el primero afirma que este culmina con el 

desahogo de las pruebas y aquél concluye que fenece con la exposición de los 

alegatos o conclusiones, sin embargo, son consistentes al afirmar que el propósito 

de este periodo es el siguiente: 

Tiene como punto de partida el auto que fija el objeto del proceso y culmina con la resolución 

que declara cerrada la instrucción. Esta etapa tiene como finalidad que las partes aporten al 

juzgador las pruebas pertinentes para que pueda pronunciarse sobre los hechos imputados.25 

                                                           
23 Ídem.  
24 Artículo 123… podrá solicitar del presunto infractor o de terceros las demás pruebas que 
considere necesarias… 
25 Ovalle Favela, José, op. cit., p. 197. 
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En esta fase, los particulares que sean afectados por el acto que se dicte, deben ser oídos en 

el procedimiento, aportar las pruebas y formular sus alegatos para la defensa de sus 

intereses…26 

Por último, la Teoría General del Proceso denomina a la tercer etapa como 

conclusiva: 

3) Etapa conclusiva. En esta etapa las partes expresan sus alegatos o conclusiones respecto 

de la actividad procesal precedente y el juzgador también expone sus propias conclusiones 

en la sentencia, poniendo término al proceso en su primera instancia.27 

  Es válido afirmar que en el sistema jurídico mexicano se encuentran 

presentes las etapas procesales anteriormente mencionadas; en todas las ramas 

del derecho nos encontramos con las mismas al constituir un requisito sine qua non 

para que la autoridad emita una sentencia o resolución que ponga fin a un proceso; 

pero no se debe perder de vista que las etapas procesales necesariamente deben 

regirse por normas que prevean los términos y plazos que otorguen a las partes 

certeza en cuanto al plazo para ejercitar una acción o para ofrecer excepciones y 

defensas al respecto, para ofrecer pruebas y que la autoridad se pronuncie respecto 

a su admisión y desahogo dentro de un periodo previamente establecido, a exponer 

sus alegatos y conclusiones, y a que se emita una sentencia o resolución por la 

autoridad competente; dichas normas, como ya se hizo mención anteriormente se 

encuentran previstas por los diversos catálogos normativos que regulan 

específicamente cada materia y que especifican la forma en que dichas etapas 

deben sustanciarse, pues de lo contrario resultaría intrascendente el objetivo 

primordial de la teoría general del proceso al delimitar las etapas o ciclos en que un 

proceso debe concluirse, ya que dejaría al libre arbitrio de la autoridad la 

sustanciación de dichas etapas de  manera indefinida, lo que traería como 

consecuencia la inseguridad jurídica para las partes que intervienen en las etapas 

del proceso.   

                                                           
26 Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto, op. cit., 214. 
27 Ovalle Favela, José, op. cit., p. 197. 
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2.1.4  PRINCIPIOS PROCESALES. 

Los criterios e ideas fundamentales plasmados de forma implícita o explícita 

por las normas jurídicas que son obligatorias y comunes a todo procedimiento 

constituyen los principios procesales, éstos rigen la actuación de la autoridad rectora 

en cualquier procedimiento y se encuentran constituidos primordialmente para 

garantizar los derechos de audiencia previa y debido proceso tutelados por el 

artículo 14 constitucional. 

Estos principios son tendientes a garantizar la legalidad de las sentencias o 

resoluciones que emiten las autoridades en el respectivo ámbito de sus 

atribuciones, ya que su observancia trae consigo la certeza de que se respetaron 

las formalidades esenciales durante la sustanciación del procedimiento con la 

finalidad de que las partes acrediten sus pretensiones, de tal forma que su 

inobservancia eventualmente puede traer como consecuencia la reposición del 

procedimiento. 

Ovalle Favela clasifica estos principios en básicos, particulares y alternativos: 

 Los primeros son aquellos que resultan comunes a todas los sectores y ramas del derecho 

procesal dentro de un ordenamiento jurídico determinado… los principios procesales 

particulares son aquellos que orientan predominantemente un sector del derecho procesal… 

los principios procesales alternativos son aquellos que rigen en lugar de otros que representan 

normalmente la opción contraria.28 

 En virtud de que el presente capítulo se ocupa de los principios que rigen en 

todo tipo de proceso en el ámbito jurídico, a continuación se exponen aquellos que 

deben ser observados obligatoriamente por las autoridades en el ámbito de sus 

atribuciones: 

a) Principio de contradicción: impone al juzgador la obligación de escuchar a las 

partes y otorgar el derecho a la contraria a pronunciarse respecto de las 

                                                           
28 Ovalle Favela, José, op. cit., p. 200. 
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mismas, así como a admitir los medios probatorios que ofrezcan y otorgar a 

la contraparte su derecho a impugnarlos o manifestarse al respecto. 

Uno de los conceptos más ilustrativos respecto de este principio se encuentra 

previsto por el artículo 6º del Código Nacional de Procedimientos Penales: “Principio 

de contradicción: Las partes podrán conocer, controvertir o confrontar los medios 

de prueba, así como oponerse a las peticiones y alegatos de la otra parte…”. 

 En el Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado por la Procuraduría 

Federal del Consumidor se encuentra establecido este derecho por su artículo 123, 

en el que se establece su obligación de notificar al proveedor de bienes, productos 

o servicios de los motivos del inicio del procedimiento y se le otorga el término de 

10 días para manifestarse y ofrecer pruebas a su favor, así como de desvirtuar las 

que dan origen al inicio de dicho procedimiento. 

b) Principio de igualdad de las partes: este principio establece la obligación del 

rector del procedimiento de otorgar las mismas oportunidades procesales a 

las partes, para exponer sus pretensiones, para ofrecer medios probatorios 

para acreditar éstas y para exponer sus propias alegaciones o conclusiones. 

 

El precepto jurídico más ilustrativo para ejemplificar este principio lo es el artículo 

3º del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual determina: 

 
Las relaciones recíprocas de las partes, dentro del proceso, con sus respectivas facultades y 

obligaciones, así como los términos, recursos y toda clase de medios que éste código concede 

para hacer valer, los contendientes, sus pretensiones en litigio, no pueden sufrir modificación 

en ningún sentido, por virtud de leyes o estatutos relativos al modo de funcionar o de ser de 

alguna de las partes, sea actora o demandada. En todo caso, debe observarse la norma tutelar 

de la igualdad de las partes dentro del proceso, de manera tal que su curso fuera el mismo 

aunque se invirtieran los papeles. 

 

 Como ya se mencionó anteriormente, los principios procesales en estudio son 

de aplicación obligatoria a todas las ramas del derecho, pero cabe precisar que en 

el Procedimiento por Infracciones a la Ley, el cual es el objeto primordial de estudio 
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de la investigación que nos ocupa, dicho principio es parcialmente aplicable, ya que 

el sustentante no considera que exista equidad entre las partes, toda vez que las 

partes que intervienen en este procedimiento sancionador son: La Procuraduría 

Federal del Consumidor y el presunto infractor, por lo que en este procedimiento 

especial aquélla actúa como juez y parte; es decir, es cierto que existe una etapa 

procesal en la que la Procuraduría Federal del Consumidor se pronuncia respecto 

de la admisión de los medios probatorios ofrecidos por el presunto infractor, pero en 

la práctica es inconcuso que no se pronuncia respecto de la admisión o 

desechamiento de los medios de prueba en que sustenta el inicio del procedimiento,  

ésta desde luego constituye una observación propia del autor, cuyo estudio no es el 

objetivo de la problemática abordada. 

 

c) Principio de preclusión: consiste en la pérdida de una facultad procesal por 

no ejercitarla dentro de los términos y plazos establecidos por la ley. 

Este principio constituye desde luego un criterio común en todas las ramas del 

derecho, puesto que atento al principio de igualdad de las partes también conocido 

como equidad procesal, los términos para el ejercicio de las facultades procesales 

son comunes a las partes, por lo que si alguna de estas no es ejercitada dentro de 

los plazos y términos que la misma ley establece, el rector del procedimiento no 

puede subsanarla en perjuicio de la contraria, Hugo Alsina afirma: “el paso de un 

estadio al siguiente supone la clausura del anterior, de tal manera que los actos 

procesales cumplidos quedan firmes y no pueden volverse sobre ellos” (Alsina, 

2003, p. 174.) 

d) Principio de eventualidad: “consiste en aportar en una misma acción todos 

los medios de ataque y defensa” (Ídem). 

Este principio es tendiente a que la acción interpuesta en primer término, impide 

regresiones en el procedimiento y evitando multiplicidad de procedimientos. 

e) Principio de economía procesal: Establece que la autoridad sustancie el 

procedimiento con el menor empleo de actividad, admita y desahogue solo 
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las pruebas que sean pertinentes y relevantes para la solución del litigio, 

desechando las que sean notoriamente improcedentes. 

 

f) Principio de lealtad y probidad: Determina que las partes deben conducirse 

siempre con la finalidad y objetivo de que la autoridad resuelva conforme a 

derecho, debiendo evitar pretensiones ilegales o injustas. 

 
g) Principio de oralidad y de escritura: Este principio establece la obligación del 

juzgador para apegarse a las formalidades previamente establecidas por la 

ley aplicable, procurando el privilegio en su uso durante la sustanciación del 

procedimiento. 

 
 

 

2.2  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO FEDERAL REGULADO POR LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

 

 La importancia del estudio en la presente investigación de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo radica primordialmente en que las disposiciones en 

ella contenidas son de orden e interés públicos, y son aplicables a los actos, 

procedimientos y resoluciones de los organismos descentralizados de la 

administración pública federal, dentro de los cuales se encuentra la Procuraduría 

Federal del Consumidor, atento a lo dispuesto por los artículos 12 y 20 de la Ley 

Federal de Protección al Consumidor.29 

                                                           
29 Artículo 12. Las disposiciones de este título son aplicables a la actuación de los particulares ante 
la Administración Pública Federal, así como los actos a través de los cuales se desenvuelve la 
función administrativa. 
Artículo 20. La Procuraduría Federal del Consumidor en un organismo descentralizado de servicio 
social con personalidad jurídica y patrimonio propio. Tiene funciones de autoridad administrativa y 
está encargada de promover y proteger los derechos e intereses del consumidor y procurar la 
equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. Su funcionamiento 
se regirá por esta ley, los reglamentos de ésta y su estatuto. 
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 Por ello es indispensable analizar el contenido de las normas jurídicas que 

regulan los procedimientos administrativos contenidas en Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo ya que regula las normas a que debe sujetarse la 

Procuraduría Federal del Consumidor de manera previa a la imposición de 

sanciones, además de ser de aplicación supletoria a la misma en términos de lo 

dispuesto por el artículo 124 bis de la Ley Federal de Protección al Consumidor 

(infra 5.3).30 

 La Ley Federal de Procedimiento Administrativo prevé cuatro etapas o fases 

en las que debe desarrollarse el procedimiento administrativo federal; en primer 

término, establece en su artículo 14: 1) “El procedimiento administrativo podrá 

iniciarse de oficio o a petición de parte interesada (Infra 5.1.2, 5.1.3 y 5.1.4)”, lo que 

conlleva necesariamente a identificar que existen dos formas para que inicie el 

procedimiento administrativo, mismas que pueden ser en base a una acción 

ejercitada por la misma autoridad administrativa en ejercicio de su potestad 

sancionadora o por otra persona distinta a la señalada. 

Una vez que la autoridad administrativa inicia el procedimiento, es necesario 

notificar dicha determinación al interesado ya que por este medio se dan a conocer 

los actos de autoridad y adquieren eficacia y validez, misma que deberá realizarse 

dentro de los diez días posteriores al acuerdo que determine el inicio del 

procedimiento, atento a lo dispuesto por el artículo  39.31 

 Notificado el inicio del procedimiento, 2) la autoridad administrativa deberá 

acordar sobre la admisión de las pruebas ofrecidas32, fijando un término para su 

desahogo que no deberá ser menor de tres, ni mayor a quince días33, y solo en el 

                                                           
30 Para la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley a que se refiere el presente 
capítulo, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 
31 Toda notificación deberá efectuarse en el plazo máximo de diez días, a partir de la emisión de la 
resolución o acto que se notifique… 
32 Artículo 50, tercer párrafo: … Acordará sobre la admisibilidad de las pruebas ofrecidas. Solo podrá 
rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando no fuesen ofrecidas conforme a 
derecho, no tengan relación con el fondo del asunto, sean improcedentes o innecesarias o contrarias 
a la moral y al derecho, tal resolución deberá estar fundada y motivada. 
33 Artículo 51. El desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas se realizaran dentro de un plazo 
no menor a tres ni mayor a quince días contado a partir de su admisión. 
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caso excepcional que su desahogo amerite un término extraordinario, se concederá 

un plazo no menor de ocho ni mayor a quince días para su desahogo34, en caso de 

pruebas supervenientes podrán ofrecerse en cualquier momento, salvo en el caso 

de que no se haya dictado sentencia.35 

3) Concluida la tramitación del procedimiento administrativo y antes de dictar la 

resolución se pondrán las actuaciones a disposición de los interesados, para que 

en su caso formulen alegatos, los que serán tomados en cuenta por el órgano 

competente al dictar la resolución. 

Es importante hacer notar que la ley en comento determina que el 

procedimiento o etapa de instrucción fenece al terminar el periodo de ofrecimiento 

de pruebas y su desahogo, abriendo una cuarta etapa posterior al cierre de 

instrucción en la que se otorga el derecho a ofrecer alegatos, y de manera tácita 

refiere una cuarta etapa: 4) Dictado de la resolución administrativa. 

Si se realiza una comparación con las etapas procesales que prevé la teoría 

general del proceso (Supra 2.1.3), podemos identificar que algunos autores como 

Delgadillo Gutiérrez refieren que la segunda etapa o instrucción abarca desde el 

ofrecimiento, admisión y desahogo de los medios probatorios ofrecidos por las 

partes, así como el desahogo de los alegatos o conclusiones; y otros como Ovalle 

Favela afirman que la etapa de instrucción se delimita desde el ofrecimiento y 

admisión de pruebas hasta su posterior desahogo, que termina con el respectivo 

cierre de instrucción, para abrir una nueva etapa del proceso que es identificada 

como conclusiva, en la cual las partes ofrecen sus alegatos o conclusiones y el 

juzgador emite las propias. 

En mi humilde opinión, considero prudente adherirme a la opinión de Ovalle 

Favela, ya que considero que la exposición de las conclusiones o alegatos nada 

tienen que ver con el propósito de acreditar las excepciones o defensas planteadas 

por las partes ya que estas que son propias de la etapa de instrucción, sino que son 

                                                           
34 Artículo 51, párrafo segundo. 
35 Artículo 51, párrafo tercero. 
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tendientes a exponer argumentos con la finalidad de sustentar las pretensiones 

aducidas, se insiste, es solo la postura del sustentante. 

Aunque los doctrinarios no han llegado a un acuerdo común respecto de cual 

es la etapa en que debe ubicarse el ofrecimiento de los alegatos, no implica un 

asunto de importante trascendencia, puesto que lo verdaderamente relevante es 

que se otorgue al gobernado el ejercicio de ese derecho. 

Es así que la importancia de esta ley publicada en el diario Oficial de la 

Federación el 04 de agosto de 1994 constituye un gran avance para regular los 

actos que realiza la Administración  Pública y en los que se concreta la función 

administrativa, resultando idóneo insertar un extracto de la exposición de motivos 

de la iniciativa de ley que dio origen al catálogo normativo en comento: 

El título de la ley fue denominado Ley Federal de Procedimiento Administrativo y no Código 

Federal Administrativo, porque esta última denominación es más amplia que la primera y si 

bien la iniciativa contiene principios rectores de la actuación de la Administración Pública, no 

menos lo es que no incluye y comprende toda la parte sustantiva que una ley tendría que 

regular para merecer tal denominación. Por ello, se optó por la denominación propuesta, sin 

que ello obste para que en el Título Segundo de la Iniciativa, principalmente se desarrollen 

principios rectores del acto administrativo que constituye la forma en que se expresa la 

voluntad de la Administración Pública en el ejercicio de su función administrativa. Se hace 

especial énfasis en el Procedimiento Administrativo que es el conjunto de normas que regulan 

la serie de actos que realiza la Administración Pública, en que se concreta la función 

administrativa, para la realización de los fines que las leyes le atribuyen competencia. A la luz 

de la teoría general del proceso, de la cual no está ajeno el procedimiento administrativo, como 

especie de otros procedimientos (legislativo y judicial), constituye el camino, condicionado 

jurídicamente, a través de la cual una manifestación jurídica de un plano superior produce una 

manifestación jurídica de un plano inferior. Caminos de producción jurídica los hay tantos como 

formas perceptivas que sirven como reglas de producción de otras formas perceptivas que 

sirven como reglas de producción de otras manifestaciones jurídicas. El motivo político-

legislativo que en todo caso justifica la elaboración de un derecho procesal administrativo es 

el empeño de proporcionar a los hombres que obtienen su derecho en cada caso particular, a 

través de las autoridades administrativas, las mismas garantías de juridicidad o, lo que es lo 

mismo, la aplicación de derecho administrativo, material o sustantivo. La necesidad de 
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observar ciertas formas se considera con razón una garantía al debido proceso legal 

consagrado en el artículo 14 constitucional.36 

 

2.2.1  ELEMENTOS Y REQUISITOS DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
DICTADOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

 

 En este punto podemos distinguir ya que el Procedimiento por Infracciones a 

la Ley objeto de la presente investigación se encuentra supeditado al cumplimiento 

de las normas que regulan los procedimientos administrativos instaurados por las 

autoridades a que se refiere el artículo 1º de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, y que los actos emitidos durante la sustanciación del procedimiento 

sancionador deben cumplir las formalidades establecidas en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo que son aplicables de manera supletoria a la Ley 

Federal de Protección al Consumidor (Infra 5.3). 

 En ese orden de ideas, resulta fundamental definir el concepto de acto 

administrativo de manera previa al estudio de los elementos y requisitos que deben 

observarse para que este tenga validez y eficacia. 

Los actos de administración se refieren, en términos generales, a todas las actuaciones de la 

autoridad administrativa que se realizan primordialmente en el interior de la propia 

administración. En general, son meras situaciones de trámite, que no acarrean ejecución por 

sí mismas ni surten efectos jurídicos frente a terceros, aunque están obligados a emitirlos 

cuando les son requeridos, y son característicos de los órganos administrativos de consulta e 

información, es decir, constituyen actos anteriores a una decisión administrativa, por lo que 

son una opinión técnico jurídica calificada sobre la futura voluntad administrativa.37 

                                                           
36 Exposición de motivos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo presentada el 28 de 
junio de 1994 ante el Presidente de la Cámara de Diputados del h. Congreso de la Unión, publicada 
en el diario Oficial de la Federación el 04 de agosto de 1994. 
37 En el libro Ciudad y Municipio (como se cita en curso de derecho administrativo, 2006.) Roberto 
Drommi. Ciudad y Municipio, Ediciones Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1997, p. 343. 
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 Los actos administrativos constituyen entonces todas las actividades o 

actuaciones de la administración pública al ejercer sus atribuciones y éstas 

requieren necesariamente para su validez y eficacia del cumplimiento previo de los 

requisitos que la ley determina. 

 En el Procedimiento Administrativo Federal existen diversos actos que son 

emitidos por la autoridad administrativa; al determinar el inicio del procedimiento, al 

notificar el inicio del mismo, al emitir el acuerdo de admisión y desahogo de los 

medios probatorios, al otorgar el derecho a ofrecer alegatos, y al dictar la resolución 

correspondiente, es decir, durante todas las etapas del procedimiento la autoridad 

administrativa debe cumplir con los elementos y requisitos a que alude el artículo 3º 

de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo vigente, los cuales se citan a 

continuación para su pronta referencia: 

I. Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en caso de que 

dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley o decreto para emitirlo; 

II. Tener objeto que pueda ser materia del mismo; determinado o determinable; preciso en 

cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y previstos por la ley; 

III. Cumplir con la finalidad de interés público regulado por las normas en que se concreta, 

sin que puedan perseguirse otros fines distintos. 

IV. Hacer constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que lo expida, salvo 

en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de expedición; 

V. Estar fundado y motivado 

VI. (Se deroga) 

VII. Ser expedido sujetándose a las disposiciones relativas al procedimiento administrativo 

previstas en esta ley. 

VIII. Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o sobre el fin del acto; 

IX. Ser expedido sin que medie error o violencia en su emisión; 

X. Mencionar el órgano del cual emana. 

XI. (se deroga) 

XII. Ser expedido sin que medie error respecto a la referencia específica de identificación del 

expediente, documentos o nombre completo de las personas; 

XIII. Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión; 

XIV. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse, deberá hacerse mención de 

la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo; 
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XV. Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse mención de los recursos 

que procedan, y 

XVI. Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos por las partes 

establecidos en la ley.38 

 

2.2.2  NULIDAD Y ANULABILIDAD DE LOS ACTOS PROCESALES. 

Cualquier acto dictado por la autoridad administrativa dentro del 

procedimiento administrativo federal que incumpla con alguno o algunos de los 

requisitos enunciados anteriormente carecerá entonces de los elementos y 

requisitos indispensables para que dicho acto se considere apegado a derecho. 

La consecuencia de la transgresión de los requisitos enunciados es que el 

acto administrativo será nulo o anulable, según sea el caso39; en los casos en 

que exista omisión o irregularidad en los requisitos establecidos en las fracciones 

I a X del artículo 3, producirá la nulidad del acto administrativo40, y la omisión o 

irregularidad de las fracciones XII a XVI originará la anulabilidad del acto 

administrativo.41 

La nulidad del acto administrativo así declarado será inválido; no se 

presumirá legítimo ni ejecutable; será subsanable, sin perjuicio de que pueda 

expedirse un nuevo acto. Los particulares no tendrán la obligación de cumplirlo 

y producirá efectos retroactivos. 

Por su parte, la anulabilidad del acto administrativo será considerado válido; 

gozará de presunción de legitimidad y ejecutividad; y será subsanable por los 

órganos administrativos mediante el pleno cumplimiento de los requisitos 

exigidos por el ordenamiento jurídico para la plena validez y eficacia del acto. 

                                                           
38 Artículo 3º de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 09 de abril de 2012. 
39 Artículo 5. La omisión o irregularidad de los elementos y requisitos exigidos por el Artículo 3 de 
esta Ley, o por las leyes administrativas de las materias de que se trate, producirán, según sea el 
caso, nulidad o anulabilidad del acto administrativo. 
40 Artículo 6. 
41 Artículo 7. 
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Tanto los servidores públicos como los particulares tendrán obligación de 

cumplirlo. 

Resulta entonces evidente que se otorga  mayor énfasis en cuanto a las 

consecuencias que conlleva la violación de ciertos requisitos del acto 

administrativo sobre otros, puesto que los requisitos a los que se otorga mayor 

protección y su consecuente nulidad en caso de inobservancia son tendientes a 

proteger principalmente la fundamentación y motivación, la competencia, y el 

respeto irrestricto a las formalidades esenciales de todo procedimiento, tanto al 

inicio, durante la sustanciación y al momento de dictar la resolución 

correspondiente en aras de respetar los derechos humanos protegidos por los 

artículos 14 y 16 Constitucionales.  

 

2.3  PRINCIPIOS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

 Ya quedaron expuestos anteriormente los principios que deben observarse 

en todo procedimiento dentro del sistema jurídico mexicano según la teoría general 

del proceso y que son denominados principios básicos; sin embargo, existen 

principios que aunque son comunes a algunas ramas del derecho, en el derecho 

procesal administrativo son principios de observancia general a esta rama del 

derecho dada su especialidad, a los que Ovalle Favela les denominó particulares.42 

 Los doctrinarios del derecho administrativo son consistentes en afirmar que 

los principios jurídicos fundamentales del procedimiento administrativo son pautas 

y directrices que definen su esencia y justifican su existencia, permitiendo explicar, 

más allá de las regulaciones procesales dogmáticas, el por qué y para qué del 

mismo43, y los dividen en principios sustanciales y formales. 

                                                           
42 Ovalle Favela, José, op. cit., p. 200. 
43 En el libro El procedimiento Administrativo (como se cita en Elementos del derecho 
administrativo, 2006) Drommi, José Roberto, El procedimiento administrativo, Instituto de Estudios 
de Administración Local, Madrid, 1986, p. 59. 
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 Los principios sustanciales son aquellos que tienen una jerarquía 

constitucional y de observancia obligatoria para toda autoridad, dentro de los cuales 

se encuentran los de legalidad, defensa, gratuidad y publicidad, mismos que 

garantizan y justifican la finalidad primaria del procedimiento administrativo ya que 

permiten el derecho a la audiencia previa, a ofrecer y que sean desahogadas éstas 

con las debidas formalidades; los principios formales son los de oficialidad, 

informalidad, eficacia, celeridad, buena fe e indubio pro actione y coadyuvan al 

cumplimiento de los principios sustanciales. Tales principios constituyen pautas 

procedimentales esenciales, puesto que para la aplicación de éstos se requiere de 

instrumentos de aplicación complementaria. 

 A este respecto, el artículo 13 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo prevé como principios del procedimiento administrativo los de 

economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad y buena fe. Además de éstos, 

dentro de las normas que rigen dicho procedimiento administrativo se encuentran el 

de informalidad en favor del gobernado, establecido en los artículos 15 y 42, el de 

oficialidad del procedimiento administrativo previsto por el artículo 18; el de defensa, 

por los artículos 33 y 34, así como el de in dubio pro actione que se establece en el 

artículo 43. 

 Es oportuno resaltar que a diferencia de otros procedimientos, destacan por 

su especialidad dentro del procedimiento administrativo los principios de oficialidad 

e in dubio pro actione, el primero de ellos, a diferencia del principio dispositivo que 

rige en materia mercantil por ejemplo, obliga a la autoridad a impulsar el 

procedimiento hasta su conclusión de manera oficiosa, sin que sea indispensable 

que alguna de las partes inste a la autoridad para la continuación y terminación del 

procedimiento; dicho principio incluye la acción oficiosa del inicio del procedimiento 

por parte de las autoridades en ejercicio de su facultad sancionadora. 

 Si bien es cierto muchos de los procedimientos administrativos son iniciados 

a petición de parte, también lo es que otros procedimientos como el sancionador 

(infra 2.5  parte in fine y 5.1.4) son iniciados de oficio en atención a la potestad 
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sancionadora de la autoridad administrativa en virtud de las facultades que les son 

conferidas para vigilar y hacer cumplir la ley. 

 El otro principio peculiar del procedimiento administrativo y no menos 

importante es el de in dubio pro actione, tendiente a que la actuación de los órganos 

administrativos debe estar encaminada a la interpretación más favorable al ejercicio 

del derecho de acción del gobernado.44  

 

2.4  TIPOS DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS. 

 En el sistema jurídico mexicano nos encontramos con diversos tipos de 

procedimientos y las respectivas normas que los regulan, en materia civil por 

ejemplo, nos encontramos con el procedimiento ordinario y los procedimientos 

especiales. Tenemos así el procedimiento que debe llevarse en el caso de un 

conflicto en materia de arrendamiento inmobiliario, un juicio hipotecario, uno de 

controversia familiar, etc., los cuales se rigen por normas instrumentales específicas 

para su sustanciación y varían en cuanto a los términos y plazos para desahogar 

las etapas correspondientes previo el dictado de una sentencia; en el procedimiento 

penal, existe el procedimiento ordinario y el abreviado; en el procedimiento 

contencioso administrativo federal se encuentra previsto el procedimiento 

tradicional, en línea y el procedimiento sumario. 

 Sin embargo, para los fines que persigue la presente investigación y para 

clarificar que el procedimiento administrativo deriva en diversos tipos en cuanto a 

su forma de iniciación, de sustanciación, de los fines que persigue y de las partes 

que intervienen, se exponen a continuación los más comunes, dentro de los cuales 

se destaca el Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado por la Procuraduría 

Federal del Consumidor. 

                                                           
44 Ovalle Favela, José, op. cit., p. 211. 
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 Los diversos procedimientos administrativos presentan actos coordinados 

que en su conjunto integran un proceso, sustanciado de manera previa a la 

afectación de los derechos de los particulares y éstos presentan características 

particulares que los diferencian unos de los otros, por lo que es importante destacar 

los tipos de procedimiento administrativo más importantes dentro de nuestro 

sistema jurídico: 

1. Procedimiento de oficio: se traduce en la facultad de la autoridad 

administrativa para iniciar voluntariamente un procedimiento, 

sustanciarlo, y emitir una resolución tendiente a garantizar el 

cumplimiento de las normas en virtud de las cuales les fueron otorgadas 

atribuciones para su control y evaluación. 

 

En el Procedimiento por Infracciones a la ley instaurado por la Procuraduría 

Federal de Protección al consumidor, podemos observar que el artículo 24 fracción 

XIII, le otorga las facultades a la procuraduría para practicar visitas de inspección a 

los proveedores de bienes, productos o servicios.45 

 

Derivado de su facultad de inspección y vigilancia, le otorga la facultad de 

iniciar el Procedimiento por infracciones a la Ley con la finalidad de determinar el 

incumplimiento de las normas contenidas en la Ley Federal de Protección al 

Consumidor46, es decir, no es necesaria la instancia de parte para la iniciación del 

procedimiento sancionador, sino que únicamente en atención a su potestad 

sancionadora, la Procuraduría Federal del Consumidor cuenta con las atribuciones 

para iniciarlo oficiosamente, y una vez iniciado, además se encuentra obligada a 

                                                           
45 Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes atribuciones… XIII. Vigilar y verificar el 
cumplimiento de las disposiciones en materia de precios y tarifas establecidos o registrados por la 
autoridad competente y coordinarse con otras autoridades legalmente facultadas para inspeccionar 
precios para lograr la eficaz protección de los intereses del consumidor y, a la vez evitar duplicación 
de funciones. 
46 Artículo 123. Para determinar el incumplimiento de esta ley y en su caso para la imposición de 
sanciones a que se refiere la misma, la procuraduría notificará al presunto infractor de los hechos 
motivo del procedimiento… 
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impulsar dicho procedimiento hasta su conclusión sin necesidad de promoción del 

posible infractor (infra 5.1.4). 

 

No resulta inoportuno resaltar en este punto que para la iniciación del 

procedimiento sancionador no es necesaria la instancia de parte, puesto que el 

ejercicio del derecho para iniciar el procedimiento sancionador por parte de la 

autoridad administrativa es propia y exclusiva de la misma, se aclara que esto solo 

es aplicable en estricto sentido, puesto que el procedimiento sancionador también 

puede derivar de la instancia de parte de algún consumidor, pero en ese supuesto, 

la denuncia de posibles infracciones a la Ley Federal de Protección al Consumidor 

únicamente tienen como finalidad hacer del conocimiento de la procuraduría de 

posibles violaciones a ley en perjuicio del mismo, y en caso de que dicha 

procuraduría detecte posibles violaciones, se abocará a la investigación y de darse 

el caso, el consumidor no formaría parte del procedimiento sancionador, el cual se 

sustancia por cuerda separada de los procedimientos conciliatorio y arbitral (Infra 

5.1.2 y 5.1.3). 

 

Además de la facultad de iniciar el procedimiento de manera oficiosa, la 

autoridad administrativa lo puede hacer a petición de parte: 

 

2. Procedimiento a petición de parte: este tipo de procedimiento puede ser 

iniciado por la autoridad administrativa siempre y cuando medie solicitud 

de un gobernado. 

A diferencia del procedimiento oficioso, la actuación de la autoridad 

administrativa se encuentra supeditada al ejercicio de la acción de algún gobernado, 

en el caso de la Procuraduría Federal del Consumidor, se traduce en la denuncia 

que interpone algún consumidor cuando sus derechos se ven afectados por la 

presunta práctica abusiva o desleal de los proveedores de bienes productos o 

servicios y otorga a la Procuraduría Federal del Consumidor la facultad para iniciar 

el procedimiento conciliatorio o arbitral, más no así el procedimiento sancionador. 
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3. Procedimiento de oposición: se inicia dentro de otro procedimiento, 

durante la fase de instrucción, como un elemento más que la 

administración se allega para resolver un asunto que conoce. Lo 

encontramos en las inconformidades en las que al no ser instancias, e 

particular solo aporta su punto de vista respecto de hechos que la 

autoridad analiza; también es conocido durante el procedimiento de 

otorgamiento de concesión, en el que los terceros interesados pueden 

intervenir.47 

 

4. Procedimiento de ejecución: el cual es destinado a hacer efectiva la 

decisión administrativa, mediante el uso de los instrumentos normativos 

previamente establecidos. 

 
5. Procedimiento revisor: Establecido para que los órganos de mayor 

jerarquía se pronuncien respecto de un procedimiento anterior y que 

produce un nuevo acto administrativo (resolución) que confirma, anula o 

modifica el acto que se revisa. Generalmente se produce por la 

interposición de los recursos.48 

 
6. Procedimiento sancionador: Se produce por el ejercicio de la potestad 

sancionadora de la administración, por incumplimiento de las obligaciones 

a cargo de los particulares o de los empleados de la propia administración, 

Cuando la sanción se impone a los particulares recibe el nombre de 

procedimiento correctivo y cuando se impone a los servidores públicos se 

denomina procedimiento disciplinario…49 

 

Atendiendo a la definición de Delgadillo Gutiérrez anteriormente 

expuesta, el Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado por la 

                                                           
47 Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto, op. cit., 218. 
48 Ídem. El sustentante considera que a dicha definición debe agregarse el concepto “nulificarse” 
puesto que como ha quedado expuesto anteriormente las consecuencias de nulidad y anulabilidad 
son distintas (Supra 2.2.3). 
49 Ídem. 
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Procuraduría Federal del Consumidor debe considerarse un procedimiento 

correctivo, sin perder de vista que su motivo es el de sancionar al proveedor 

por las infracciones cometidas a la Ley Federal de Protección al Consumidor 

en el que únicamente interviene en el procedimiento dicha procuraduría en 

ejercicio de su potestad sancionadora y el proveedor de bienes, productos o 

servicios. 
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CAPÍTULO III 
 

3.1 CONVENCIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (PACTO DE 
SAN JOSÉ DE COSTA RICA). 
 

 Las reformas constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011 constituyeron un 

importante paso para equiparar la supremacía constitucional que rige en nuestro 

sistema jurídico con los tratados internacionales, reformas que otorgan al 

gobernado una protección más amplia en cuanto a sus derechos humanos, toda vez 

que cualquier norma jurídica debe ajustarse ya no solo a lo consagrado por nuestra 

ley suprema, sino a los tratados internacionales celebrados por el estado mexicano, 

equiparando la jerarquía normativa constitucional a la internacional, e imponiendo 

la obligación a cualquier órgano jurisdiccional o administrativo a su cumplimiento, 

atento a lo dispuesto por el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos50. 

 Si partimos de esta premisa, la Convención Interamericana de los Derechos 

Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), de la cual el estado mexicano es 

parte, prevé en su artículo 8º: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 

debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 

sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 

                                                           
50 Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en esta constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta constitución establece. 
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta constitución 
y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 
protección más amplia. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que 
establezca esta ley… 
 



46 
 

determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 

cualquier otro carácter”. 

 Es claro entonces que incluso las normas internacionales protegen la 

garantía de audiencia previa a favor de todo gobernado y no sólo eso, sino que 

además establece la obligación de que el procedimiento debe llevarse a cabo 

“dentro de un plazo razonable”. 

 Si tomamos en consideración que la norma de referencia es aplicable en todo 

tipo de procedimiento dada su jerarquía normativa y en cumplimiento a lo 

consagrado por el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, resulta prudente considerar que el Procedimiento por Infracciones a la 

ley necesariamente debe cumplir no solo con la garantía de audiencia previa, sino 

que obliga a la Procuraduría Federal del Consumidor a sustanciar el procedimiento 

dentro de un plazo razonable, es decir, debe sujetarse a plazos previamente 

establecidos. 

3.2 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
  
 Como ya quedo expuesto anteriormente, a partir de las reformas 

constitucionales de 6 y 10 de junio de 2011, las normas contenidas en los tratados 

internacionales así como las contenidas en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos se encuentran en un nivel jerárquico de igualdad, puesto que si 

alguna norma contiene una protección más amplia a favor de los gobernados es la 

que deberá ser aplicada por la autoridad correspondiente (control ex officio). 

 A nivel constitucional, el artículo 14 prevé en su párrafo segundo: 

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino 

mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 

anterioridad al hecho. 



47 
 

 Nuestra constitución obliga a todas las autoridades en el ámbito de sus 

atribuciones a respetar los derechos humanos de audiencia previa y debido 

proceso, como requisitos indispensables para privar de la libertad, propiedades, 

posesiones o derechos de los gobernados, por lo que si trasladamos la aplicación 

de estos derechos humanos al Procedimiento por Infracciones a la Ley instaurado 

por la Procuraduría Federal del Consumidor resulta incuestionable que dicha 

procuraduría debe sujetarse al cumplimiento de dichos derechos al margen de las 

normas que garantizan su cumplimiento, obligándola a otorgarle al posible infractor 

su derecho de audiencia previa mediante la notificación del inicio del procedimiento 

sancionador, su derecho a ofrecer los medios probatorios que considere 

pertinentes, a participar en el desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas, a 

ofrecer alegaciones y a que le sea notificada la resolución correspondiente, esto con 

la finalidad de que interponga los recursos procedentes en contra de dicho acto 

administrativo; pero el alcance de dicha norma no solo obliga a la autoridad 

administrativa al cumplimiento de esos derechos, sino que además la constriñe a 

sujetarse a las formalidades esenciales del procedimiento, que se traducen al 

respeto irrestricto de términos y plazos previamente establecidos. 

3.3 LEY DE AMPARO. 
 

El juicio de amparo tiene como objetivo primordial que los órganos de control 

constitucional protejan los derechos humanos y las garantías previstas por la 

Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos y los tratados de los cuales 

el Estado Mexicano sea parte, la ley de amparo en su artículo 1º establece: 

 
Artículo 1. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 
 
I. Por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen los derechos 

humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los tratados internacionales de 

los que el Estado Mexicano sea parte. 

De igual forma, dicha ley establece requisitos fundamentales para que sean 

respetados los derechos humanos de audiencia previa y debido proceso, en su 

artículo 172: 
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Artículo 172. En los juicios tramitados ante los tribunales administrativos, civiles, agrarios o del 

trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas 

del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo cuando: 

(…) 

VI. No se le concedan los plazos o prórrogas a que tenga derecho con arreglo a la ley… 

 En ese sentido, debe decirse que el Procedimiento por Infracciones a la Ley 

instaurado por la Procuraduría Federal del Consumidor debe necesariamente 

sujetarse a los plazos previamente establecidos, y en el supuesto de que no se 

sujete a los mismos resulta procedente el otorgamiento de la protección y el amparo 

de la justicia federal a favor del quejoso. 

3.4 LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
 
 Las normas contenidas en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

son de orden e interés públicos, y es aplicable a los actos, procedimientos y 

resoluciones de la Administración Pública Federal centralizada; además establece 

que dichas normas deben observarse sin perjuicio de lo dispuesto en los Tratados 

Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, disponiendo además que 

dicho ordenamiento será aplicable a los organismos descentralizados de la 

administración pública paraestatal respecto de los actos de autoridad y de los 

servicios que el estado preste de manera exclusiva, así como a los contratos que 

los particulares solo pueden celebrar con el mismo.51 

 

 Además excluye de su aplicación a las materias de carácter fiscal cuando se 

trate de las contribuciones y los accesorios que deriven directamente de aquéllas, 

responsabilidades de los servidores públicos, en la justicia agraria y laboral, ni al 

ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales, con las materias 

de competencia económica, prácticas desleales de comercio internacional y 

financiera a los que únicamente les resulta aplicable el titulo tercero A, denominado 

“De la mejora regulatoria”.  

                                                           
51 Artículo 1º de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 
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 Ya se abordó en la presente obra que la Procuraduría Federal del 

Consumidor es un organismo descentralizado de Servicio Social, con funciones de 

autoridad, con personalidad y patrimonio propio atento a lo dispuesto por el artículo 

75 de la Ley Federal de Protección al Consumidor (Supra 1.1), dependencia que 

entre otras atribuciones se encuentra la de iniciar y sustanciar el Procedimiento por 

Infracciones a la Ley, por lo cual le resultan aplicables las normas contenidas en la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo, lo cual quiere decir que al tramitarse 

dicho procedimiento necesariamente deben observarse y ser respetadas dichas 

normas por la Procuraduría Federal del Consumidor. 

 

 Es cierto que al tratarse de leyes, estas se encuentran en un plano jerárquico 

similar, ya que la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y la Ley Federal de 

Protección al Consumidor contienen normas instrumentales para desahogar el 

procedimiento administrativo y poseen características peculiares, pero se distinguen 

por cuanto aquélla es de carácter general y ésta de carácter especial, y aunque uno 

de los principios generales del derecho dispone que la norma especial prevalecerá 

sobre la general, también nos encontramos frente a la figura jurídica de la 

supletoriedad, que otorga a la ley general la facultad para aplicar alguna norma que 

la ley especial no establece. 

 

 En el caso en estudio, tenemos que la Ley Federal de Protección al 

Consumidor dispone en su artículo 124 bis lo siguiente: “Para la sustanciación del 

procedimiento por infracciones a la ley a que se refiere el presente capítulo, se 

aplicará supletoriamente lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo”. Puesto que el estudio de la supletoriedad es objeto de estudio más 

adelante (Infra 5.3) se abordarán a continuación las normas que prevén la 

sustanciación del procedimiento administrativo previstas por la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo. 
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i) Establece dos formas para la iniciación del procedimiento administrativo: 

de oficio y a petición de parte52; desde luego, que para sujetar al 

procedimiento administrativo a un particular se requiere que el mismo sea 

notificado, ya que es por medio que a partir de dicha notificación que 

surten efectos las determinaciones de la autoridad administrativa. 

 

ii) Determina que toda notificación dentro del procedimiento deberá 

efectuarse en un plazo máximo de diez días a partir de la emisión o acto 

a notificar53. (Además de dicho requisito prevé seis más que en caso de 

no cumplirse afectarían las formalidades esenciales del procedimiento del 

procedimiento administrativo federal.)54 

 
iii) Determina que en los procedimientos administrativos se acordarán y 

admitirán toda clase de pruebas, excepto la confesional de las 

autoridades55, siempre y cuando tengan relación con el fondo del asunto, 

no sean improcedentes, innecesarias o contrarias a la moral y al derecho.  

 

Aunque el tema de investigación abordado no guarda estricta relación con la 

admisión de pruebas, es pertinente hacer la observación de que la Guía para 

sustanciar el procedimiento por infracciones a la ley determinó que la prueba pericial 

no es una prueba admisible56, bajo el argumento de que dicho medio probatorio 

                                                           
52 Artículo 14. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte 
interesada. 
53 Artículo 39. Toda notificación deberá efectuarse en el plazo máximo de diez días, a partir de la 
emisión de la resolución o acto que se notifique, y deberá contener el texto íntegro del acto, así como 
el fundamento legal en que se apoye con la indicación si es o no definitivo en la vía administrativa, y 
en su caso, la expresión del recurso administrativo que contra la misma proceda, órgano ante el cual 
hubiera de presentarse y plazo para su interposición 
54 En la práctica, el sustentante ha observado que las notificaciones efectuadas por la Procuraduría 
Federal del Consumidor dentro de la sustanciación del procedimiento por Infracciones a la ley 
adolecen en la mayoría de las ocasiones de alguno de estos requisitos. (Nota del autor) 
55 Artículo 50. En los procedimientos administrativos se admitirán toda clase de pruebas excepto la 
confesional de las autoridades. No se considerará comprendida en esta prohibición la petición de 
informes  a las autoridades administrativas, respecto de hechos que consten en sus expedientes o 
de documentos agregados a ellos. 
56 Guía para Sustanciar el Procedimiento Por Infracciones a la Ley. Procuraduría Federal del 
Consumidor Subprocuraduría de Servicios, México, 2006, p. 19 
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debe desahogarse de manera colegiada. El sustentante considera erróneos dichos 

argumentos por la sencilla razón de que la Ley Federal del Consumidor es clara al 

respecto y establece que serán admitidas toda clase de pruebas, supuesto en el 

cual, la procuraduría deberá necesariamente determinar si la prueba pericial tiene 

relación con el fondo del asunto y si es necesaria para lograr un mejor conocimiento 

de los hechos controvertidos; una vez cumplidos estos requisitos,  admitirla y ofrecer 

su propia pericial para desvirtuar la ofrecida por el presunto infractor. 

Puede distinguirse en este punto, que la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo no establece claramente el plazo para que se emita el respectivo 

acuerdo en el que la autoridad administrativa se pronuncie respecto a la admisión 

de los medios de prueba ofrecidos, sin embargo, en su artículo 32 determina que a 

falta de términos y plazos establecidos en las leyes administrativas para la 

realización de algún trámite, no excederá de diez días.57 Esto quiere decir que en 

atención al principio de oficialidad, la autoridad administrativa debe impulsar el 

procedimiento, estableciendo su obligación para pronunciarse respecto a las 

pruebas ofrecidas en un término máximo de diez días, contados a partir de la 

recepción de los medios probatorios ofrecidos, otorgando el término de diez días 

para notificar sobre la admisión o desechamiento de los elementos probatorios 

ofrecidos.  

iv) Prevé que el desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas se realizará 

dentro de un plazo no menor a tres ni mayor de quince días, contado a 

partir de su admisión, y sólo en el caso de que se ofrezcan pruebas que 

ameriten ulterior desahogo se concederá al interesado un plazo no menor 

de ocho ni mayor de quince días para tal efecto, otorgando la oportunidad 

al interesado de ofrecer pruebas supervenientes siempre que no se haya 

dictado la resolución definitiva, debiendo notificar a los interesados con 

                                                           
57 Artículo 32. Para efectos de las notificaciones, citaciones, emplazamientos, requerimientos, visitas 
e informes, a falta de términos o plazos establecidos en las leyes administrativas para la realización 
de trámites, aquéllos no excederán de diez días. El órgano administrativo deberá hacer del 
conocimiento del interesado dicho plazo. 
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una anticipación de tres días, el inicio de las actuaciones necesarias para 

su desahogo.58 

v) Dispone que una vez concluida la tramitación del procedimiento 

administrativo y antes de dictar resolución se otorgará a las partes su 

oportunidad de ofrecer alegatos dentro de un plazo no menor a cinco días 

ni mayor de diez.59 

 

El procedimiento por infracciones a la ley instaurado por la Procuraduría Federal 

del consumidor establece en su artículo 123 párrafo tercero que una vez concluido 

el desahogo de pruebas la procuraduría notificará al presunto infractor para que 

presente sus alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes, acotando que en 

este caso no es aplicable la supletoriedad de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, toda vez que prevalece la aplicación de la ley especial sobre la 

general ya que no existe laguna alguna en cuanto al plazo para exponer los 

alegatos. 

 

En los artículos subsecuentes la Ley de Procedimiento Administrativo no 

establece el término para que la autoridad administrativa emita la resolución 

correspondiente, pero atendiendo al contenido de su artículo 32, dicho trámite debe 

realizarse en un plazo que no exceda de diez días. Claro está que la supletoriedad 

deberá aplicarse siempre y cuando alguna ley no prevea algún término específico  

para que se dicte la resolución administrativa, en el caso del procedimiento por 

infracciones a la ley, la Ley Federal de Protección al Consumidor le otorga a la 

                                                           
58 Artículo 51. El desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas se realizará dentro de un plazo no 
menor a tres ni mayor a quince días, contados a partir de su admisión. 
Si se ofreciesen pruebas que ameriten ulterior desahogo se concederá al interesado un plazo no 
menor de ocho ni mayor de quince días para tal efecto. 
Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya emitido la resolución 
definitiva. 
Artículo 52. El órgano administrativo notificará a los interesados con una anticipación de tres días, el 
inicio de las actuaciones necesarias para el desahogo de las pruebas que hayan sido admitidas. 
59 Artículo 56. Concluida la tramitación del procedimiento administrativo y antes de dictar resolución 
se pondrán las actuaciones a disposición de los interesados, para que en su caso formulen alegatos, 
los que serán tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución. 
Los interesados en un plazo no mayor a cinco días ni superior a diez podrán presentar por escrito 
sus alegatos. 
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procuraduría el plazo de quince días para pronunciar su resolución administrativa, 

por lo que no resulta aplicable la supletoriedad de los diez días a que alude la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo.60 

 

Lo trascendente del presente apartado radica primordialmente en que el 

procedimiento administrativo previsto por la ley en estudio prevé términos y plazos 

precisos para su sustanciación, al otorgar diez días para que la autoridad 

administrativa se pronuncie respecto al escrito de ofrecimiento de pruebas y 

determine su admisión o desechamiento, ordenando en el mismo acto su desahogo 

dentro de los quince días posteriores a la notificación de dicho acuerdo, y una vez 

concluida la etapa de instrucción, otorgará un  término no menor a cinco días ni 

mayor a diez para ofrecer alegatos. 

 

Como veremos más adelante, en el procedimiento por infracciones a la ley 

instaurado por la Procuraduría Federal del Consumidor, estos plazos son 

manejados por dicha procuraduría a su libre arbitrio, dada la omisión de la Ley 

Federal de Protección al Consumidor en precisar los términos y plazos en que debe 

sustanciarse este procedimiento. 

 

 

3.5 LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 

El procedimiento contencioso Administrativo en su verdadera naturaleza procesal, es una 

forma de control de los actos administrativos y constituye una revisión jurisdiccional o proceso 

de impugnación de los actos administrativos ineficaces. Este procedimiento ha dado origen al 

moderno derecho procesal administrativo y se apoya en los principios generales del derecho 

procesal o conjunto de normas que regulan el proceso administrativo (Serra Rojas, Andrés, 

2008, p. 287). 

                                                           
60 Artículo 123 párrafo cuarto… La procuraduría resolverá dentro de los quince días hábiles 
siguientes. 



54 
 

El juicio regulado por la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo es también conocido como juicio de nulidad, de anulación o de 

ilegitimidad, y su finalidad es según el Colegio Nacional de Profesores e 

Investigadores de Derecho Fiscal y Finanzas Públicas (1987) “El juicio de nulidad o 

ilegalidad se constriñe a observar y resolver sobre la presunción de legalidad y 

validez de los actos de las autoridades administrativas…”61 

La Ley Federal de Procedimiento al igual que los catálogos normativos 

expuestos en el presente capítulo también prevé normas que protegen las garantías 

de audiencia previa y debido proceso, las cuales le otorgan atribuciones al Tribunal 

Federal de Justicia fiscal y Administrativa para revisar los actos administrativos, así 

como declarar la validez o invalidez de los mismos. 

En su artículo 50 párrafo segundo, alude a la nulidad en caso de violación por 

la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes62, y en su artículo 

subsecuente determina en sus fracciones segunda tercera que la omisión de los 

requisitos formales exigidos por las leyes y los vicios del procedimiento traerán 

como consecuencia la declaración de ilegalidad de una resolución administrativa.63 

 
 
 
 
 

                                                           
61 Colegio Nacional de Profesores e Investigadores de Derecho Fiscal y Finanzas Públicas, Justicia 
Administrativa, 1ª Edición, México, 1987 p. 63. 
62 Artículo 50. Las sentencias del Tribunal se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión 
del actor que se deduzca de su demanda, en relación con una resolución impugnada, teniendo la 
facultad de invocar hechos notorios… 
En el caso de que la sentencia declare la nulidad de una resolución por la omisión de los requisitos 
formales exigidos por las leyes, o por vicios del procedimiento, la misma deberá señalar en que forma 
afectaron las defensas del particular y trascendieron al sentido de la resolución. 
63 Artículo 51. Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestre alguna 
de las siguientes causales: 
…II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre que afecte las defensas del 
particular y trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de 
fundamentación y motivación, en su caso. 
III. Vicos del procedimiento siempre que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido 
de la resolución impugnada. 
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 En ese sentido, y dado que el Procedimiento por Infracciones a la Ley 

instaurado por la Procuraduría Federal del Consumidor se encuentra subordinada 

al cumplimiento de las disposiciones contenidas en los compendios normativos 

abordados en el presente capítulo, resulta entonces incuestionable que dicha 

autoridad se encuentra obligada a observar el respeto irrestricto a las formalidades 

esenciales que deben regir durante la sustanciación de dicho procedimiento 

garantizando a favor de los particulares su derecho a una adecuada defensa de sus 

intereses de manera previa al acto privativo. 
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CAPÍTULO IV 
 

 En virtud de que el objetivo de la presente investigación se centra en el 

estudio del procedimiento por infracciones a la ley iniciado por la Procuraduría 

Federal del Consumidor previsto y regulado por el artículo 123 de la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, resulta prudente comparar los procedimientos 

instaurados en contra de los proveedores en otros países de américa latina por la 

dependencia encargada de la protección de los derechos de los consumidores, en 

los cuales podremos notar que existen similitudes en cuanto a la sustanciación del 

procedimiento sancionador, sin embargo, en estas legislaciones se aprecia que los 

términos y plazos establecidos para su desahogo son claros, a diferencia del 

procedimiento objeto de la presente investigación. 

 

4.1 LEY DE PROTECCIÓN A LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS EN 
VENEZUELA. 
 

La autoridad encargada de la sustanciación del procedimiento sancionador 

en este país se denomina Instituto para la Defensa y Educación del Consumidor y 

del Usuario (INDECU). En su artículo 141 dispone las formas de inicio de dicho 

procedimiento, denominado “Procedimiento Administrativo Especial”, y dispone que 

este podrá iniciarse de manera oficiosa o por denuncia de la parte afectada en sus 

intereses como consumidor. 

De igual forma, en su artículo 147 establece: 

Artículo 147. La sala de sustanciación notificará al presunto infractor para imponerlo de los 

hechos por los cuales se inicia el procedimiento y para que presente sus pruebas y 

argumentos en un lapso no mayor de diez (10) días hábiles, contados a partir de la fecha de 

su notificación. Concluido dicho término se abrirá de pleno derecho un lapso de cinco (5) días 

hábiles para que la sala examine las pruebas presentadas, los distintos alegatos y el contenido 

del respectivo expediente. El jefe de la Sala dictará un auto mediante el cual precisará que 

presuntos hechos se consideran controvertidos y fijará, dentro de un término máximo de cinco 

(5) días hábiles, una audiencia pública y oral para que el presunto infractor, el denunciante y 

demás interesados, expongan sus respectivos argumentos y consignen escritos y nuevas 

pruebas, si las hubiere, Al quinto (5º) día hábil siguiente de efectuarse la audiencia pública se 
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iniciará, mediante auto expreso, la revisión de la causa, la cual no podrá exceder de seis (6) 

días hábiles para apreciar, estudiar y analizar las pruebas y alegatos. Dentro de los tres (3) 

días hábiles siguientes al término de la revisión de la causa se remitirá el caso al presidente 

del instituto con un informe del jefe de la sala para la decisión respectiva, la cual deberá 

dictarse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, de conformidad con las pruebas 

contenidas en el expediente. 

 Como punto principal, es de resaltarse que a diferencia del procedimiento por 

infracciones a la ley previsto por la Ley Federal del Consumidor, en este 

procedimiento sancionador si interviene el consumidor en los casos de que sea 

iniciado por denuncia, y cada etapa procesal se encuentra bien definida en cuanto 

a los términos a que debe sujetarse la autoridad. Pongamos como ejemplo que el 

procedimiento sancionador iniciado por el Instituto para la Defensa y Educación del 

Consumidor y del Usuario es notificado al presunto infractor el 1 de enero de 2016 

(contando sólo como días inhábiles el sábado y domingo): 

i) El presunto infractor tiene como fecha máxima para presentar sus 

pruebas y argumentos hasta el 15 de enero. 

 

ii) Se abrirá de pleno derecho el término de 5 días para que la autoridad 

examine las pruebas presentadas y los argumentos emitidos por el 

presunto infractor, y al concluir éste emitirá un acuerdo en el que 

precisará los hechos controvertidos, como máximo el 22 de enero de 

2016, y fijará fecha para la audiencia pública dentro de los 5 días 

hábiles siguientes, es decir, como fecha límite la audiencia deberá 

celebrarse el día 29 de enero de 2016. 

 
 

iii) Dentro de los 5 días hábiles posteriores a la celebración de la 

audiencia, la autoridad emitirá un auto en el que determine la revisión 

de la causa, mismo que deberá emitirse como máximo hasta el 05 de 

febrero de 2016. 
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iv) La revisión de la causa por la autoridad no debe exceder de 6 días 

hábiles, es decir, cuenta hasta el 15 de febrero de 2016 para realizar 

la revisión, y además se encuentra obligada dentro de los 3 días 

siguientes a remitir el asunto al presidente del instituto, como límite el 

día 18 de febrero de 2016. 

 

v) Una vez recibida la causa por el presidente del instituto, deberá emitir 

la resolución administrativa dentro de los 5 días hábiles siguientes, 

como fecha límite, hasta el 25 de febrero de 2016. 

 

Puede observarse que el procedimiento sancionador en contra de los 

proveedores no rebasa los dos meses a partir de que es notificado su inicio, y que 

además es preciso en cuanto a los términos y plazos con los que cuenta el presunto 

infractor para ejercer su derecho a una audiencia previa, así como la obligación de 

la autoridad para sujetarse a etapas cronológicas bien definidas. 

 

4.2 LEY DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR Y USUARIO DE GUATEMALA. 
 

La Dirección de Atención al Consumidor de Guatemala es la encargada de 

sustanciar el procedimiento sancionador en contra de los presuntos infractores de 

dicha ley, en este procedimiento no tiene intervención la parte consumidora y 

dispone en su Capítulo Séptimo, Sección cuarta las formalidades en que debe 

sustanciarse: 

ARTICULO 90. Procedimiento sancionador. Si en la audiencia no se logra la conciliación o el 

sometimiento al arbitraje de consumo, la Dirección deberá iniciar el procedimiento 

administrativo para sancionar la infracción a la presente Ley. Para tal efecto, volverá a citar al 

infractor a una segunda audiencia administrativa para que éste sea oído y ofrezca las pruebas 

en que basa su defensa. 
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ARTICULO 92. Prueba. Dentro del procedimiento habrá un período de prueba que tendrá un 

plazo de diez días, para que el supuesto infractor aporte sus pruebas de descargo, pudiendo 

utilizarse todos los medios legales de prueba. 

ARTICULO 98. Resolución. Concluido el procedimiento, se dictará resolución dentro de los 

cinco días siguientes, debiendo la Dirección, en base a las pruebas recabadas, determinar si 

el proveedor o prestador de servicios incurrió o no en la infracción y la sanción, en caso 

afirmativo. La resolución deberá llenar, en lo aplicable, los requisitos que establece la Ley del 

Organismo Judicial. 

 

 En este procedimiento existen tres (3) etapas procesales que conforman el 

procedimiento administrativo, las cuales se encuentran bien definidas en cuanto a 

los plazos que deben observarse: 

 

i) Notificará al proveedor de la fecha de audiencia para que sea oído y 

ofrezca pruebas a su favor. 

 

ii) El periodo probatorio será de diez (10) días. 

 

iii) Concluido el periodo probatorio se emitirá resolución dentro de los cinco 

(cinco) días siguientes. 

 

Se puede distinguir que una vez desahogada la audiencia en la que el presunto 

infractor es oído y ofrece los medios probatorios se otorga un plazo de diez días 

para su desahogo, por lo que suponiendo que la audiencia haya sido celebrada el 

1º de enero de 2016 (contando sólo como días inhábiles el sábado y domingo), el 

desahogo de pruebas fenecerá precisamente el 15 de enero de 2016, obligando a 

la autoridad administrativa a dictar resolución dentro de los cinco (5) días hábiles 

siguientes, es decir, como máximo hasta el 22 de enero de 2016, advirtiendo que el 

procedimiento es muy ágil, pero de ninguna manera se perjudica el derecho del 
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presunto infractor a una adecuada defensa, ya que los términos y plazos para la 

sustanciación de he dicho procedimiento se encuentra bien delimitada. 

 

4.3 LEY DE DEFENSA AL CONSUMIDOR DE ARGENTINA. 
 
 
 La Secretaría de Industria y Comercio es la autoridad encargada de la 

sustanciación del procedimiento sancionador en contra de los proveedores, de igual 

forma, dicho procedimiento puede iniciarse de manera oficiosa o por denuncia de 

quien invocare un interés particular, la forma de su desahogo se encuentra prevista 

por su artículo 45, mismo que dispone: 

Artículo 45. Actuaciones administrativas, La autoridad nacional de aplicación iniciará 

actuaciones administrativas en caso de presuntas infracciones a las disposiciones de la 

presente ley, sus normas reglamentarias y resoluciones que en consecuencia se dicten, de 

oficio o por denuncia de quien invocare un interés particular o actuare en defensa del interés 

general de los consumidores. 

Previa instancia conciliatoria, se procederá a labrar acta en la que se dejará constancia del 

hecho denunciado o verificado y de la disposición presuntamente infringida.  

En la misma acta se dispondrá agregar la documentación acompañada y citar al presunto 

infractor para que, dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, presente por escrito su descargo 

y ofrezca las pruebas que hacen a su derecho.  

Si se tratare de un acta de inspección, en que fuere necesaria una comprobación técnica 

posterior a los efectos de la determinación de la presunta infracción y que resultare positiva, 

se procederá a notificar al presunto responsable la infracción verificada, intimándolo para que 

en el plazo de cinco (5) días hábiles presente por escrito su descargo. En su primera 

presentación, el presunto infractor deberá constituir domicilio y acreditar personería.  

Cuando no acredite personería se le intimará para que en el término de cinco (5) días hábiles 

subsane la omisión bajo apercibimiento de tenerlo por no presentado.  

La constancia del acta labrada conforme a lo previsto en este artículo, así como las 

comprobaciones técnicas que se dispusieren, constituirán prueba suficiente de los hechos así 

comprobados, salvo en los casos en que resulten desvirtuados por otras pruebas.  
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Las pruebas se admitirán solamente en casos de existir hechos controvertidos y siempre que 

no resulten manifiestamente inconducentes. Contra la resolución que deniegue medidas de 

prueba sólo se concederá el recurso de reconsideración. La prueba deberá producirse entre 

el término de diez (10) días hábiles, prorrogables cuando haya causas justificadas, teniéndose 

por desistidas aquellas no producidas dentro de dicho plazo por causa imputable al infractor.  

En el acta prevista en el presente artículo, así como en cualquier momento durante la 

tramitación del sumario, la autoridad de aplicación podrá ordenar como medida preventiva el 

cese de la conducta que se reputa en violación de esta ley y sus reglamentaciones.  

Concluidas las diligencias sumariales, se dictará la resolución definitiva dentro del término de 

veinte (20) días hábiles.  

Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, la autoridad de aplicación gozará de la 

mayor aptitud para disponer medidas técnicas, admitir pruebas o dictar medidas de no innovar.  

Contra los actos administrativos que dispongan sanciones se podrá recurrir por ante la Cámara 

Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, o ante las cámaras 

federales de apelaciones con asiento en las provincias, según corresponda de acuerdo al lugar 

de comisión del hecho.  

El recurso deberá interponerse ante la misma autoridad que dictó la resolución, dentro de los 

diez (10) días hábiles de notificada y será concedido en relación y con efecto suspensivo, 

excepto cuando se hubiera denegado medidas de prueba, en que será concedido libremente.  

Las provincias, dictarán las normas referidas a la actuación de las autoridades administrativas 

locales, estableciendo un régimen de procedimiento en forma compatible con el de sus 

respectivas constituciones. 

Puede apreciarse que la Ley de Defensa al Consumidor en el sistema jurídico 

Argentino prevé que de manera previa al procedimiento sancionador, debe 

desahogarse el procedimiento conciliatorio en el caso de que el inicio del 

procedimiento derive de una denuncia por parte de algún consumidor. Tanto en este 

supuesto como en el que se inicie con motivo de las facultades de inspección de la 

autoridad se deberán observar los siguientes plazos para la sustanciación del 

procedimiento sancionador: 
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i) Se deberá otorgar el plazo de cinco (5) días al presunto infractor para 

que presente su escrito de descargo y ofrezca las pruebas que estime 

pertinentes. 

 

ii) Las pruebas deberán desahogarse dentro el término de 10 días 

hábiles, salvo solicitud de prórroga. 

 
 

iii) Concluido el desahogo de pruebas, se dictará la resolución 

correspondiente dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes.  

 

En este caso podemos observar que los plazos establecidos para el 

desahogo del procedimiento sancionador se encuentran previstos de manera 

simplificada, pero no por ello resultan imprecisos, ya que se encuentra bien definido 

el periodo cronológico en que las etapas deben desahogarse, tenemos entonces 

que a manera de ejemplo y suponiendo que el inicio del procedimiento hubiese sido 

notificado al presunto infractor el 1º de enero de 2016 (contando sólo como días 

inhábiles el sábado y domingo): 

A partir de su notificación, el presunto infractor cuenta hasta el día 08 de 

enero de 2016 para manifestarse y ofrecer pruebas respecto del inicio del 

procedimiento sancionador. 

Los elementos probatorios admitidos por la autoridad deberán desahogarse 

dentro de los diez (10) días hábiles siguientes, como máximo hasta el 22 de enero 

de 2016 para que concluya el periodo probatorio. 

Una vez concluido dicho periodo, la autoridad administrativa cuenta con 20 

días hábiles para dictar la resolución procedente, como máximo el 12 de febrero de 

2016. 
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Podemos distinguir que la duración de este procedimiento sancionador no 

rebasa de dos meses, además de encontrarse claros los términos y plazos en que 

debe sustanciarse el mismo. 

Una vez expuestas las normas que rigen el procedimiento sancionador 

instaurado por las respectivas autoridades encargadas de proteger los derechos de 

los consumidores en los países de Venezuela, Guatemala y Argentina, es 

conveniente exponer la norma que regula dicho procedimiento en nuestro sistema 

jurídico, en donde podremos vislumbrar ya la problemática planteada en el tema de 

investigación abordado por el autor. 

La Ley Federal de Protección al Consumidor contiene en uno solo de sus 

artículos las formalidades que deben ser observadas por la Procuraduría Federal 

del Consumidor al instaurar el procedimiento sancionador en contra de los 

proveedores de productos, bienes o servicios: 

Artículo 123. Para determinar el incumplimiento de esta ley y en su caso para la imposición de 

las sanciones a que se refiere la misma, la procuraduría notificará al presunto infractor de los 

hechos motivo del procedimiento y le otorgará un término de diez días hábiles para que rinda 

pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso de no rendirlas, la 

procuraduría resolverá conforme a los elementos de convicción de que disponga.  

Cuando la procuraduría detecte violaciones a normas oficiales mexicanas e inicie el 

procedimiento a que se refiere este precepto en contra de un proveedor por la comercialización 

de bienes o productos que no cumplan con dichas normas, notificará también al fabricante, 

productor o importador de tales bienes o productos el inicio del procedimiento previsto en este 

artículo. La procuraduría determinará las sanciones que procedan una vez concluidos los 

procedimientos en cuestión. 

La procuraduría admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá a su desahogo. 

Asimismo podrá solicitar del presunto infractor o de terceros las pruebas que estime 

necesarias. Concluido el desahogo de las pruebas la procuraduría notificará al presunto 

infractor para que presente sus alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes. 

La procuraduría resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes. 
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 La norma jurídica transcrita anteriormente prevé cuatro etapas procesales 

para la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley: 

i) Una vez notificado al proveedor del inicio del procedimiento, se le otorgará 

el plazo de diez (10) días hábiles para que rinda pruebas y manifieste por 

escrito lo que a su derecho convenga. 

 

ii) La procuraduría admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá 

a su desahogo (no establece plazo). 

 

iii) Concluido el desahogo de pruebas, la procuraduría notificará al presunto 

infractor para que presente sus alegatos dentro del término de dos (2) 

días. 

 

iv) La procuraduría resolverá dentro de los 15 días hábiles siguientes. 

 

Si partimos de las cuatro etapas procesales antes descritas y que se encuentran 

inmersas en el artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor podemos 

apreciar que efectivamente se distinguen unas de otras y se encuentran bien 

delimitadas, sin embargo, no establece el término con que la autoridad 

administrativa cuenta para admitir los medios de prueba ofrecidos por el presunto 

infractor y mucho menos dispone el lapso cronológico en que dicha etapa debe 

sustanciarse. Ahora bien, si aplicamos el ejemplo utilizado en el presente capítulo 

con los sistemas jurídicos de los países de Venezuela, Guatemala y Argentina, en 

donde partimos del día 1º de enero de 2016, en los cuales su común denominador 

estriba en un periodo cronológico cierto para que la autoridad sustancie el 

procedimiento sancionador, nos encontramos con la siguiente eventualidad en 

nuestro sistema jurídico: 

Suponiendo que el inicio del procedimiento por infracciones a la ley es notificado 

por la Procuraduría Federal del Consumidor el 1º de enero de 2016 (contando sólo 
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como días inhábiles el sábado y domingo), este cuenta con el plazo de diez (10) 

días hábiles para ofrecer pruebas y emitir las manifestaciones que considere 

pertinentes para su defensa, teniendo como plazo máximo para pronunciarse al 

respecto hasta el día 15 de enero de 2016. 

Una vez hecho lo anterior, la autoridad debe pronunciarse respecto a la admisión 

de dichos medios probatorios y ordenar su desahogo dentro de un término que no 

se encuentra establecido. 

Posterior al desahogo de los medios probatorios admitidos y desahogados en 

los cuales la Ley Federal de Protección al Consumidor no prevé algún término 

preciso, la procuraduría se encuentra obligada a notificar y otorgar al presunto 

infractor de su derecho a ofrecer alegatos dentro de los dos días siguientes. 

Una vez fenecido el término para ofrecer alegatos, la procuraduría deberá emitir 

la resolución administrativa dentro de los quince (15) días hábiles siguientes. 

Es claro entonces que no podemos determinar como en los casos anteriores el 

periodo de tiempo en que debe sustanciarse el procedimiento por infracciones a la 

ley instaurado por la Procuraduría Federal del Consumidor, ya que no establece con 

claridad la cronología en que debe desarrollarse el mismo, situación que trasciende 

seriamente en los derechos de los proveedores en nuestro sistema jurídico, ya que 

en la práctica la conclusión de dicho procedimiento queda al libre arbitrio de la 

autoridad. 
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CAPITULO V 

 

 

5.1 DIFERENTES PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SUSTANCIADOS 
POR LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. 

 

 En virtud de que el objeto la Ley Federal de Protección al Consumidor es 

promover y proteger los derechos y cultura del consumidor, así como procurar la 

equidad, certeza y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y 

consumidores, establece mecanismos para lograr estos objetivos, otorgando a la 

Procuraduría Federal del Consumidor las atribuciones para realizar la sustanciación 

de tres (3) tipos de procedimiento: conciliatorio, arbitral y sancionador, mejor 

conocido como procedimiento por infracciones a la ley. 

 Estos procedimientos poseen características peculiares que los distinguen 

entre sí, en cuanto a las partes que intervienen, los plazos y términos para su 

sustanciación, ya que en el procedimiento conciliatorio como en el arbitral participa 

activamente la parte consumidora derivado de la denuncia o reclamación 

interpuesta, a diferencia del procedimiento por infracciones a la ley, el cual sólo 

puede ser iniciado de manera oficiosa por la Procuraduría Federal del Consumidor 

cuando detecte posibles violaciones a normas oficiales mexicanas o a las normas 

contenidas en la Ley Federal de Protección al Consumidor, o pretenda imponer una 

sanción. 

 La importancia del estudio de los procedimientos sustanciados por la 

Procuraduría Federal del Consumidor estriba en que durante su sustanciación estos 

puede derivar eventualmente en el inicio del procedimiento sancionador, en el cual 

como ya se mencionó anteriormente la parte consumidora no tiene intervención 

durante el desahogo de dicho procedimiento, y en caso de que la procuraduría emita 

una resolución administrativa que imponga una sanción económica al proveedor, 

ésta en nada le beneficia al consumidor.  
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5.1.1 PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO. 

Este procedimiento tiene como objetivo primordial encontrar una solución 

pacífica a la denuncia o reclamación planteada por los consumidores de productos, 

bienes o servicios mediante el desarrollo de una audiencia de conciliación que fijará 

la Procuraduría Federal del Consumidor y en la que notificará previamente a la parte 

proveedora para que emita un informe, un extracto y comparezca ante alguna de 

las delegaciones con las que cuenta dicha procuraduría, audiencia en la que 

interviene un conciliador adscrito a esta dependencia y el cual tendrá la obligación 

de proponer alternativas de solución a la controversia planteada. 

Este procedimiento únicamente podrá ser iniciado a petición de parte 

mediante la denuncia o reclamación interpuesta por la persona física o moral 

interesada, siempre y cuando cumpla con los requisitos enumerados por el artículo 

99 de la Ley Federal de Protección al Consumidor: 

I. Señalar nombre y domicilio del reclamante. 

II. Descripción del Bien o servicio que se reclama y relación sucinta de los hechos; 

III. Señalar nombre y domicilio del proveedor que se contenga en el comprobante o recibo 

que ampare la operación materia de la reclamación o, en su defecto, el que 

proporcione el reclamante; y 

IV. Señalar el lugar o forma en que solicita se desahogue su reclamación. 

Las reclamaciones de las personas físicas o morales a que se refiere la fracción primera del 

artículo 2 de esta ley, que adquieran, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios con 

objeto de integrarlos en procesos en procesos de producción, transformación, 

comercialización o prestación de servicios a terceros, serán procedentes siempre que el monto 

de la operación motivo de la reclamación no exceda de $300,000.00. 

 Una vez cumplidos dichos requisitos, la procuraduría deberá notificar 

previamente y de manera personal a la parte proveedora el inicio de dicho 

procedimiento, aunque la ley no lo establece expresamente, podemos deducir esta 

obligación en estricto cumplimiento a la garantía de audiencia previa consagrada 

por el artículo 14 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
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notificación que deberá indicarle al proveedor el día y la hora en que se llevará a 

cabo, cuando menos con cuatro (4) días de anticipación: 

Artículo 111. La procuraduría señalará día y hora para la celebración de una audiencia de 

conciliación en la que se procurará avenir los intereses de las partes, la cual deberá tener 

lugar, por lo menos cuatro días después de la fecha de notificación de la reclamación al 

proveedor. 

La conciliación podrá celebrarse vía telefónica o por otro medio idóneo, en cuyo caso la 

procuraduría o las partes podrán solicitar que se confirmen por escrito los compromisos 

adquiridos. 

El artículo transcrito anteriormente no precisa la obligación de la autoridad de 

dictar un acuerdo que radique la denuncia presentada por el consumidor, sin 

embargo, en la práctica la procuraduría si dicta un acuerdo de radicación, en el que 

ordena la notificación personal al proveedor y lo apercibe con la imposición de una 

sanción consistente en multa en caso de que no comparezca a dicha audiencia de 

conciliación, en términos del artículo 112 de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor: 

Artículo 112. En caso de que el proveedor no se presente a la audiencia o no rinda el informe 

relacionado con los hechos, se le impondrá medida de apremio y se citará a una segunda 

audiencia, en un plazo no mayor de diez días, en caso de no asistir a ésta se le impondrá una 

nueva medida de apremio y se tendrá por presuntamente cierto lo manifestado por el 

reclamante. 

 De la literalidad del artículo anteriormente citado se desprende que la ley le 

otorga facultades a la procuraduría para imponer una sanción en caso de la 

incomparecencia del proveedor a la audiencia de conciliación o cuando no se emita 

el informe requerido, supuesto en el cual nos encontramos ante la obligación de la 

procuraduría para iniciar el procedimiento por infracciones a la ley previsto por el 

artículo 123 primer párrafo de la Ley Federal de Protección al Consumidor: 

Artículo 123. Para determinar el incumplimiento de esta ley y en su caso para la imposición 
de sanciones a que se refiere la misma, la procuraduría notificará al presunto infractor de 
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los hechos motivo del procedimiento y le otorgará u  término de diez días hábiles para que 

rinda pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga… 

 El artículo de referencia es claro al respecto, y establece la obligación de la 

procuraduría de iniciar el procedimiento sancionador de manera previa a la 

imposición de sanciones, por lo que podemos apreciar que en el ejercicio de las 

facultades sancionadoras otorgadas a la Procuraduría Federal de Protección al 

Consumidor esta puede iniciar un procedimiento sancionador independiente del 

procedimiento conciliatorio, supuesto en el cual la parte consumidora no tendría 

intervención alguna y culmina con la imposición de una sanción administrativa por 

el incumplimiento del artículo 99 de dicho compendio normativo. 

 En el mismo sentido se ha pronunciado la Subprocuraduría de Servicios de 

la Procuraduría Federal del Consumidor: “Supuestos que dan origen al inicio del 

procedimiento por infracciones a la ley: en el procedimiento conciliatorio: 4.1.1 si 

durante el procedimiento conciliatorio nunca se presentó el proveedor (rebeldía).”64 

Una vez expuesto uno de los supuestos en los cuales puede iniciarse el 

procedimiento sancionador durante la sustanciación del procedimiento conciliatorio 

instaurado por la Procuraduría Federal del Consumidor continuaremos con la 

siguiente etapa de dicho procedimiento, prevista por el artículo 113 de la Ley 

Federal de Protección al Consumidor: 

 

Artículo 113. Previo reconocimiento de la personalidad y de la relación contractual entre las 

partes el conciliador expondrá a las partes un resumen de la reclamación y del informe 

presentado, señalando los elementos comunes y los puntos de controversia, y los exhortará 

para llegar a un arreglo. Sin prejuzgar sobre el conflicto planteado, les presentará una o varias 

opciones de solución, salvaguardando los derechos del consumidor… 

 

                                                           
64 Subprocuraduría de Servicios, Guía para Substanciar el Procedimiento por Infracciones a la Ley, 
México, 2006, p. 7. 
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Esto quiere decir que al momento de la celebración de la audiencia de 

conciliación el conciliador se encuentra obligado a proponer diversas opciones de 

solución a la controversia planteada en la denuncia o reclamación por parte del 

consumidor, en base al informe rendido por el proveedor, y en caso de no llegar a 

un acuerdo, el conciliador exhortará a las partes para que designen como árbitro a 

la Procuraduría Federal del Consumidor o a algún árbitro independiente para 

solucionar el conflicto. 

Puede darse el caso que en la audiencia de conciliación las partes acuerden 

voluntariamente celebrar un convenio para poner fin a la controversia planteada, 

mismo que deberá ser previamente aprobado por la procuraduría, y de ser así 

tendrá fuerza de cosa juzgada, atento a lo dispuesto por el artículo 110 de la Ley 

Federal de Protección al Consumidor: 

Artículo 110. Los convenios aprobados y laudos emitidos por la procuraduría tienen fuerza 

de cosa juzgada y traen aparejada ejecución, lo que podrá promoverse ante los tribunales 

competentes en la vía de apremio o en juicio ejecutivo, a elección del interesado. 

 En este punto podremos observar una nueva posibilidad de que se inicie el 

procedimiento por infracciones a la ley en caso de que el proveedor no cumpla con 

el convenio celebrado durante la audiencia de conciliación, la Subprocuraduría de 

Servicios de la Procuraduría Federal del Consumidor establece: “Supuestos que 

dan origen al inicio del procedimiento por infracciones a la ley: en el procedimiento 

conciliatorio…: 4.1.2 Por incumplimiento de un convenio celebrado en el 

procedimiento conciliatorio.”65 

 Este supuesto puede darse solamente cuando el conciliador analice el 

expediente para determinar si se presumen violaciones a la ley, en el que fundará y 

motivará su decisión para iniciar el procedimiento por infracciones a la ley. 

 Por lo que tenemos que en esta etapa del procedimiento conciliatorio no 

necesariamente debe iniciarse el procedimiento por infracciones a la ley de manera 

                                                           
65 Ídem.  
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automática, sino que la autoridad debe analizar previamente si existen presuntas 

violaciones a la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

 Otro de los supuestos en el que la Procuraduría Federal del Consumidor 

puede iniciar el procedimiento por infracciones a la ley se verifica cuando las partes 

no llegan a un acuerdo en la audiencia conciliatoria y previo estudio de las 

constancias la autoridad determina que se presumen violaciones a la Ley Federal 

de Protección al Consumidor, de igual forma, la Subprocuraduría de Servicios de la 

Procuraduría Federal del Consumidor establece: “Supuestos que dan origen al inicio 

del procedimiento por infracciones a la ley: en el procedimiento conciliatorio: cuando 

culmina el procedimiento conciliatorio sin arreglo entre las partes… el conciliador 

estudiará las constancias que integran el expediente y determinará si se presumen 

violaciones a la ley para efecto de iniciar o no el procedimiento por infracciones a la 

ley.”66 

 Esto quiere decir que independientemente de que durante la sustanciación 

del procedimiento conciliatorio se aperture el procedimiento sancionador, si las 

partes no logran conciliar sus intereses, la Procuraduría Federal del Consumidor a 

través del conciliador adscrito deberá dejar a salvo los derechos de ambas partes 

para que los hagan valer en la vía y forma que consideren pertinente, etapa en la 

cual concluye el procedimiento conciliatorio, atento a lo dispuesto por el artículo 116 

de la Ley Federal de Protección al Consumidor: 

Artículo 116… 

…En caso de no aceptarse el arbitraje se dejarán a salvo los derechos de las partes. 

 Debe destacarse entonces que en este procedimiento la Procuraduría 

Federal del Consumidor no se constituye como una autoridad coercitiva, ya que no 

cuenta con las atribuciones para constituirse como juzgador en la controversia 

planteada y poder así obligar al proveedor a cumplir con las pretensiones del 

                                                           
66 Ídem. 
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consumidor, sino que únicamente interviene como mediadora para procurar el 

conflicto planteado. 

 

5.1.2 PROCEDIMIENTO ARBITRAL. 

 Este procedimiento nace a partir de la interposición de la denuncia o 

reclamación por parte del consumidor, o en su defecto durante el procedimiento 

conciliatorio, ya que para su inicio se requiere del consentimiento expreso tanto del 

consumidor como del proveedor, en el cual las partes deciden someter la solución 

del conflicto planteado mediante la intervención de un árbitro designado de común 

acuerdo, el cual puede ser independiente de la Procuraduría Federal del 

Consumidor o elegir a esta para el dictado del laudo correspondiente. 

 La peculiaridad de este procedimiento radica en que las partes deben aceptar 

expresamente someterse a dicho procedimiento, además de designar el árbitro que 

emitirá el laudo correspondiente, pudiendo señalar uno independiente de la 

procuraduría, en el que las partes pueden optar por dos alternativas: sujetarse al 

procedimiento de arbitraje en amigable composición o el procedimiento de estricto 

derecho, y sea cual sea el laudo emitido las partes se comprometen a su 

cumplimiento so pena de ejecución forzosa, al respecto la Ley Federal de Protección 

al consumidor establece en sus artículos  117, 118, 119, 120, 121 y 122 lo siguiente: 

 Artículo 117. La procuraduría podrá actuar como árbitro entre consumidores y proveedores 

cuando los interesados así la designen y sin necesidad de reclamación o procedimiento 

conciliatorio previos, observando los principios de legalidad, equidad y de igualdad entre las 

partes. 

Cuando se trate de aquellas personas físicas o morales a que se refiere la fracción primera 

del artículo 2 de esta ley, que adquieren, almacenen, utilicen o consuman bienes o servicios 

con objeto de integrarlos en procesos de producción, transformación, comercialización o 

prestación de servicios a terceros, la procuraduría podrá fungir como árbitro siempre que el 

monto de lo reclamado no exceda de $300,000.00. 
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Artículo 118. La designación de árbitro se hará constar mediante acta ante la procuraduría, 

en la que se señalará claramente los puntos esenciales de la controversia y si el arbitraje es 

en estricto derecho o en amigable composición. 

Artículo 119. En la amigable composición se fijarán las cuestiones que deberán ser objeto del 

arbitraje y el árbitro tendrá la libertad para resolver en conciencia y buena fe guardada, sin 

sujeción a reglas legales, pero observando las formalidades esenciales del procedimiento. El 

árbitro tendrá la facultad de allegarse de todos los elementos que juzgue necesarios para 

resolver las cuestiones que se le hayan planteado. No habrá términos ni incidentes. 

Artículo 120. En el juicio arbitral de estricto derecho las partes formularán compromiso en las 

que fijarán las reglas del procedimiento, acordes con los principios de legalidad, equidad e 

igualdad entre las partes. En el caso de que las partes no las propongan o no se hayan puesto 

de acuerdo, el árbitro las establecerá. En todo caso se aplicará supletoriamente el Código de 

Comercio y a falta de disposición en dicho código, el ordenamiento procesal civil aplicable. 

Artículo 121. El laudo arbitral emitido por la procuraduría o por el árbitro designado por las 

partes deberá cumplimentarse o, en su caso, iniciar su cumplimentación dentro de los quince 

días siguientes a la fecha de su notificación, salvo pacto en contrario. 

Artículo 122. Las resoluciones que se dicten durante el procedimiento arbitral admitirán como 

único recurso el de revocación. Que deberá resolverse por el árbitro designado en un plazo 

no mayor de tres días. El laudo arbitral sólo estará sujeto a aclaración dentro de los dos días 

siguientes a la fecha de su notificación. 

 Resulta evidente que en el procedimiento de referencia las partes se someten 

voluntariamente a la tramitación del procedimiento arbitral, eventualmente puede 

darse el supuesto de que el proveedor omita comparecer a desahogar las etapas 

de dicho procedimiento, o incluso incumpla el laudo emitido, sin embargo, las 

normas que lo rigen disponen que esa omisión traerá como consecuencia el inicio 

del procedimiento por infracciones a la ley, en virtud de que éste se sujetó a su 

cumplimiento de manera expresa, al respecto La Subprocuraduría de Servicios de 

la Procuraduría Federal del Consumidor dispone: “Supuestos que dan origen al 

inicio del procedimiento por infracciones a la ley en el procedimiento arbitral: 4.2.1 

cuando culmina el procedimiento conciliatorio sin arreglo entre las partes, y 

aceptando someterse al arbitraje éste no se formaliza, ya sea porque el proveedor 
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no asiste a la audiencia, o bien, por cualquier otra causa. 4.2.2 por incumplimiento 

a una transacción celebrada, y 4.2.3 Por incumplimiento a un laudo arbitral.67” 

5.1.3 PROCEDIMIENTO POR INFRACCIONES A LA LEY. 

 En este procedimiento a diferencia del conciliatorio y arbitral, la parte 

consumidora no tiene intervención y la resolución que eventualmente llegue a 

dictarse no beneficia o perjudica a esta, ya que al tratarse de un procedimiento de 

tipo sancionador (Supra 2.4), la Procuraduría Federal del Consumidor actúa en 

ejercicio de su potestad sancionadora, “La substanciación del procedimiento se 

desarrolla ante la procuraduría y él o los proveedores, ya que el consumidor o 

denunciante no interviene, en razón de que el objetivo del procedimiento es analizar 

si el proveedor incurrió o no en infracción a la ley” (Subprocuraduría de Servicios de 

la Procuraduría Federal del Consumidor, 2006, p. 2). 

 Como ya se hizo mención anteriormente, este procedimiento necesariamente 

se inicia de oficio por la procuraduría cuando detecte posibles violaciones a la Ley 

Federal del Consumidor o a las normas oficiales mexicanas derivado de la facultad 

que la esta ley le otorga para practicar visitas de verificación a los proveedores de 

bienes, productos o servicios, y eventualmente puede iniciarse este procedimiento 

durante la sustanciación de los procedimientos conciliatorio y arbitral cuando la 

procuraduría detecte posibles violaciones a las normas cuyo cumplimiento le  

corresponde proteger a la procuraduría. 

 Podemos deducir entonces que el procedimiento por infracciones a la ley 

sustanciado por la Procuraduría Federal del Consumidor tiene como objetivo 

primordial que la procuraduría constate si existió alguna violación a la Ley Federal 

de Protección al Consumidor o a las normas oficiales mexicanas cuyo cumplimiento 

le corresponde garantizar y en caso de que así suceda, imponer las sanción 

correspondiente con la finalidad de inhibir la realización de prácticas que lesionan 

                                                           
67 Ídem. 
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los intereses de los consumidores, procurando el equilibrio en las relaciones de 

consumo. 

 Este procedimiento se encuentra previsto por el artículo 123 de la Ley Federal 

de Protección al Consumidor, el cual se establece: 

Artículo 123. Para determinar el incumplimiento de esta ley y en su caso para la imposición 

de las sanciones a que se refiere la misma, la procuraduría notificará al presunto infractor de 

los hechos motivo del procedimiento y le otorgará un término de diez días hábiles para que 

rinda pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga. En caso de no rendirlas, 

la procuraduría resolverá conforme a los elementos de convicción de que disponga.  

Cuando la procuraduría detecte violaciones a normas oficiales mexicanas e inicie el 

procedimiento a que se refiere este precepto en contra de un proveedor por la comercialización 

de bienes o productos que no cumplan con dichas normas, notificará también al fabricante, 

productor o importador de tales bienes o productos el inicio del procedimiento previsto en este 

artículo. La procuraduría determinará las sanciones que procedan una vez concluidos los 

procedimientos en cuestión. 

La procuraduría admitirá las pruebas que estime pertinentes y procederá a su desahogo. 

Asimismo podrá solicitar del presunto infractor o de terceros las pruebas que estime 

necesarias. Concluido el desahogo de las pruebas la procuraduría notificará al presunto 

infractor para que presente sus alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes. 

La procuraduría resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes. 

 

 Es oportuno puntualizar que la norma jurídica antes transcrita contiene el 

procedimiento que debe observar la Procuraduría Federal del Consumidor para 

constatar el cumplimiento de las normas tendientes a la protección de los derechos 

de los consumidores, pero podemos observar que no es precisa en cuanto a los 

términos y plazos que deben observarse a partir de que el proveedor es notificado 

del inicio del procedimiento por infracciones a la ley, es decir, existe ambigüedad en 

cuanto a la regulación del plazo con el que cuenta la procuraduría para pronunciarse 

respecto a las pruebas ofrecidas por el proveedor, tampoco establece un plazo 

específico para  que se desahoguen los medios de prueba ofrecidos por el presunto 
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infractor, estableciendo únicamente el plazo de dos (2) días para ofrecer alegatos, 

y quince (15) días para dictar la resolución administrativa que en derecho proceda. 

 A este respecto debe decirse que la procuraduría al momento de sujetar al 

posible infractor al procedimiento por infracciones a la ley se encuentra obligada a 

subsanar estas irregularidades durante la sustanciación de dicho procedimiento, 

aplicando supletoriamente la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, lo cual 

en la gran mayoría de los casos no es observado por la Procuraduría Federal del 

Consumidor, en los que maneja a su libre arbitrio los plazos para sustanciar dicho 

procedimiento, dada la laguna existente en este precepto de la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, la cual es aplicada de manera aislada y a conveniencia 

de la autoridad, tal y como se demostrará en los casos prácticos en los que el 

sustentante ha actuado activamente en defensa de los proveedores para proteger 

las formalidades esenciales del procedimiento sancionador y hacer que se respeten 

los términos y plazos para su sustanciación (Infra 6.1 y 6.2). 

 

5.2 APLICACIÓN SUPLETORIA DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO. 
 
 
 

El artículo 1º párrafo segundo y 2 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo establecen68 que los actos de autoridad emitidos por la Procuraduría 

Federal del Consumidor deberán apegarse a sus disposiciones, ya que ésta es un 

                                                           
68 Artículo 1… 
… El presente ordenamiento también se aplicará a los organismos descentralizados de la 
administración pública federal paraestatal respecto a sus actos de autoridad, a los servicios que el 
estado preste de manera exclusiva, y a los contratos que los particulares solo pueden celebrar con 
el mismo. 
Artículo 2. Esta ley, salvo por lo que toca al título tercero A se aplicará supletoriamente a las diversas 
leyes administrativas… 
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Organismo Descentralizado de la Administración Pública Federal en términos de lo 

establecido por el artículo 20 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.69  

De igual forma, en el artículo 124 de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor establece que para la sustanciación del procedimiento por infracciones 

a la ley deberá aplicarse de manera supletoria las disposiciones contenidas en la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo: 

Artículo 124. Para la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley a que se refiere 

el presente capítulo, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo.70 

A este respecto, la Subprocuraduría de Servicios estableció: 

Por tanto, se surte la supletoriedad en el orden indicado, es decir, se aplican en primer término, 

las disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor, de ser insuficientes, las de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y, por último, en su caso, el Código Federal 

de Procedimientos civiles.71 

Establecido lo anterior, detectamos que si bien es cierto el artículo 123 de la 

Ley Federal de Protección al Consumidor establece etapas procesales para el 

desahogo del procedimiento por infracciones a la ley, la misma no es precisa en 

cuanto a los plazos en que la procuraduría debe pronunciarse respecto a las 

pruebas ofrecidas por el presunto infractor, y mucho menos establece el plazo en 

que éstas deberán desahogarse, por lo que dada su ambigüedad y en estricto 

cumplimiento a la supletoriedad establecida por los artículo 1º párrafo segundo y 2 

de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, así como el artículo 124 de la 

Ley Federal de Protección al Consumidor, obligan a la procuraduría a la aplicación 

supletoria de disposiciones que subsanen la omisión del plazo para realizar 

pronunciamiento respecto de los medios de prueba ofrecidos por el proveedor al ser 

                                                           
69 Artículo 20. La Procuraduría Federal del Consumidor es un organismo descentralizado de servicio 
social con personalidad jurídica y patrimonio propio. Tiene funciones de autoridad administrativa y 
está encargada de promover y proteger los derechos e intereses del consumidor y procurar la 
equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. Su funcionamiento 
se regirá por lo dispuesto en esta ley, los reglamentos de ésta y su estatuto. 
70 Artículo adicionado mediante decreto publicado en el DOF el 4 de febrero de 2004. 
71 Subprocuraduría de Servicios de la Procuraduría Federal del Consumidor, op. cit., p.5. 
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notificado del inicio del procedimiento por infracciones a la ley, norma supletoria que 

se encuentra establecida por el artículo 32 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo: 

Artículo 32. Para efecto de las notificaciones, citaciones, emplazamientos, requerimientos, 

visitas e informes, a falta de términos o plazos establecidos en las leyes administrativas 
para la realización de trámites, aquéllos no excederán de diez días. El órgano 

administrativo deberá hacer del conocimiento del interesado dicho plazo. 

 Esto quiere decir, que dada la omisión de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor para establecer el plazo en que la procuraduría debe resolver sobre la 

admisión de los medios de prueba ofrecidos por el proveedor, debe sujetarse al 

plazo máximo de diez días a que alude la norma transcrita anteriormente, por lo que 

suponiendo que el plazo de diez días otorgado al presunto infractor para ofrecer 

pruebas feneciera el 1º de enero de 2016 y éste hiciera uso de dicho derecho ese 

mismo día, ofreciendo los medios probatorios que creyera convenientes (contando 

sólo como días inhábiles el sábado y domingo), la procuraduría se encuentra 

entonces obligada a pronunciarse respecto a su admisión o desechamiento, o en 

su caso tenerlos por no presentados, contando como plazo máximo hasta el 15 de 

enero de 2016, pero es claro que dicho pronunciamiento no surtirá sus efectos sino 

hasta que se haga del conocimiento del presunto infractor el acuerdo por medio del 

cual se admitan o desechen los medios de prueba ofrecidos a través de la 

notificación respectiva, resultando evidente que la Ley Federal de Protección al 

Consumidor tampoco establece el término para notificar sus determinaciones, por 

lo que tendríamos que aplicar de nueva cuenta la ley supletoria, misma que 

establece en su artículo 39: 

Artículo 39. Toda notificación deberá efectuarse en el plazo máximo de diez días, a partir de 

la emisión de la resolución o acto que se notifique… 

 Tenemos entonces que la Procuraduría Federal del Consumidor tendría 

como plazo máximo para notificar la admisión, desechamiento o la preclusión del 

proveedor para que ejercitara su derecho para ofrecer pruebas hasta el 29 de enero 

de 2016. 
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 En ese tenor, y toda vez que la Ley Federal de Protección al Consumidor no 

establece plazo alguno para el desahogo de los medios de prueba ofrecidos en su 

caso por el probable infractor, debemos aplicar supletoriamente de nueva cuenta lo 

estipulado por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que establece en su 

artículo 51: 

Artículo 51. El desahogo de las pruebas ofrecidas y admitidas se realizará dentro de un plazo 

no menor a tres ni mayor de quince días, contado a partir de su admisión. 

 Esto quiere decir que pueden darse dos escenarios: 

b) El primero lo podemos encontrar cuando el presunto infractor no ejercita 

su derecho a realizar manifestaciones y ofrecer pruebas dentro del 

término de diez días otorgado, supuesto en el cual la Procuraduría 

Federal del Consumidor puede dictar un proveído en el que haga constar 

esa circunstancia, y al no existir medios probatorios por desahogar, 

otorgue en el mismo acuerdo la apertura del periodo de alegatos, 

otorgando al presunto infractor el término de dos días que dispone dicha 

ley. 

 

En este caso, el sustentante considera que resulta innecesario que la 

Procuraduría Federal del Consumidor determine en el acuerdo de preclusión la 

apertura de un periodo probatorio no menor a tres ni mayor a quince días, toda vez 

que ante la inexistencia de algún medio de prueba que desahogar, dicha decisión 

alargaría de manera intrascendente el procedimiento por infracciones a la ley, desde 

luego que esta es una opinión propia del autor, ya que no se encuentra 

expresamente establecido como debe actuar la procuraduría en este caso, sin 

embargo, si puede establecerse que en nada le afectaría al posible infractor dicha 

determinación.  

 

De tal manera que si la Procuraduría Federal del Consumidor emite el 

acuerdo de preclusión para ofrecer pruebas y en el mismo otorga el plazo de dos 

días hábiles al presunto infractor para ofrecer alegatos (aplicando el ejemplo de que 
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el plazo para que el presunto infractor ofreciera pruebas feneciera el 1º de enero de 

2016), y si la procuraduría notificara este acuerdo diez días después de su dictado 

(15 de enero de 2016), el proveedor contaría entonces hasta el día 19 de enero de 

2016 para exponer los mismos, y una vez hecho lo anterior, la procuraduría cuenta 

con quince días hábiles para emitir la resolución que en derecho proceda, esto es, 

hasta el 09 de febrero para emitir la resolución administrativa correspondiente. 

 

b) En el segundo escenario, suponiendo que el presunto infractor ejercitara 

su derecho a ofrecer pruebas y argumentar lo que a su derecho 

conviniera, y lo hiciese precisamente el 1o de enero de 2016, siendo éste 

el último día para el ejercicio de ese derecho, atento a lo dispuesto por el 

artículo 32 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la 

procuraduría cuenta con diez días hábiles en términos del artículo 32 de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo para pronunciarse 

respecto a los medios de prueba ofrecidos, cuyo plazo fenecería 

precisamente el 15 de enero de 2016, teniendo la obligación de proveer 

respecto al periodo o plazo otorgado para su respectivo desahogo, el cual 

como ya se mencionó no puede ser menor a tres ni mayor a 15 días 

hábiles, por lo que suponiendo que la procuraduría determinara abrir el 

periodo a prueba utilizando este último plazo, la etapa probatoria fenecerá 

el 05 de febrero de 2016. Fecha a partir de la cual la Procuraduría Federal 

del Consumidor se encuentra obligada a otorgar al presunto infractor el 

término de dos días para exponer sus alegatos, y en términos del artículo 

39 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo la procuraduría 

cuenta con diez días para notificar dicho acuerdo al proveedor, es decir, 

hasta el 19 de febrero de 2016, por lo que el proveedor contaría hasta el 

23 de febrero de 2016 para exponer los alegatos en su caso. Fecha a 

partir de la cual, la Procuraduría Federal del Consumidor cuenta con 15 

días para emitir la resolución administrativa, esto es, hasta el 15 de marzo 

de 2016. 
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Esto quiere decir que en cualquiera de los dos supuestos planteados 

anteriormente, y los cuales han sido computados bajo la hipótesis de haberse 

iniciado el 1 de enero de 2016, sin tomar en cuenta los días inhábiles que hubiesen 

mediado por disposición de la ley además de los días sábado y domingo, el 

procedimiento por infracciones a la ley tendría una duración de aproximadamente 

dos meses y medio, siempre y cuando la Procuraduría Federal del Consumidor se 

sujete a las disposiciones supletorias de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo. 

La importancia de las normas supletorias contenidas en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, radica en que garantizan los términos y plazos a que 

debe sujetarse la Procuraduría Federal del Consumidor, dada la omisión existente 

en la Ley Federal de Protección al Consumidor de fijar términos y plazos precisos 

para la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley. 

En la práctica, dada la omisión existente en la Ley Federal de Protección al 

Consumidor nos encontramos con serios problemas para que las resoluciones 

administrativas dictadas por la Procuraduría Federal del Consumidor adquieran 

eficacia, ya que la mayoría de los juicios por medio de los cuales se impugnan sus 

resoluciones administrativas culminan con su nulidad, al no sujetarse estrictamente 

a la aplicación supletoria de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo durante 

la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley, y evidentemente 

vulneran las formalidades esenciales del procedimiento en perjuicio de los 

presuntos infractores. 
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5.3 LA FIGURA JURÍDICA DE LA CADUCIDAD Y SU CONFIGURACIÓN 
DENTRO DEL PROCEDIMIENTO POR INFRACCIONES A LA LEY INSTAURADO 
POR LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. 
 

 La caducidad es una de las formas extraordinarias en que pude terminar un 

procedimiento administrativo, al verificarse la inactividad procesal por quien tiene la 

obligación de impulsar el procedimiento o incumplir con los requisitos que la ley 

establece para que dicho procedimiento prevalezca, los doctrinarios definen a esta 

figura jurídica de la siguiente forma: 

A diferencia de la prescripción, esta forma de extinción se presenta en virtud de la falta de 

cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley o en el propio acto para que se genere o 

preserve un derecho. Es decir, la existencia del acto está sometida a la realización de ciertas 

acciones con el fin de generar el derecho o la obligación. En caso de no Hacerlo, se considera 

que el acto ha caducado.72 

 Humberto delgadillo se refiere a la caducidad como “El acto administrativo 

también puede extinguirse por caducidad, cuando su existencia está sujeta al 

cumplimiento de ciertas obligaciones a cargo de su destinatario y éste no cumple 

con ellas.”73 

 González Pérez y Vázquez Alfaro, aportan una definición más estructurada  

de la definición de caducidad en el procedimiento administrativo: 

Paralizado el procedimiento por causa imputable al demandante o recurrente durante un plazo 

mandado por la ley se produce la extinción del proceso, la caducidad de la instancia o 

“perención del proceso”. 

A diferencia de otros medios de terminación anormal del proceso, la caducidad o perención 

no es un acto, sino un hecho; la eficacia jurídico-procesal de la misma no tiene en cuenta la 

voluntad, sino un simple hecho: el transcurso del tiempo señalado por la ley. Se trata de un 

hecho jurídico procesal, en cuanto que su eficacia jurídica se despliega dentro del proceso.74 

                                                           
72 Béjar Rivera, Luis José, Curso de Derecho Administrativo, México, Oxford, 2007, p. 219 
73 Humberto Delgadillo, Luis Humberto op. cit. 252 
74 González Pérez, Jesús y Vázquez Alfaro, José Luis, Derecho Procesal Administrativo Federal, 
México, UNAM, 2007, p.282. 
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 Además identifican dos posiciones respecto de la caducidad: 

Subjetiva. 

Funda la caducidad en la presunción de que es intención de la parte abandonar el proceso. 

Ha sido la posición dominante en la doctrina tradicional, la que trascendió a las legislaciones 

procesales administrativas. 

Objetiva. 

Funda la caducidad en la necesidad de evitar una duración excesiva de los procesos y los 

peligros que para la seguridad jurídica encierra. Dado el carácter público del proceso, es más 

acertada esta posición que la anterior.75 

En este sentido, es oportuno hacer mención que la Ley Federal de Protección 

al Consumidor no contempla en ninguna de sus disposiciones la figura jurídica en 

estudio, sin embargo la Ley Federal de Procedimiento Administrativo si la contempla 

de manera expresa en su artículo 60, la cual determina: 

Artículo 60.- En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, cuando se produzca 

su paralización por causas imputables al mismo, la Administración Pública Federal le advertirá 

que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Expirado dicho plazo sin 

que el interesado requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, La 

Administración Pública Federal acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al 

interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederá el recurso previsto en la 

presente ley. 

La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones del particular, de la 

Administración Pública Federal, pero los procedimientos caducados no interrumpen ni 

suspenden el plazo de prescripción. 

Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados, y se 

procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo 

de 30 días contados a partir de la expiración del plazo para dictar la resolución. 

 Ahora bien, ya quedó expuesto que el procedimiento por infracciones a la ley 

es iniciado en estricto sentido de manera oficiosa por la Procuraduría Federal del 

                                                           
75 Ídem. 



84 
 

Consumidor (Supra 5.2.3), además de que la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo resulta aplicable supletoriamente a la Ley Federal de Protección al 

Consumidor (Supra 5.3). 

Resulta valido afirmar que la caducidad contemplada en la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, resulta aplicable a los distintos ordenamientos de la 
materia, aun cuando en estos últimos no se regule expresamente dicha institución 
(caducidad). Lo anterior, considerando que según se desprende de la exposición de 
motivos de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, con la expedición de la 
misma se buscó someter a dicho ordenamiento la validez y eficacia de los distintos 
actos y procedimientos administrativos, con la finalidad de crear un sistema 
uniforme que generara certeza jurídica en las relaciones entre la administración y 
los particulares. 
  

De esta forma, si la Ley Federal de Procedimiento Administrativo es aplicable 
a los distintos actos y procedimientos de la administración pública federal, y en dicho 
ordenamiento se prevé la caducidad respecto de procedimientos administrativos 
iniciados de oficio, entonces es incuestionable la aplicabilidad de dicha institución a 
las distintas materias administrativas, aun cuando no se prevea en las disposiciones 
especiales, tal como lo es el la Ley Federal de Protección al Consumidor. 
 

Estas afirmaciones encuentran sustento en la siguiente jurisprudencia: 
  

“CADUCIDAD. LA PREVISTA EN LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO OPERA RESPECTO DE LOS PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS EN 

LAS DIVERSAS LEYES DE LA MATERIA, AUN CUANDO ÉSTAS NO LA PREVEAN. 

  

De los artículos 1o. y 2o. de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, se advierte que 

las disposiciones de dicha ley son de orden e interés públicos, y se aplicarán supletoriamente 

a los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública federal, sin perjuicio 

de lo dispuesto en los tratados internacionales de los que México sea parte, con excepción 

de las materias que la propia ley señala. Asimismo, el numeral 60, último párrafo, de la misma 

legislación prevé que los procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducos y se 

procederá al archivo de las actuaciones a solicitud de parte interesada o de oficio, en el plazo 
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de treinta días contados a partir de la expiración del plazo para dictar resolución. Ahora bien, 

de la exposición de motivos de la iniciativa que dio lugar a la expedición de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, en su parte conducente se desprende la clara intención del 

legislador de someter a este ordenamiento, la eficacia y validez de los actos administrativos, 

a fin de crear un sistema uniforme que dé certeza y seguridad jurídica a las relaciones de la 

administración pública federal con los particulares. Por ende, si la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo establece que sus disposiciones serán aplicables a los actos de 

la administración pública federal, es inconcuso que se refiere a los procedimientos previstos 

en las diversas leyes administrativas aun cuando éstas no remitan a la ley en comentario o no 

prevean la figura de la caducidad, de tal suerte que si dentro del plazo de treinta días contados 

a partir de la expiración del término para dictar la correspondiente resolución, ésta no se emite, 

el procedimiento respectivo se entenderá caduco.76 

  

 (Énfasis añadido) 

  

Ahora bien, es de gran importancia hacer notar que la caducidad del 
procedimiento no se configura exclusivamente en relación con el plazo previsto para 
el dictado de la resolución definitiva. Esto es así, considerando que precisamente la 
razón de ser de dicha institución, consiste en que el particular no quede en estado 
de incertidumbre jurídica, al ser sujeto a un procedimiento en forma indefinida. 
  

Por ello, no puede considerarse que la caducidad del procedimiento sólo se 
configura en caso de que no se emita resolución definitiva dentro de los plazos 
aplicables, sino que también se configura en caso de que la autoridad administrativa 
incurra en inactividad, en cualquier etapa del procedimiento previa a la emisión de 
la resolución definitiva, estos  razonamientos se robustecen con la siguiente 
jurisprudencia: 

 

 CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INICIADOS DE OFICIO. 

FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO PARA QUE OPERE CUANDO SE APLICA 

                                                           
76 Tesis de Jurisprudencia emitida por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer circuito, Registro 177065, Tesis I.80.A. J/1, Novena Época, Materia Administrativa, publicada 
en el diario Oficial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Octubre de 2005, P. 2097 
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SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 60, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO A LOS PREVISTOS EN OTRAS LEGISLACIONES. 

  

El artículo 60, párrafo tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, señala que 

los procedimientos administrativos iniciados de oficio se entenderán caducados y se 

procederá al archivo de las actuaciones en el plazo de treinta días contados a partir de la 

expiración del plazo para dictar resolución; sin embargo, cuando dicho precepto es aplicable 

supletoriamente a los procedimientos previstos en otras legislaciones, tal imperativo no 

debe interpretarse literalmente, es decir, en el sentido de computar el plazo para que 

opere dicha figura a partir de que se cierra la instrucción y se turnan los autos para 

resolución, sino que debe atenderse a los plazos para la notificación de los actos 

procesales previos al dictado de ésta, señalados en la ley aplicable y, en su defecto, en la 

inicialmente mencionada, esto es, a partir de que son dados a conocer al particular los hechos 

que motivaron el procedimiento administrativo, pues de lo contrario se generaría inseguridad 

jurídica para el particular por no respetarse las formalidades esenciales del procedimiento, 

dejándose al libre arbitrio de la autoridad el dictado de la resolución definitiva.77 

 

(Énfasis añadido) 

  

  Esto quiere decir, que en estricto cumplimiento a las normas supletorias 
previstas por la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, las 
cuales fijan los términos y plazos para sustanciar el procedimiento por infracciones 
a la ley, la Procuraduría Federal del Consumidor cuenta con un término de treinta 
días hábiles para dictar la resolución administrativa, posteriores a los quince días 
que otorga el artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor en su 
parte in fine, para que no caduque el procedimiento por infracciones a la ley y 
consigo la facultad sancionadora de la procuraduría. 
 
 Si planteamos los ejemplos citados anteriormente en los cuales se 
plantearon dos hipótesis distintas, bajo las cuales el presunto infractor en el primero 
de los casos no ofrece medios de prueba, y suponiendo que su término de diez días 
                                                           
77 Tesis de Jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer circuito, Registro 164155, Tesis I.7o.A. J/55, Novena Época, Materia Administrativa, 
publicada en el diario Oficial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII, Agosto de 2010, P. 1925 
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para ejercitar ese derecho feneciera el 1º de enero de 2016 (contando como días 
inhábiles sólo sábados y domingos) tendríamos que el término para que el 
procedimiento sancionador no caducara, se tendría que sujetar a los siguientes 
plazos y términos: 
 

a) la Procuraduría Federal del Consumidor emite el acuerdo de preclusión para 
ofrecer pruebas y en el mismo otorga el plazo de dos días hábiles al presunto 
infractor para ofrecer alegatos (aplicando el ejemplo de que el plazo para 
que el presunto infractor ofreciera pruebas feneciera el 1º de enero de 2016), 
y si la procuraduría notificara este acuerdo diez días después de su dictado 
(15 de enero de 2016), el proveedor contaría entonces hasta el día 19 de 
enero de 2016 para exponer los mismos, y una vez hecho lo anterior, la 
procuraduría cuenta con quince días hábiles para emitir la resolución que en 
derecho proceda, esto es, hasta el 09 de febrero para emitir la resolución 
administrativa correspondiente. 
 

Pero, si consideramos además lo dispuesto por el artículo 60 de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo en el que le otorga a la 
procuraduría un plazo de gracia de treinta días para dictar la resolución 
administrativa, la procuraduría cuenta hasta el 22 de febrero de 2016 para 
dictar la resolución que en derecho proceda, pues si rebasa dicho término 
caducarán sus facultades sancionadoras. 

 
 En el segundo supuesto, tendríamos que el término para que el 
procedimiento sancionador no caducara, se tendría que sujetar a los siguientes 
plazos y términos: 

 
b) suponiendo que el presunto infractor ejercitara su derecho a ofrecer pruebas 

y argumentar lo que a su derecho conviniera, y lo hiciese precisamente el 1o 
de enero de 2016, siendo éste el último día para el ejercicio de ese derecho, 
atento a lo dispuesto por el artículo 32 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, la procuraduría cuenta con diez días hábiles en términos del 
artículo 32 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo para 
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pronunciarse respecto a los medios de prueba ofrecidos, cuyo plazo 
fenecería precisamente el 15 de enero de 2016, teniendo la obligación de 
proveer respecto al periodo o plazo otorgado para su respectivo desahogo, 
el cual como ya se mencionó no puede ser menor a tres ni mayor a 15 días 
hábiles, por lo que suponiendo que la procuraduría determinara abrir el 
periodo a prueba utilizando este último plazo, la etapa probatoria fenecerá el 
05 de febrero de 2016. Fecha a partir de la cual la Procuraduría Federal del 
Consumidor se encuentra obligada a otorgar al presunto infractor el término 
de dos días para exponer sus alegatos, y en términos del artículo 39 de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo la procuraduría cuenta con diez 
días para notificar dicho acuerdo al proveedor, es decir, hasta el 19 de 
febrero de 2016, por lo que el proveedor contaría hasta el 23 de febrero de 
2016 para exponer los alegatos en su caso. Fecha a partir de la cual, la 
Procuraduría Federal del Consumidor cuenta con 15 días para emitir la 
resolución administrativa, esto es, hasta el 15 de marzo de 2016. 

 
Pero, si consideramos además lo dispuesto por el artículo 60 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo en el que le otorga a la procuraduría 
un plazo de gracia de treinta días para dictar la resolución administrativa, la 
procuraduría cuenta hasta el 26 de abril de 2016 para dictar la resolución 
que en derecho proceda, pues si rebasa dicho término caducarán sus 
facultades sancionadoras. 
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CAPÍTULO VI 
 

Introducción. 
En el presente capítulo se abordará la problemática planteada, mediante la 

exposición de dos casos prácticos en los cuales el sustentante actuó durante los 

procedimientos por infracciones a la ley como representante legal del presunto 

infractor, la persona moral denominada Grase Service, S.A. de C.V., participando 

activamente en defensa de sus derechos e impugnando sus resoluciones 

administrativas ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa,  bajo el 

argumento toral de que la Procuraduría Federal del Consumidor no se sujetó a las 

formalidades esenciales del procedimiento, toda vez que omitió respetar los 

términos y plazos previstos por la Ley Federal de Protección al Consumidor y la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo de aplicación supletoria, y como 

consecuencia se configuró la caducidad del procedimiento por infracciones a la ley, 

y con ello sus facultades sancionadoras. 

 

 De las demandas contencioso administrativas interpuestas por el sustentante 

en contra de las resoluciones administrativas dictadas dentro de los expedientes 

PFC.CHI.C.1.001011/2014 y PFC.CHI.C.1.000700/2014, tocó conocer por razón de 

competencia a la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa; en el primero de los casos, el Magistrado Instructor adscrito a la 

Primera Ponencia determinó que efectivamente, al momento de que la Procuraduría 

Federal del Consumidor dictó la resolución administrativa ya se había configurado 

la caducidad del procedimiento y con ello se encontraba impedido para emitir la 

sentencia combatida, declarando mediante sentencia dictada el veintisiete de junio 

de dos mil dieciséis la nulidad lisa y llana de dicha sentencia, y al no haber sido 

impugnada causó ejecutoria. 

 

 El segundo de los casos fue resuelto mediante sentencia de uno de diciembre 

de dos mil dieciséis por el Magistrado Instructor adscrito a la Segunda Ponencia de 

la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

quien resolvió declarar la validez de la resolución impugnada, argumentando que si 



90 
 

bien es cierto durante el procedimiento por infracciones a la ley no se respetaron 

términos y plazos, la ley no establecía alguna sanción en caso de su inobservancia,  

y que la caducidad debe comenzar a contabilizarse a partir de que la Procuraduría 

Federal del Consumidor emite el acuerdo de cierre de procedimiento. 

  

  El lector podrá inferir sin necesidad de un estudio minucioso que la misma 

Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no 

cuenta con un criterio uniforme respecto del momento a partir del cual debe 

comenzar a computarse el término para la configuración de la caducidad del 

procedimiento sancionador, pues por un lado el Magistrado Instructor adscrito a la 

Primera Ponencia determinó que los plazos y términos para la configuración de la 

caducidad deben comenzar a contarse durante la sustanciación del procedimiento 

y en relación con la notificación de sus etapas; el criterio del Magistrado Instructor 

adscrito a la Segunda Ponencia indica que la configuración de la caducidad debe 

comenzar a contabilizarse a partir de que se emite el último acuerdo que tiene por 

concluida la instrucción. 

 

 Estos criterios discordantes son los que evidencian la necesidad de 

establecer términos y plazos concretos durante la sustanciación del procedimiento 

por infracciones a la ley, dado que la Ley Federal de Protección al Consumidor no 

es clara al respecto y hace necesario que las autoridades interpreten libremente sus 

consecuencias jurídicas. 

 

 A partir de que el lector analice los dos casos prácticos que se expondrán a 

continuación, podrá observar las consecuencias que conlleva el hecho de que la 

Ley Federal de Protección al Consumidor no establezca plazos y términos precisos 

para la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley, toda vez que por 

un lado obligan a que el proveedor acuda a los órganos de mayor jerarquía para 

que se revise la legalidad de los procedimientos en que interviene, y por otro, la 

Procuraduría Federal del Consumidor adquiere mayor carga de trabajo al verse 



91 
 

obligada a intervenir en juicios que como en los que se expondrán más adelante 

tardan más de dos años en resolverse. 

6.1 PROCEDIMIENTO POR INFRACCIONES A LA LEY 
PFC.CHI.C.1.001011/2014. 

 

Mediante visita de inspección practicada el 11 de noviembre de 2014 por la 

verificadora adscrita a la Procuraduría Federal del Consumidor Delegación Chiapas, 

se determinó que el proveedor Grease Service, S.A. de C.V. incurrió en diversas 

irregularidades al incumplir con las normas contenidas en la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, por lo que mediante notificación personal practicada el 

12 de noviembre de 2014, se dio inicio al procedimiento por infracciones a la ley y 

se otorgó al proveedor el término de diez días hábiles a que alude el artículo 123 de 

la Ley Federal de Protección, esto con la finalidad de que el proveedor realizara las 

manifestaciones que considerara pertinentes y ofreciera medios de prueba en 

ejercicio de su garantía a la audiencia previa, periodo que transcurrió del 13 de 

noviembre de 2014 al 27 de noviembre de 2014. 

Mediante acuerdo emitido por la Procuraduría Federal del Consumidor el 28 

de noviembre de 2014, se tuvo por precluido el derecho del proveedor para ejercitar 

su derecho a manifestarse y ofrecer pruebas, y en el mismo acuerdo se otorgó el 

plazo de dos días para que el proveedor ofreciera sus alegatos, dicho acuerdo fue 

notificado por estrados. 

El 03 de diciembre de 2014, la Procuraduría Federal del Consumidor emitió 

acuerdo por medio del cual tuvo por precluido el derecho del proveedor para ofrecer 

alegatos. 

En este punto es imprescindible destacar que en la etapa a que se hace 

referencia la Procuraduría Federal del Consumidor se apegó a las normas que rigen 

el procedimiento por infracciones a la ley previstas por la Ley Federal de Protección 

al Consumidor, así como las previstas por la Ley Federal de Procedimiento 
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Administrativo (de aplicación supletoria), tal y como se ejemplificó en el capítulo que 

antecede (supra 5.3). 

Sin embargo, como ha sido expuesto anteriormente, la Procuraduría Federal 

del Consumidor se encontraba obligada a dictar la resolución administrativa 

correspondiente dentro de los quince días siguientes al fenecimiento de la etapa de 

alegatos, por lo que si la Procuraduría Federal del Consumidor emitió el acuerdo 

por medio del cual se tuvo por precluido ese derecho precisamente el 03 de 

diciembre de 2014, contaba con quince días hábiles a partir de esta fecha para emitir 

la resolución administrativa, es decir, hasta el 24 de diciembre de 2014. Por lo que 

en términos de lo dispuesto por el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo, contaba además con treinta días (hábiles) para que no caducara el 

procedimiento administrativo, y con ello su facultad sancionadora, plazo que fenecía 

hasta el 09 de febrero de 2015. 

No obstante lo anterior, en el caso práctico que se expone, la Procuraduría 

Federal del Consumidor emitió su resolución administrativa hasta el 06 de febrero 

de 2015 (Anexo Uno), y no fue notificada sino hasta el 23 de febrero de 2015  
(Anexo Dos).78 

Ante la inconformidad del sustentante en el caso práctico que nos ocupa, 

interpuso demanda contencioso administrativa, la cual por razón de competencia y 

turno, tocó conocer al Magistrado Instructor adscrito a la Primera Ponencia de la 

Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la 

cual fue radicada bajo el expediente 3087/15-19-01-1-ST, en la cual, al momento de 

ampliar la misma solicitó: 

ii) Declaración de la facultad sancionadora de la autoridad demandada por no ajustarse a los 

plazos y términos establecidos por el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y 123, párrafo último de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

                                                           
78 La Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, determinó en la sentencia 
dictada el 27 de junio de 2016 que el momento en que surtió efectos la notificación de la resolución 
administrativa fue hasta el 27 de abril de 2016, Foja 19 del Anexo Ocho (Nota del autor).  
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Una vez declarada la ilegalidad de la notificación practicada el 23 de febrero de 2015, su 

señoría debe tomar en consideración que si la fecha de emplazamiento al procedimiento por 

infracciones a la ley se realizó el 12 de febrero de 2014 y la resolución administrativa 

combatida se notificó al demandante hasta el 27 de abril de 2016, se configuró entonces la 

facultad sancionadora de la autoridad demandada. 

Al momento de dictar sentencia, la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal 

de Justicia fiscal y Administrativa determinó lo siguiente: 

Considerando… 

…Cuarto.- En el escrito de ampliación de demanda, la parte actora alega esencialmente lo 

siguiente: 

 Que debe declararse la caducidad de la facultad sancionadora de la autoridad al no sujetarse 

a los plazos y términos establecidos por el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo y 123 último párrafo de la Lay Federal de Protección al Consumidor. 

Al formular su contestación a la ampliación de la demanda, la autoridad sostuvo la legalidad 

de la resolución impugnada señalando que no se ha actualizado la caducidad al haber sido 

notificada la resolución impugnada dentro de los plazos legales, ya que el término establecido 

en el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo transcurrió del 3 de 

diciembre de 2014 al 25 de febrero de 2015.79 

La Litis en el presente caso estriba en determinar si caducó o no el procedimiento 

administrativo del que deriva la resolución impugnada, atento a lo dispuesto por el artículo 60 

de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y si la emisión de ésta fuera del plazo 

señalado en los artículos 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y 74 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, genera su nulidad. 

A juicio de este juzgador, los argumentos en estudio resultan fundados, para decretar la 

nulidad de la resolución impugnada, conforme a los razonamientos siguientes: 

                                                           
79 Es preciso destacar, que la misma Procuraduría Federal del Consumidor aceptó expresamente al momento 
de contestar la ampliación de la demanda (aunque haya realizado el cálculo del plazo para la configuración de 
la caducidad incorrectamente), que la caducidad se verificó el 25 de febrero de 2015, cuando en realidad 
aconteció el 09 de febrero de 2015, según sentencia emitida por la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa el 27 de junio de 2016 (Anexo Tres, foja 18), Nota del autor. 
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…(fundamenta sus argumentos con la Ley Federal de Procedimiento Administrativo de 

aplicación supletoria y las jurisprudencias transcritas en el capítulo anterior)… 

…3.- Mediante resolución de 6 de febrero de 2015, se impuso la sanción impugnada, de la 

cual la hoy demandante tuvo conocimiento el día 27 de abril de 2016 pues así lo manifiesta y 

así se estableció en el considerando tercero del presente fallo. 

Así, tomando en cuenta que el 12 de noviembre de 2014, se emplazó a la actora al 

procedimiento administrativo, el plazo de diez días para ofrecer pruebas y manifestar lo que a 

su derecho conviniera se empezó a computar el día 13 de noviembre de 2014 y finalizó el día 

27 de noviembre de 2014. 

Luego, el día 28 de noviembre de 2014, la autoridad tuvo por precluido ese derecho y le otorgó 

el plazo de dos días hábiles para formular alegatos, mismo que transcurrió del 1 al 2 de 

diciembre de 2014 por ser día hábil siguiente a aquél en que feneció el plazo otorgado para 

que formulara alegatos, la autoridad debió declarar cerrada la instrucción y emitir el acuerdo 

de cierre respectivo. 

Posteriormente la procuraduría debió, dentro de los 15 días siguientes, dictar por escrito la 

resolución respectiva, plazo que debió iniciar el 4 de diciembre de 2104 y finalizar el 24 de 

diciembre de 2014, previo descuento de los sábados y domingos declarados como inhábiles, 

por disposición expresa del artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

En tanto que el término de 30 días para configurar la figura jurídica de la caducidad establecida 

en el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo antes citado, comenzaría 

a correr el 26 de diciembre de 2014 y concluiría el 9 de febrero de 2015, descontándose los 

días sábados y domingos, y días declarados como inhábiles de conformidad con lo previsto 

por el artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Ahora bien, la resolución impugnada fue emitida el 6 de febrero de 2015 y notificada 

ilegalmente el 23 de febrero de 2015, ante lo que se tuvo por conocedora de la misma a la 

parte actora con fecha 27 de abril de 2016, por lo que es evidente que en la última fecha 

indicada, ya habían caducado las facultades sancionadoras de la demandada y, por lo tanto, 

se encontraba impedida para emitir la sanción impugnada, de ahí que los conceptos de 

impugnación sujetos a estudio sean fundados, y por ende infundados los argumentos de 

defensa de la demandada. 

En consecuencia, son ineficaces los argumentos de la autoridad, pues el cómputo para la 

determinación de la caducidad no queda sujeto al momento en que la autoridad desee efectuar 

cada etapa procesal, pues el numeral 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
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no debe interpretarse literalmente, es decir, en el sentido de computar el plazo para que opere 

dicha figura a partir de que se cierra la instrucción y se turnan los autos para resolución, sino 

que debe atenderse a los plazos para la notificación de los actos procesales previos al dictado 

de ésta, señalados en la ley aplicable, pues de lo contrario se generaría inseguridad jurídica 

para el particular por no respetarse las formalidades esenciales del procedimiento, dejándose 

al libre arbitrio de la autoridad el dictado de la resolución definitiva… 

…Admitir lo contrario, implicaría dejar al arbitrio y voluntad de la autoridad determinar el 

momento en que nacen a la vida jurídica sus resoluciones, pues al ser ella misma quien 

establece la fecha de su emisión, esto le permitiría en un momento dado manejar libremente 

y a su entera conveniencia esa fecha, contraviniendo con ello las garantías de legalidad y 

seguridad jurídica contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos…. 

…Por lo expuesto y fundado, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 8 y 9 aplicados a 

contrario sensu, 50 y 51, fracción IV y 52, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo se resuelve: 

I.- Ha sido infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la autoridad 

demandada. 

II.- NO SE SOBRESEE en el presente juicio, por los motivos y fundamentos indicados en el 

considerando tercero del presente fallo. 

III.- Ha sido procedente el presente juicio promovido por GREASE SERVICE, S.A DE C.V. 

IV.- La parte actora probó los extremos de su pretensión. 

V.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada, por los 
motivos y fundamentos dados en el Considerando último del presente fallo 

VI.- NOTIFÍQUESE…80 

 Una vez expuesto este ejemplo práctico, nos encontramos en la posibilidad 

de discernir las consecuencias que conlleva el hecho de que la Procuraduría 

Federal del Consumidor no se sujete a los plazos y términos que establece la Ley 

                                                           
80 Sentencia dictada el 27 de junio de 2016 por la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa (Anexo Tres), dentro de los autos que integran el juicio contencioso administrativo 3087/15-
19-01-1-ST, pp. 10-26 
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Federal de Procedimiento Administrativo al sustanciar el procedimiento por 

infracciones a la ley, lo que provoca que un simple procedimiento administrativo que 

podría solucionarse en dos meses se resuelva dos años después de su inicio, lo 

cual se lograría siempre y cuando se respeten los plazos y términos previamente 

establecidos; esto en la práctica no acontece, tal y como ha quedado demostrado 

en la exposición de la presente controversia, ya que en casos prácticos la 

Procuraduría Federal del Consumidor no aplica supletoriamente  la Lay Federal de 

Procedimiento Administrativo al momento de sustanciar el procedimiento por 

infracciones a la ley, ya que sustenta sus determinaciones en el contenido de la Ley 

Federal de Protección al Consumidor, la cual no es precisa en cuanto a los términos 

y plazos que deben observarse para la sustanciación del procedimiento por 

infracciones a la ley. 

 

6.2. PROCEDIMIENTO POR INFRACCIONES A LA LEY 
PFC.CHI.C.1.000700/2014.  

Mediante notificación personal practicada al presunto infractor Grease Service, S.A 

de C.V., por parte del personal adscrito a la Procuraduría Federal del Consumidor, 

el 11 de diciembre de 2014 se notificó el inicio del procedimiento por infracciones a 

la ley, otorgándole el plazo de diez días para ofrecer pruebas y realizar las 

manifestaciones que considerara pertinentes, plazo que atendiendo a los artículos 

28 y 38 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, comenzó a correr a partir 

del 12 de diciembre de 2014 y feneció el 13 de enero de 2015, mediando como días 

inhábiles del 22 de diciembre de 2014 al 06 de enero de 2015. 

Una vez fenecido el plazo anterior y atendiendo al contenido del tercer párrafo 

del artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y al artículo 39 de la 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la autoridad contaba con diez días 

hábiles contados a partir del 14 de enero de 2015, para notificar el auto que diera a 

conocer al proveedor que contaba con dos días para ofrecer alegatos, por lo que 

este plazo concluyó el 28 de enero de 2015, ya que como se ha hecho mención 
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anteriormente, este plazo es el que otorga la ley como máximo a la Procuraduría 

Federal del Consumidor para notificar sus actos dentro del procedimiento 

sancionador. 

En estos términos, y suponiendo que la procuraduría se haya esperado hasta 

el último día para notificar el auto en el cual se le otorgaba oportunidad al presunto 

infractor para ofrecer sus alegatos, esto es, hasta el 28 de enero de 2015, la 

notificación surtiría sus efectos el mismo 28 de enero de 2015, atento a lo dispuesto 

por el artículo 38 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y este plazo 

de dos días correrían del 29 de enero al 30 de enero de 2015, cerrándose así la 

instrucción del procedimiento para ceder su lugar al dictado de la resolución 

administrativa. 

En este orden de ideas, la procuraduría contaba con un plazo de quince días 

hábiles siguientes para dictar su resolución, en términos del último párrafo del 

artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, transcurriendo dicho 

plazo del 31 de enero de 2015 al 21 de febrero del mismo año, mediando como día 

inhábil el 02 de febrero de 2015.  

En estas circunstancias, y atendiendo a lo establecido por el artículo 60 

párrafo tercero de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la Procuraduría 

Federal del Consumidor contaba con 30 días hábiles más para dictar la resolución 

administrativa, el cual transcurrió del 24 de febrero de 2015 al 08 de abril de 2015, 

mediando como día inhábil el 16 de marzo de 2015. 

Los términos y plazos contabilizados en los párrafos que anteceden fueron 

computados en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 123 de la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, 32, 38, 39, 51 y 60 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo de aplicación supletoria, por lo que a continuación se expondrán los 

términos y plazos a los cuales se sujetó la Procuraduría Federal del Consumidor 

para sustanciar el procedimiento por infracciones a la ley dentro de los autos que 

integran el expediente administrativo PFC.CHI.C.1.000700/2014. 
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1.- Mediante audiencia de conciliación celebrada el 11 de diciembre de 2014 

se acordó sujetar al presunto infractor al procedimiento por infracciones a la ley. 

2.- A través de notificación practicada el 08 de enero de 2015, la Procuraduría 

Federal del Consumidor notificó personalmente al proveedor del inicio del 

procedimiento por infracciones a la ley. 

3.- Por acuerdo dictado el 23 de abril de 2015, se tuvo por precluido el 

derecho del presunto infractor para ofrecer pruebas y realizar manifestaciones. 

4.- El 18 de agosto de 2015, se emitió acuerdo por medio del cual se otorgó 

el término de dos días al proveedor para que rindiera sus alegatos, notificación que 

fue realizada mediante estrados ese mismo día. 

5.- Mediante acuerdo dictado el 21 de agosto de 2015, se tuvo por precluido 

el derecho del presunto infractor para ofrecer sus alegatos. 

6.- La resolución administrativa que puso fin al procedimiento por infracciones 

a la ley fue dictada hasta el 25 de agosto de 2015 y fue notificada el 06 de octubre 

de 2015 (Anexo Cuatro). 

Ante la inconformidad del sustentante, interpuso demanda contencioso 

administrativa, la cual por razón de competencia y turno, tocó conocer al Magistrado 

Instructor adscrito a la Segunda Ponencia de la Sala Regional Chiapas del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la cual fue radicada bajo el expediente 

3097/15-19-01-5-ST, en la cual, tanto en el escrito de demanda, así como al 

momento de ampliar la misma argumentó en esencia lo siguiente:  

a) Que la resolución impugnada emitida el 25 de agosto de 2015 violó en 

perjuicio de la actora lo dispuesto por el artículo 60, tercer párrafo, de la 

ley Federal de Procedimiento Administrativo, en relación con el artículo 3, 

fracción VII del citado ordenamiento, ya que se consumó la caducidad de 

la facultad de dictar la resolución en el procedimiento, con lo cual se hace 
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evidente que la demandada no se sujetó a las formalidades esenciales 

del procedimiento. 

b) Que si la resolución que se dicte en el procedimiento administrativo o acto 

que deba ser notificado adquieren existencia a partir del momento en que 

le son dados a conocer al particular y la notificación respectiva debe 

practicarse dentro de los diez días siguientes al en que sean dictados de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 39 de la ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, la fecha cierta de realización de dichos 

actos será precisamente la de su notificación, por lo que si se llega a 

practicar ésta fuera de ese término, debe considerarse ilegal al no 

respetarse las formalidades esenciales del procedimiento, y en 

consecuencia, el plazo para la caducidad no será interrumpido. 

c) Que la autoridad no tomó en cuenta los plazos establecidos en la ley, ya 

que los mismos deben empezar a computarse a partir del momento en 

que le son dados a conocer al particular los hechos que motivan el inicio 

del procedimiento por infracciones a la ley y la notificación de la misma, 

situación que en el presente nunca ocurrió. 

d) Que si el último párrafo del artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo dispone que cuando se trate de procedimientos iniciados 

de oficio se entenderán caducados en el plazo de treinta días contados a 

partir de la expiración del plazo para dictar resolución, siendo que esto 

último ocurrió el 21 de febrero de 2015, el plazo para que se entiendan 

caducadas las facultades para que la autoridad emitiera su resolución, 

transcurrió del 24 de febrero de 2015 al 08 de abril de 2015, mediando 

como día inhábil el 16 de marzo del mismo año; por tanto, si ésta se dictó 

hasta el 25 de agosto de 2015 y se notificó hasta el 06 de octubre de 2015 

se concluye que la resolución que resolvió el expediente PFC.CHI.B.3-

000700/2014 es ilegal al no haberse acatado las formalidades del 

procedimiento. 

e) Que aceptar los argumentos de la demandada en el sentido de que la 

figura jurídica de la caducidad comienza a contarse a partir de que fenece 
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el periodo para ofrecer alegatos, haría nugatorio la finalidad de la 

caducidad y otorgaría la facultad de la autoridad a sujetar a los 

gobernados a procedimientos indefinidos y arbitrarios, toda vez que bien 

pudo no sólo tardarse siete meses para sustanciar la instrucción, sino que 

pudo haberlo hecho en uno o dos años. 

  

 Es preciso resaltar, que el procedimiento por infracciones que se expone, 

sustanciado por la Procuraduría Federal del Consumidor dentro de los autos que 

integran el expediente administrativo PFC.CHI.C.1.000700/2014, se hizo valer 

como uno de los conceptos de impugnación que la Procuraduría Federal del 

Consumidor notificó la resolución administrativa el 06 de octubre de 2015, cuando 

habían transcurrido ya 10 meses desde la notificación del inicio del procedimiento 

por infracciones a la ley. 

 Resulta trascendente abordar también las manifestaciones que realizó la 

Procuraduría Federal del Consumidor al contestar la demanda, en la que afirmó de 

manera expresa que no se encontraba obligada a respetar término o plazo alguno 

para la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley en estudio, dada la 

inexistencia de alguna norma contenida en la Ley Federal de Protección al 

Consumidor que la obligara a sujetarse a plazos y términos previamente 

establecidos, y que la figura jurídica de la caducidad necesariamente debe 

comenzar a computarse a partir de que se dicta el acuerdo que tiene por precluido 

el derecho del presunto infractor a ofrecer sus alegatos; manifestaciones que para 

su pronta referencia se transcriben a continuación: 

…Una vez que la autoridad mutuo propio lo inicie, notificará o emplazará al presunto infractor 

de los hechos motivo del procedimiento y le otorgará un término de diez días hábiles para que 

rinda pruebas o manifieste por escrito lo que a su derecho convenga, que podrá o no rendirlas 

y para ese caso se resolverá conforme a los elementos de convicción de que disponga esta 

procuraduría en términos del primer párrafo del artículo 123 de la ley de la materia. Se 

admitirán las pruebas que estime pertinentes y se procederá a su desahogo, el cual no tiene 
un plazo establecido. Asimismo podrá solicitar del presunto infractor o de terceros las demás 
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pruebas que estime necesarias. Una vez concluido el desahogo de las pruebas, notificará al 

presunto infractor para que presente sus alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes, y 

resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes respecto de que si el proveedor infringió 

o no la ley, esto de conformidad con los siguientes párrafos del artículo 123 de la Ley Federal 

de Protección al Consumidor81… 

…En esa tesitura se tiene que los plazos para emitir y notificar la resolución administrativa se 

contarán a partir de que precluya el derecho para presentar alegatos, siendo que el plazo de 

los quince días que señala el artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor 

podrá contarse a partir de que se haya emitido y notificado el acuerdo para emitir alegatos, ya 

que es hasta ese entonces cuando empezará a correr el término para la emisión de la 

resolución respectiva, luego entonces es evidente que el concepto de impugnación hecho 

valer por la actora, es infundado, porque de conformidad con el artículo 60 de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo, el plazo de caducidad correrá a partir de la expiración del 

lapso que por ley, cuente la autoridad administrativa, es decir, a partir de que precluya el 

derecho para presentar alegatos…82 

(Énfasis añadido) 

 No se debe dejar pasar desapercibido la problemática que suscita el hecho 

de que la Ley Federal de Protección al Consumidor sea omisa en cuanto a los 

términos y plazos precisos para la sustanciación del procedimiento por infracciones 

a la ley, toda vez que como se ha expuesto en este caso práctico la Procuraduría 

Federal del Consumidor dictó la resolución administrativa en el momento que 

consideró oportuno y sin aplicar las normas supletorias, manifestando 

expresamente que no existe un plazo establecido para el desahogo de las pruebas, 

lo cual resulta erróneo, atento a lo dispuesto por el artículo 51 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo (Supra 5.2). 

 Mediante sentencia dictada el uno de diciembre de dos mil dieciséis, dentro 

de los autos que integran el juicio contencioso administrativo 3097/15-19-01-5-ST, 

emitida por el Magistrado Instructor adscrito a la Segunda Ponencia de la Sala 

Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, convalidó 

                                                           
81 Foja 13 del escrito de contestación de demanda emitida por la Procuraduría Federal del Consumidor dentro 
de los autos que integran el juicio contencioso administrativo federal J.N. 3097/15-19-01-ST.  
82 Ibídem, Foja 14. 
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los argumentos de la Procuraduría Federal del Consumidor en el sentido de que no 

existe un término expresamente establecido para el desahogo de los medios de 

prueba y que el cómputo para la configuración de la figura de caducidad deberá 

comenzar a correr a partir de que se tenga por precluido el derecho del proveedor 

a ofrecer alegatos, sus argumentos principales fueron los siguientes: 

…Del concatenado estudio de los preceptos antes transcritos se advierte que tratándose de 

procedimientos iniciados de oficio se entenderán caducados en el plazo de treinta días 

contados a partir de la expiración del plazo para dictar resolución, que al caso en concreto y 

por disposición del último párrafo del artículo 123 de la Ley Federal de Protección al 

Consumidor será dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que se hayan 

desahogado la totalidad de las pruebas ofrecidas por el presunto infractor. 

En esa tesitura se tiene que el plazo que deberá transcurrir para que un procedimiento iniciado 

por la Procuraduría Federal del Consumidor, se contará a partir de los quince días hábiles 
siguientes a aquél en que se hayan desahogado la totalidad de las pruebas ofrecidas 
por el patrón, esto es, a partir de la emisión del acuerdo de cierre de procedimiento. 

Así las cosas, y tomando en cuenta que en fecha 21 de agosto de 2015 el Jefe de 

Departamento de Servicios de la Delegación Chiapas de la Procuraduría Federal del 

Consumidor emitió acuerdo mediante el cual declaró precluido el plazo que le fue otorgado a 

la persona moral GREASE SERVICE, S.A DE C.V. y ordenó emitir la resolución definitiva en 

el expediente PFC.CHI.B.3/000700-2014 de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123 

de la Ley Federal de Protección al Consumidor, la referida autoridad contaba con un plazo 
de 15 días hábiles a partir de la emisión de dicho acuerdo para resolver en definitiva el 
aludido procedimiento. 

Por lo que, toda vez que la resolución que concluyó el referido procedimiento fue emitida por 

la autoridad enjuiciada el 25 de agosto de 2015, es inconcuso que al caso concreto no se 

actualiza la caducidad de la que la enjuiciante se duele, de ahí lo infundado del argumento 

que obra resumido en el inciso a). 

En esas circunstancias, es incuestionable que la autoridad al emitir la resolución de trato no 

se excedió del plazo de quince días y, con menos razón, del diverso plazo de treinta días que 

prevé el artículo 60, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, para 

que opere la caducidad, contra lo asumido por la actora. 
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Así las cosas, deviene infundado lo sostenido por la demandante en el apartado e), puesto 

que contra su apreciación, no puede estimarse que el plazo para que opere la caducidad 

empieza a contarse antes de que se actualice lo establecido en el último párrafo del artículo 

60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, por más de que la citada 
procuraduría no emita los actos del procedimiento en cuestión de forma consecutiva, 

ya que la hoy actora pierde de vista que las normas que reglan tal procedimiento 
carecen de sanción en caso de su incumplimiento y ante ello, debe realizarse una 
interpretación de la caducidad en forma limitada, considerando que la caducidad en los 
procedimientos como el caso en cuestión, comienza a contarse a partir de que fenece 
el periodo para ofrecer alegatos…83 

(Énfasis añadido) 

...I. Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento invocada por la 

autoridad demandada, en consecuencia; 

II. NO SE SOBRESEE el presente juicio, por los motivos y fundamentos señalados en el punto 

considerativo Tercero de esta sentencia. 

III. Ha sido procedente el juicio promovido por la parte actora 

IV. La parte actora no probó los extremos de su pretensión, en consecuencia; 

V. SE RECONOCE LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA descrita en el 

resultando 1º de esta sentencia, por los fundamentos y motivos precisados en el cuerpo del 

presente fallo. 

VI. Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.84 

 Una vez expuestos los casos prácticos que anteceden, resulta posible 

constatar que la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa no es uniforme en cuanto a los términos y plazos a que debe 

sujetarse la Procuraduría Federal del Consumidor al momento de sustanciar el 

procedimiento por infracciones a la ley, y esto solo por citar algunos ejemplos, sin 

embargo, podemos distinguir que en el segundo de los ejemplos, el Magistrado 

                                                           
83 Sentencia emitida el uno de diciembre de dos mil dieciséis por el Magistrado Instructor adscrito a la Segunda 
Ponencia de la Sala Regional Chiapas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa dentro de los autos 
que integran el expediente 3097/15-19-01-5.ST, pp. 36 y 37 (Anexo Cinco). 
84 Ibídem, p. 42 
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Instructor adscrito a la Segunda Ponencia de la Sala Regional Chiapas emite un 

criterio contrario a lo afirmado por el sustentante en el tema de investigación 

abordado, sino que resuelve en sentido contrario al criterio emitido por su homólogo 

adscrito a la Primera Ponencia de la misma Sala Regional Chiapas, así como al 

criterio sustentado en la jurisprudencia I.7o.A. J/55, emitida por el Séptimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, la cual, aunque ya fue 

expuesta anteriormente (Supra 5.3), se inserta a continuación para su pronta 

referencia: 

CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INICIADOS DE OFICIO. 

FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO PARA QUE OPERE CUANDO SE APLICA 

SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 60, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO A LOS PREVISTOS EN OTRAS LEGISLACIONES. 

  

El artículo 60, párrafo tercero, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, señala que 

los procedimientos administrativos iniciados de oficio se entenderán caducados y se 

procederá al archivo de las actuaciones en el plazo de treinta días contados a partir de la 

expiración del plazo para dictar resolución; sin embargo, cuando dicho precepto es aplicable 

supletoriamente a los procedimientos previstos en otras legislaciones, tal imperativo no 

debe interpretarse literalmente, es decir, en el sentido de computar el plazo para que 

opere dicha figura a partir de que se cierra la instrucción y se turnan los autos para 

resolución, sino que debe atenderse a los plazos para la notificación de los actos 

procesales previos al dictado de ésta, señalados en la ley aplicable y, en su defecto, en la 

inicialmente mencionada, esto es, a partir de que son dados a conocer al particular los hechos 

que motivaron el procedimiento administrativo, pues de lo contrario se generaría inseguridad 

jurídica para el particular por no respetarse las formalidades esenciales del procedimiento, 

dejándose al libre arbitrio de la autoridad el dictado de la resolución definitiva.85 

 
(Énfasis añadido) 

                                                           
85 Tesis de Jurisprudencia emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer circuito, Registro 164155, Tesis I.7o.A. J/55, Novena Época, Materia Administrativa, 
publicada en el diario Oficial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII, Agosto de 2010, P. 1925 
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 En ese orden de ideas, el sustentante considera motivadamente que nos 

encontramos ante una problemática actual que trasciende en perjuicio de la esfera 

jurídica de los posibles infractores al ser sujetados a un procedimiento sancionador 

que se encuentra sustentado en una norma ambigua en cuanto a los términos y 

plazos en los que debe sustanciarse, lo que trae como consecuencia que 

necesariamente debe ser interpretada por las autoridades de manera sistemática 

con las normas de aplicación supletoria contenidas en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo y que a futuro conlleva la necesidad de acudir a las 

instancias de mayor jerarquía a dirimir una controversia que sería evitable ante la 

existencia de una norma que sea clara en cuanto a los términos y plazos para 

sustanciar el procedimiento por infracciones a la ley que garantice las formalidades 

esenciales del procedimiento; la propuesta para solucionar la problemática que 

representa el hecho de que existan diversos criterios para interpretar el contenido 

del artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, dada la ambigüedad 

de su contenido en cuanto a los términos y plazos para sustanciar el procedimiento 

sancionador es el siguiente: 

  

6.3 PROPUESTA PARA GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO A LAS GARANTÍAS 
DE AUDIENCIA PREVIA Y DEBIDO PROCESO AL SUSTANCIAR EL 
PROCEDIMIENTO POR INFRACCIONES A LA LEY. 
 

 La solución que el sustentante propone para garantizar los términos y plazos 

durante la sustanciación del procedimiento por infracciones a la ley instaurado por 

la Procuraduría Federal del Consumidor, que otorgue  validez a los actos 

administrativos emitidos por la procuraduría durante el procedimiento, y que 

garanticen la audiencia previa y debido proceso a favor de los proveedores, es la 

reforma al artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, el cual debe 

establecer las siguientes formalidades: 
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Artículo 123. Para determinar el incumplimiento de esta ley y en su caso para la 

imposición de las sanciones a que se refiere la misma, la procuraduría se sujetará 

a las siguientes disposiciones: 

I. Notificará al presunto infractor de los hechos motivo del procedimiento y 

le otorgará un término de diez días hábiles para que rinda pruebas y 

manifieste por escrito lo que a su derecho convenga.  

Cuando la procuraduría detecte violaciones a normas oficiales 

mexicanas e inicie el procedimiento a que se refiere este precepto en 

contra de un proveedor por la comercialización de bienes o productos 

que no cumplan con dichas normas, notificará también al fabricante, 

productor o importador de tales bienes o productos el inicio del 

procedimiento previsto en este artículo. La procuraduría determinará las 

sanciones que procedan una vez concluidos los procedimientos en 

cuestión. 

II. Una vez fenecido dicho término, la procuraduría emitirá un acuerdo dentro 

de los tres días siguientes y admitirá las pruebas que estime pertinentes, 

procediendo a su desahogo en un periodo no menor a tres ni mayor a 

quince días hábiles. Asimismo podrá solicitar del presunto infractor o de 

terceros las pruebas que estime necesarias.  

 

En caso de que el presunto infractor no ofrezca pruebas o las admitidas 

sean de las que por sus características se desahoguen por su propia y 

especial naturaleza, se emitirá el acuerdo correspondiente dentro del 

término establecido en el párrafo que antecede, y se hará constar dicha 

circunstancia, otorgando al proveedor el término de dos días para ofrecer 

alegatos. 

 

III. Si las pruebas admitidas ameritan ulterior desahogo, se fijará el plazo a 

que se refiere la fracción II del presente artículo y será señalada la fecha 

para el cierre de instrucción, otorgándole al presunto infractor en el mismo 
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acuerdo el término de dos días posteriores a dicho cierre para que ofrezca 

sus alegatos. 

 

 Concluido el cierre de instrucción y ofrecidos o no los alegatos, la 

procuraduría deberá resolver dentro de los quince días hábiles siguientes. 

En caso de que el presunto infractor no rinda pruebas, la procuraduría 

resolverá conforme a los elementos de convicción de que disponga, 

respetando siempre los plazos y términos establecidos en el presente 

artículo. 

 El sustentante puede concluir claramente que si el precepto jurídico 

propuesto con antelación es aplicado en lugar del actual procedimiento por 

infracciones a la ley, se otorgaría la certeza de los plazos y términos a que debe 

sujetarse la Procuraduría Federal del consumidor al sustanciar el procedimiento por 

infracciones a la ley previsto por el artículo 123 de la Ley Federal del Consumidor, 

ya que establece de forma clara y precisa las formalidades esenciales que deben 

observarse en dicho procedimiento, además de que se encuentra bien delimitado el 

plazo para la configuración de la caducidad prevista por el artículo 60 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo. 

 

CONCLUSIONES. 

1.- Desde la entrada en vigor y las diversas reformas a la Ley Federal de Protección 

al Consumidor, ésta se ha enfocado notoriamente hacia la protección de los 

derechos de los consumidores, desatendiendo su deber de garantizar el derecho 

que tienen los proveedores a una adecuada defensa de manera previa a la 

imposición de alguna sanción, puesto que no logra su objetivo para equilibrar las 

relaciones comerciales entre proveedores y consumidores. 

2.- El artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor no reúne los 

elementos comunes que deben observarse en cualquier tipo de procedimiento, ya 
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que dicha norma adjetiva no cumple con los principios de celeridad y legalidad, al 

no ser precisa en cuanto a las formalidades esenciales que deben regir el 

procedimiento por infracciones a la ley. 

3.- El contenido del artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor no 

garantiza a favor de los proveedores su derecho a la audiencia previa y debido 

proceso previstas por las legislaciones de mayor jerarquía en el sistema jurídico 

mexicano. 

4.- En comparación con las legislaciones que protegen los derechos de los 

consumidores en otros países de américa latina como Venezuela, Argentina y 

Guatemala, la Ley Federal de Protección al Consumidor no procura en su artículo 

123 un periodo cronológico preciso que otorgue certeza los proveedores en cuanto 

al inicio y término del procedimiento sancionador instaurado en su contra. 

5.- Resulta obligatorio para la Procuraduría Federal del Consumidor el sujetarse a 

las normas contenidas en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo al 

momento de sustanciar el procedimiento por infracciones a la ley, dado que la Ley 

Federal de Protección al Consumidor no es precisa en cuanto a los términos y 

plazos para el desahogo de sus etapas. 

6.-  En la práctica, la Procuraduría Federal del Consumidor maneja libremente los 

términos y plazos para la sustanciación del procedimiento por Infracciones a la ley 

sin aplicar supletoriamente las normas contenidas en la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo. 

7.- Las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no 

cuentan con un criterio uniforme para interpretar los plazos y términos en que debe 

sustanciarse el procedimiento por infracciones a la ley instaurado por la 

Procuraduría Federal del Consumidor. 

8.- Es necesario crear una norma jurídica que otorgue certeza al proveedor al 

momento de sujetarlo al procedimiento por infracciones a la ley, en la que se fijen 

claramente los términos y plazos para su sustanciación.
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3.- Mediante orlCio depoSitado en I.J ~ ~ 

Correos en MéxiCo. Oistnl0 Federal el ocho de Iet.ofero >je 1r:.tS 

dIeCIséis e Ingresado en la Ofic&aNa de Partes de ella Sala el 

Siguiente, la autorklad demandada fonnuló su COCII' 

de nulidad, en donde sostuvo la legalIdad Y v; 

impugnada 

4.- Por auto de diecinueYe de febr' 

a la Oemaroda 

el traslaOO 1e Ie¡ t'~'.a 

en la OfIcialla de Partes de esta Sala el 

demandada dio cumplimiento al requerim 

~a':-_r 

r ." 

6.- Por auto de diecinueve 1~~ 

luvo por l.a autrJY".-é'! 

demandada, ordenándose que con las 

su con\eStaClÓO b Q~ 

• 

d.ec:~. se t!. ,'C,. 

delUidad Y se señak) come r':Je.a feo:na oe. 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS 

EXPEDIENTE: 3087115-19_01.1_ST 

ACTOR ; GREASE SERVICE, SA DE e,v 

AUTORIDAD DEMANDADA: DELEGADO EN 
CHIAPAS DE LA PRQCURADURiA FEDERAL 
DEL CONSUMIDOR 

MAGISTRADO INSTRUCTOR: LIC. GUSTAVO 
RUIZ PADILLA. 

FEDERAL De. ~;¡'~'I1.16EACUERDOS' 
y ADMINIST~mw-MARTtEZMAR1HZ 

REGIONAL DE C~IAPAS . 
Tuxtla Guliérrez. Chiapas, a veJ.Siete de junio de dos mil 

dieciséis." licenciado GUSTAVO RUIJ ADllLA. en su caracter de 

Magistrado Instructor en el juicio y 

Sala Regional de Chiapas 

Administrativa; ante la presencta, 

Contencioso Administralivo~e 

la Primera Ponencia de esta 

de la Ley Federal de Procedimiento 

juk:io contencioso admini~livo federal señalado al rubro. y 

ingresado en la Oficialia de Partes de esta 

mbre de 2015, el C. Ornar Mondragón Guzman. en 

al de GREASE SERVICE, S.A. DE C.V.: demando ia 

lución dictada en el expediente adminislral1vo número 

101112014, emitida por la Procuraduría Federal del 

diez de diciembre de dos mil Quince. se 

~.~ Interpuesta y se ordenó que con las copias 

•• ::: traslado a la aulondad demandada para que 

~ I V ·0 JIIIiIII'Iismo. se fijó el dia veinticinco de marzo de 

~ "~1ft.. el cierre de la instrucción del presente 



 
 

 

  

..... 

supletoria. por la exhibiCión Que de la misma hizo la autoridad 

demandada. 

TERCERO.- T amando en consideración t 4 18 procedencia 

del juicio es de orden publico y preferente en su estucf . en los tenninos 

del ultimo pérrafo del articulo 8 de la Ley Federa e procedimiento 

Contencioso Administrativo, esta Sala procede la 
improcedencia hecha valer por la autoridad dema ada en el oficio de 

contestaci6n a la demanda en correlación con lo argumentos hechos 

valer por la parte actora en su demanda (0 O CONCEPTO DE 

IMPUGNACiÓN) y ampliación a as misma, en ca a de la notificación de 

la resolución impugnada, en los siguientes términ 

Al formular su contestación de d, 

mlama ... autoridad expresó UN! causal de i 

legalidad de la notificación de la resolul 

siguientes "nnlnos: 

landa y ampliación a la 

'<ocOOoncl. y ·~'II!!."I'fN A L 
Ión ImpugnaJa, d.PiI/s 

F1SCt\L 
5/\!.A R~: 

Que con fundamento en 101 puesto por los articulos 8. 
fracción IV, y 9, fracción 11, I mbos de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso ministrativo, en relación con 
el articulo 58-2 del mismo enamiento legal vigente, el 

Lo anterior debido a que ya 
término de 15 días a que 
Federal de Procedimiento 
que la muRa que impugr 
notifICada personalmente 
enjuiciante presentó $U del 
de diciembre de 2015. 

lente por to que respecta a 
'z que la demandante la 

bis transcunido en exceso el 
,lude el numeral 58-2 de la 
Intencioso Administrativo, ya 
en el presente juicio le fue 
23 de febrero de 2015 y la 

la de nulidad hasta el dia 9 

Que notificó d la resolución impugnada 
c:onfonne lo dispone el art lo 104 de la Ley Federal de 
Protección af Consumidor. Y 36 de la Ley Federal de 
procedimiento Admlnist pues se practicó en el 
domicilio de la actora ub en el numero 1182 de la 11 
cale Poniente Sur. co Centro, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, C.P. 29000. 

IVO la ilegalidad de la 

en los siguientes términos: 

~ 

• g ~ 

"' ... ',... ..-... 
,~ • . >l . .... _ .. . ..-....... . 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS . 

EXPEDIENTE: 3087/15·19-01 _1..$T. 

ACTOR: OREASE SERVICE, S.A. DE C.V. 
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cIemt de instrucclOo el veinticuatro de junio de dos mil dieciséis y en 

términos del articulo 58-1 1 ,de la Ley Federal de ProcedImiento 

podrlan presentar sus 

de Instrucción. 

del conocimiento de las parles que 

9.- Medianle roveido de veinticuatro de junio de dos mil 

diedséls, el Magistrado structOf, una vez verificado que el expediento 

se encuentra debidam te 

de la resolución que conforme a derecho 

e ON$I o ERAN DO: 

PRIMEfo.· Este Magistrado Instructor es competente para 

asunto, en los términos de los articulos artículos 

y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento 

14, 31 segundo párrafo. 32, 33, 34, 38. 

párrafo, fracción IU , 10, primer párrafo, fracciones 

11 y VIII. 21. primel párrafo. fracdón XIX Y 22, primer parrafo, fracción XIX, 

este Tribunal, dado que la resolución impugnada 

contemplada en la fracción 111, del citado articulo 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

que et domtcilto fiscal de la parte actora se 

La existencia de la resolución impugnada se 

laaadit!ta en tos térmtnos de los articulos 14 y 46, fracción 1, 

de Procedimientos Civiles, de aplicación 
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- Copia certificada de la resotuoon determinante dictada el 

6 de febrero de 2015. en el expediente administrall'\/o número 

PFC.CHI .C.11OO1011/2014 (folios 82 a 85) 

- Copias certificadas del citatorio y cédula de notificación 

de fechas 20 y 23 de febrero de 2015. (folios 86 y 87) 

Conocidos los argumentos de ambas part1 este Juzgador 

estima que le asiste la razón a la parte actora por las t nsideraciones de 

hecho y de derecho siguientes: 

En el caso como lo apunta la acciom' te. al comparecer al 

procedimtenlo de ley mediante su escrito de fectl 24 de noviembre de 

2014 (folios 51 y 53), señaló como 

notificaciones el ubicado en 16 

fraccionamiento Las Arboledas. municipio de 

para oír y recibir 

Norte número 122, 

GuUé"ez , q.ifiliB U 
FI 

No obstante lo anterior, la aUlfad demandada Yg~ 
expresamente lo afirma al contestar la dem a, efectuó la notifiCaci'oIfA 
de la resolución impugnada el dia 23 de fe ro de 201 5 en el diverso 

domicilio ubicado en el número 1182 de la 1 calle Poniente Sur, colonia 

Centro, Tuxtla Guüérrez, Chiapas, C.P. 

La anterior actuación contrfene lo dispuesto en los 

nuf1l8f'8les 104 de la Ley Federal de Prot . n al Consumidor, 35 y 36 

de la Ley Federal de procedimiento Admini tivo, que establecen: 

ARTICULO 104. Las notificadoml que realice la Procuraduría 

serén personales en los siguiente! casos: 

i8 primera nofcación; 
requenmientfde un acto a la parte que deba 

que Impongan 

!.iii\ 
~I 
"''''M'' ...... .... 
... ....... u ... 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS. 

EXPEDIENTE; 3087/15-19-01. 1_5T. 

ACTOR: GREASE SERVICE, S.A. DE C.V. 
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mulla IXIr lo q la privó de su derecho para impugnarla en el términO de 

Concepto d~Pugn.eión unle. o . d . • la dema.nda ,." L', autoridad demandada o lió notlftearle de manera personal la ImpoSICIÓn de la 

ley, derecho se encuentra prevtsto en el articulo 104 fraCCIÓn IV de la 
Ley Federal e protección al Consumidor. por 10 que se transgrede el 
articulo 3 de Ley Federal de Procedimiento Administrativo 

AmP"aCf de demanda.- Que la notificación de la resolución 
impugnad se efectuó en un dOmicilio diverso al señalado en el 
procedim lo para oir y recibir notificaciones. pues señaló como tal el 
ubicado 16 Poniente Norte número 122. fraccionamiento Las 
Arboleda municipio de Tuxtla Gutiéfrez. Chiapas y la notificación se 
practicó el inmueble ubicado en 11· poniente sur numero 1182. 

U" "I- I (' I ~lonja nlro. Tulála Guliérrez. Chiapas. C.P. 29000. por lo que la 
.;) '" llótiflCac debe declararse ilegal. 

JIVA . Que ,e 

'AP:,~ '" 27 de , , ••. Impugn, 

debe considerar como conocedor del acto impugnado hasta el 
~I de 2016. fecha en que la autoridad exhibió la resolución 

" 
causal de improcedencia sujeta a estudio es infundada y 

en contrapart fundados los argumentos del accionanle. en alendón a 

las siguíenkdconsideraciones: 

el caso. la enjuiciante señaló la ilegalidad de la 

n_~a resolución determinante dictada el 6 de febrero de 2015. 

en ." ente adminístratiw número PFC.CHI.C.11001011 /2014, al 

haberse e~ o en un domicilio diverso al senalado en el procedImIento 

para ofr y red r notificaciones. 

representante de las enjulciadas al contestar la demanda. 

- qua l notíficó debidamente la resolución impugnada conforme 

lo dtapone el ¡culo 104 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

35 y 3e de I Ley Federal de Procedimiento Administrativo, pues se 

pracUc6 en el micilio de la aclora ubicado en el numero 1182 de la 11 

calla Poniente Sur, colonia Centro, Tuxtla Gutiérrez, Chiapas. C.P. 

28000. y al efecto ofred6 las siguktntes documentales püblicas: 



 
 

 
 

 

.... 
se notifique y stIl\alllr la lechd )' hor .. en 4Ut' 1<1 oot¡!l\;.lCtOn su 
efedUa. rccab..,\fldo.) el nomN"o 'f ftn1la <1\1 1,1 ~'ltm;.o,}"J' con QUl$n !<I;) 

entienda la dilig(>Ilda. SI ésla so nlOg8 so h;,lr.\ ~' .. m$tolr en el lH.'I.¡ 
de notificaci6n. sin que 0110 afecte su v.llidu: l<ts notlftcaClOn(lS 
personates, se entendenlln COtl la p81'So.'\n .. l Que d<lbd ~ nl.ltlflCMl'I 
o su representante legal; 11 folh., de illllbos. l'l IlOlIfK;ador do,al".\ 
citatono con CI.k'tlqutet person..'1 Que se onCllQotro tJn e4 domicilIO. 
para que el interesado esptlro a una hora 'U'1 del dli¡ Ml'lll 
SIguienIe. Si el domicilio so en<;ontrnro ce#tado, (11 clll11000 se 
defaré con el vecino més inmedIato Si 1<1 ptlp.ona a qUien haya de 
notificalH no atend\ef'e el Cllatono. 1.1 no1lftcac.ión so onlenden\ 
con cualquier persona que se encuent, 
realICe la diligencia y. de negarse esta 
encontrarse cerrado el domicilio. so 
fijará en un lugar viSibM del 
conste la notificación. el ". 
Cuando las leyes respectivas asi \o de 
el domicilio de los titulares de los 
efectos de notlficadOn personal la 
respectivo en el Diario Oficial de la F 

De conformidad con 

resoluciones que impongan una medida de 

transcritos, los 

domicilio que la persona a quien se deba 

órganos administrativos en el procedimienf 

trate. 

Lo anterior no fue cumpltdo en;¡;C8SO que nos ocupa, pues 

la e njuiciada dejó de atender el domicilio ñalado por la ahora parte 

actora en el procedimiento administrativ para efecto de olr y recibir 

notificaciones ubicado en 16 Poniente 

Las AIboaedas. municipio de Tuxtla Guf rrez. Chiapas y practic6 la 

notificación de la resoJuci6n impugnada 

01 ubicado en 01 ntlmero 1182 de la 11 

Tuldla Gutlérrez, Chiapas, C.P. 29000, lo 

notmca+ no acató las fOOllalidades 

Federal de protección al 

impugnada, se efectuó en 

... lo Que lo procedente 

de 111 noliflCOClÓll de le 

• ~ ! • • • # 

-~ -~..,.... 

"~",, 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS . 
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Cuando la Procuraduria notifique al acreedor haber reCIbido 

cantidades en COlJSi9nación; 
Cuando la 

disponga la ley. 

35 y 36 de la Ley Federal de Procedimiento 

COOteneioso Admlnistr#tiVO. establecen lo siguiente: 

35.- Las notifICaciones. citatonos, emplazamientos. 
solicitud de infonnes o documentos y las 
linistralivas definitivas podrán realizarse: 

Penfnalmenta con quien deba entenderse la diligencia, en 
,. ... del interesado. 

oficio entregado por mensajero o correo certIficado. 
de recibo. También podrá realizarse mediante lelelaJ{. 

de comunicación electrónica o cualquier airo medio. 
asi lo haya aceptado expresamente el promovcnle y 
que pueda comprobarse fehacientemente la recepción de 

y 

edicto, cuando se desconozca el domicilio del interesado o 
caso de que la persona a quien deba notificarse haya 

~pareddo. se ignore su domicilio o se encuentre en el 
extfan;ero Sin haber dejado representante legal. 

!t:r:olOse de actos distintos a los señalados antenonnente, las 
. nes podrán realizarse por correo ordinario. mensajería, 

na o, previa solicitud por escrito del interesado, a través de 
medios de comunicación electrónica u otro medio similar. 

cuando exista impedimento jurídico para hacerlo. la 
~ administratiVa definitiva deberá notifICarse al interesado 

¡je correo certificado o mensajería, en ambos casos oon 
recibo. siempre y cuando los solicitantes hayan 

al promover el trámite el comprobante de pago del 
respectivo. 

36.. Lu notiftcach)nes personales se h .... n en e l 
del Im.re.acto o en el último domicilio que la 

I quien .. deba notificar haya .eñalado .nte los 
MnaInIatrattvoa en el procedimiento Idmlnlatrati'lo 

tratt. En todo caso. el notiftcador deberá cerciorarse 
del Interesado y deberá entregar copia del acto que 
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qu~ de \'\.1llfomlldad con la fraooon I y el penúltimo párrafo. del articulo 16 

\10 la ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 

c:onsKIoro que 1..1 perte demandante conoció el acto controvertido en esa 

mi.mI fKha. 

Por tanto, al ser la fecha de conoqmiento del aclo 

Impugnado por la actora posteriOr a la presentaiClón ' e la demanda de 

nulkl8d es inconcuso que no transcurrió en exce el término de 15 

dlas que establece el articulo 58-2 de la Ley Fed I de ProcedImiento 

Contencioso Admimstratlvo. por 10 tanto, no es sobreseerse ni se 

.ob ...... el Pf9sente juicio respecto de la resolu n impugnada. 

CUARTO.- En el esaito de ampliad' de demanda, la parte 

actora alega esencialmente lo siguiente: 

Que debe declararse la caducidad de I 

la autoridad al no ajustarse a los plazos 

acuitad sanciorie~o~U 
términos establecido ¡;q.s 

el articulo 60 de la Ley Federal de Profdimiento AdministrS'AtA 

123 último párrafo de la Ley Federal de ' rotección al consumidor. 

Al fonnular su contestación a lat mPllaCión de la demanda, 

la autoridad sostuvo la legalidad de resolución impugnada 

""I!ando que no se ha Ictuallzado la cad 

y notificada la resolución Impugnada den' 

que el ténnlno establecido en el artícu 

Procedimiento Administrativo transcurrió 

25 de lebrero de 2015. 

La litis en el presente caso esl 

procedimiento administrativo di 

Administrativo y si la em 

123 de la l, 

F_l de 

idad al haber sido emitida 

de tos plazos legales, ya 

60 de la Ley Federal de 

13 de diciembre de 2014 al 

en determinar si caducó o 

que deriva la resolución 

110 60 de la Ley Federal de 

Federal de Protección al 

'rocedimiento Administrativo, 
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En virtud de lo anterior, para establecer la fecha en que la 

parte aclara legalmente tuvo conodmiento de la resolución impugnada, 

debe considera~ lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley Federal de , 
Gbntencioso Administrativo. el cual establece lo siguiente: 

l,CULO 16.- Cuando se alegue que la resolución 
a inistrarlva no fue notificada o que lo fue ilega/mente, siempre 
q e se trate de fas Impugnables en el juicio contencioso 

ministrat/va federal, se estará a las reglas siguientes: 

, 

.... i el demandante afirma conocer la resolución administrativ a, 
s conceptos de impugnación contra s u notificación y contra la 

esoluelón misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la 
ue manifestará la fecha en que la conoció. 

Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administratIva 
e pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, señalando 
autoridad a quien la atnbuye su notificación o su ejecución. En 

este caso, al contestar /a demanda, la autoridad acompañará 
constancia de la resolución admmlstrativa y de su notificación, 
mismas que el actor podrá combatir mediante ampliación de la 
demanda 

111. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados 
contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios 
expresados en contra de la resolución administrativa. 

$i resuelve que no hubo notificación o que fU e ilegal, 
considerará que el lictor fue sabedor de la resolución 
administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en 
la que se le dio a conocer, segun se trate, quedando sin efectos todo 
lo actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la 
impugnación que se nublfJse formulado contra la resolución . 

Si resuelve que la notificación fue lega/mente practicada y, __ .. _, 
consecuencia de ello /a demanda fue presentada 
extemporáneamente, sobreseerá el juicIO en 
resolución administrahva combahda.· 

(El énfasis es de est~ Juzgador) 

De conformidad con lo anterior, se toma en consideració~ 
~tos que se analizan la parte actora señala que el 

!!OOocimiento de la resolución impugnada, por 



 
 

 
 

 

Resulla aplicable al caso la JunsprllrJenCi\.l númoro V-J-SS-

45, sustentada por el Pleno do la Solo Suponor del Tnblln~ll Fedoral de 

Justicia Fiscal y Administrahvo, \IIsible on lo pagino 106, de la Rovisto do 

este Tribunal, número 46, Octubre 2004, Ano IV, QU~t1I" Epo<;a, cuyo 

texto y rubro es el siguiente: 

"CADUCIDAD DE LOS 
EN EL ARTICULO 

LEYES 
El articulo 1° de la L.ey Fedorol 
establece en la parte conducente 
aplicaran a los actos, 
Administración Pública 
descentralizados de 
citados. Señala 

~TIVOS 
LEY FEDERAL DE 

: A LAS 
EN ELLA.­

Admlnistroll"o, 
de osa Ley so 

resoluciones de la 
como a los organismos 

do los aclos ah! 
amiento no será 

responsabilidades do los 
ni al MlI\isleno Púbhco en 
'" ,"lO, ,1 ,~IW; l'>~~NA 

loca al titulO tel&Td ,,! 
UU~" '''1'''' admlnislratl\'as. ~, te-

"v"' .... "" ....... a" '''''' m nas que no sean relalNa~a l¡Ji;) 
responsabilidades los servidores pubIiCOf¡..jlM:lirio A 

en la ley FeúeIR\. ~ 
en los procedimientos 

de Salud, Ley General de 
Ambiente y olros leyes 

) q unque en las menCionadas leyes 
no se contemple el supuesto do ducldad de los procedimientos 

__ 1_' ... aplicación señalado en el 

administTati'lOs, es apliCable el culo 60 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, por sposición expresa de esta úlluna 
ley." 

Por SU parte, el articulo 

protección al Consumktor, dispone que: 

bis de la l ey Federal de 

AR11cuLO 124 BI$,· Para la=!stanc¡aci6n del procedimiento por 
infracciones a la ley a que se re e el presente Capitula, se aplicara 
supletoriamente lo dispuesto la l ey Federal de Procodlmiento 
Administrativo 

en 10 referente a la 

60, el cual señala lo 

I 0 -. ~"'-~ .' ... ""~ ........... 
'" " '>1<_'" , ,........". ..... 
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Juzgador, los argumentos en estudio resullan 

nulidad de la resolución impugnada, conforme 

a los razonamientos si~ientes' 

es aplicable la figura de la caducidad a que se 

la ley Federal de Procedimiento Administrativo, 

Procuraduría F1 1 del Consumidor, de conformidad con lo dispuesto 

por los artículos , primer párrafo, y 2°, de la propia ley Federal de 

A inistrativo, que establecen lo siguiente: 

• • ~.ULO 1-,_ Las disposiciones de esta ley son de orden público, 
y pllcarin a los actos, procedimientos y resoluciones de la 
Ad latnlción PlibUca Faderal centralizada, sin perJUICIO de lo 

en los Tratados Internacionales de los que MéxIco sea parte 

.01 ""'''''' Ofdenamiento también se aplicará a los organismos 
de nlraliZadoS de la adminIstración pUblica federal paraestatal 
re to a sus actos de autoridad, a los servicios Que el estado preste 
de anera exdusiva, y a los contratos Que los particulares sólo puedan 
ca rar con el 

¡ 'CULO r .- Esta Ley, 58. Iv<>, por lo ,que loca al 11.tulo tercero A. se 
• ra supJetortamente a las diversas leyes administrativas, El 

O Federal de Procedlml8ntos Cl'llles se aplicará, a su vez, 
lonamenle a esta ley, en lo conducente: 

se advierte de los preceptos transcritos, es evidente 

del Procedimiento Administrativo es aplicable de 

suptetol. a los organismos descentralizados de la Administración 

Federa'¡'araestatal, en la que se ubica la Procuraduría Federal 

tratarse de un organismo descentralizado, de 

artlculos 10 y 45 de la Ley Organica de la 

N'!'. ica Federal Y 20 de la Ley Federal de Protección al 



 
 

 
 

 

· 14· 

illd\~Uvldud , tUl dudr, \1",1 111 t:llducldml llpUI¡l 1"" 01 hlmplu 111"I~nll~o do! 

Iltlrn~lI.l 

00 lo Ulllnrlnr ' IH",I". QUu ul cllmltl mUc\llo OO. {:Olltillllpln UI1 

¡)tttro do gracia, ndlclollnl n IUR t'nnl.,o~ do quo dl:l!lOIlO l'II 'Ul t1r!dud plllU 

",solver al procedimiento ro~pe<:tlvo. conronno ti lus nor.l!ntl (tUl! lo rluon 

As/, la In8U1uclÓn de la CMucldad dol prOCOdlmlonlot lilllnl:lhn!lVO qu 

regula el citado procepto louul requloro do los sigui tos pI OSllPllt~sto~ 

esenciales' 

a) Oue so tmlo de un procodimlonto 

autoridad admlnlstrnt1Vtl; '1 

partir de In expiración doltórmino del quo 

la resoluciÓn correspondiento. 

do oficio Inleló In 

f momentos diroronlcs que 

deben consumarse para que opere la cadu ad, 

momento, que se refiere 01 término de qllO lo ley fodoral 

correspondlenle otorga a los auloridades Inistrl)livos fodorales pma 

dictar su resolución (término que no es coptuablo pnrn Ofeclos de 

caduck:lad del procedimiento como Inactivi d); '1, uno vel fonccldo asle 

t' nnino, eventualmente puede acluallzar un segundo lapso (éslO 51 

con~derado como InacUvidad procesal, 

lo que de exlenderse este término COlllO 

consecuencia que se configure la caducldl del procedimiento. 

so encuenlran 

luS leOlí1s que 

.\ ,; l 
.... ' ~, .. ...-" 
~~~=:::: 
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y, "''',''uu, ... MmioislraciOn Pública Federal le advertirá que. 
lransctf!'idos tres meses. se producirá. la c¡¡ducidad del mism.o. Expirado 
dicho .I'~zo sm que el interesado requerido realice las actIvIdades 
- -- _. - reanudar la Iramltaclón. la AdmInIstración Publica 

el archivo de las actuaciones. notificándoselo al 
la resolución que declare la caducidad procederá el 

en la presente ley 

Llcaducidad no Pfoducirá pot si misma la prescripción de las acciones 
de la Admimstración Pública Federal. pero los 

caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de 

Icluaclona. !I s olicitud de pan. interesada o de oficio en el pi 
3D dlas contados a partir de la expiración de l plazo p. .. 

De la anterior trascripción a los preceptos aludidos, se 

que en el articulo 60 de la l ey Federal de Procedimiento 

se contempla la figura juridica de la caducidad del 

administrativo, la cual se configura en dos supuestos 

que son: 

a).- En procedimientos iniciados a instancia del 

En este supuesto, se actualiza la caducidad del 

~imiento, cuando se produce su paralización por causas imputables 

af intlesado. en cuyo caso la auloridad correspondiente le advertirá que 

3 meses se producirá la caducidad del mismo, por 10 Que 

dicho plazo sin que el interesado requerido realice las 

necesarias para reanudar la tramitación, la autoridad 

el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. 

b).- En procedimientos Iniciados de oficlo.- En este caso, 

del procedimiento se configura por la inactividad de la 

plazo de 30 dias contados a partir de la expiración del 

t·~. y el archivo de las actuaciones procederá a 

o de oficio. como un acto derivado de tal 
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En la especie, segun se advierte de las constancias 

aportadas por las partes, asi como de la propia resolución impugnada, el 

procedimiento respectivo y el dictado de esa resolución se fundó cnlre 

otros preceptos, en el articulo 123, de la ley Federal de Protección al 

Consumidor, el cual dispone lo siguiente: 

L.y Federal de Protección al Consumidor. 

Articulo 123.- Para detennlnar 01 IncumPlirrf:.to 
caso para la ImposlciOrt de las ~~~~.~~~~ - _ •. 

resolverá confOfme a los 

La Procuraduría admi\ri las pruebas f. v~'''''~ ~""".""", ' . 
a su desahogo. Asimismo pocIrásol ar del pre-'-·- "· 
terceros las demas pruebas que estlm ecesanas. 

dos dlf. IYlbile •• ¡gulen ... 

De confonnidad con el 

Protección al Consumidor, transcrito: 

123 de la Ley Federal de 

a, La Procuraduria Federaf l Consumidor para determinar 

el incumplimiento de las disposiciones d a ley de la materia y en su caso 

para la imposk:ión de las sanciones a e se refiere la misma. notificaré 

Infractor de los hechos moti del procedimiento y le otorgara 

rinda pruebas y manifieste por 

• 

"'*" •• ...... t \; 
:z i 
~. 'l':P 

".~ fONO'. 

m·" .... _' .. • ",,,-,,,"N.\ 
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establecen cuando nace y cuando concluye una facultad. para no generar 

incertidumbre y ar1Jjtrariedad. 

Primer 

JIVA 
"!APA. 

al caso la Jurisprudencia L40A J/24, 

Cuarto Tribunal Colegiado en materia Administrativa del 

visible en la página: 679, tomo: XVII, Junio de 2003, 

del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que 

"CADUCIlAQ DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMtNlSTRAT1\IOS. 
PRESUPUESTOS O CONDICIONES PARA DECLARARLA DE OFICKl, 
CONFORME A LA LEY FEOERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINlSTRAT1\IO. 
Confonne al articulo 60 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. cuando se trate de procedimientos iniciados de ofiGio se 
entenderan caducados. y se procederá al archivo de las actuaciones, a 
soliCItud de parte o de ofICio. en el plazo de treinta dlas contados a partir 
de la expiración del plazo para dictar resolución. Asi, la institución de la 
caducidad del procedimiento administrativo que regula el citado 
precepto legal requiere de los siguientes presupuestos esenciales: a) Se 
trate de un procedilTllento que de ofielo inició la autoridad administrativa; 
y, b) Haya transcurrido el plazo de treinta días contados a partir de la 
expiraCión del término del que gozaba la autoridad para dictar la 
resolución correspondiente; esto es, existen dos periodos o momentos 
diferentes que deben consumarse para que opere la caducidad. como 
son. un primef momento. que se refiere al término de gracia que la tey 
federal COO'espondiente otorga a las autoridades administrativas 
federales para diCtar su resolución (término que no es conceptuable 
para efectos de caduCIdad del procedimiento como inactividad); y, una 
vez fenecido este ténnino, eventualmente puede actualizarse un 
segundo lapso, éste si considerado como inactividad procesal, pues 
carece de justificaCión, por 10 que de extenderse este término a treinta 
dlas o mas, trae como consecuencia que se configure la caducidad del 
procedimiento. De 10 antes expuesto, se advierte que de actualizarse los 
citados presupuestos, es que las autoridades administrativas se 
encuentran obligadas a declarar de oficio la caducidad, sin que sea 
necesario que las partes 10 soliCiten, toda vez que. por un lado. el 
precepto en estudio 86 claro al establecer que los procedimientos 
caducarán de orlCio y. además," razón de ser de la caducidad es dar 
certeza Juridlca y puntuaRlar La eficacia de un procedimiento en 
cuanto al tiempo pal1l no dejar abierta la posibilidad de que las 
lIUIIDrkIadH actúen o dejen de hacerlo a su arbitrio, s ino, por el 
----..... - o~n y Mlendan puntualmente las reglas que 

cuando nace y cuando concluye Ull.l facultad, para no 
~._ .. - y arbitrariedad," 

por .... Órgano Jurisdiccional) 
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presentara alegatos por escnlo. dentro de los 2 dias habiles siguientes. 

(resullando "4- de la resolución impugnada). derecho que no ejerció 

3.- Mediante resolución de 6 de febrero de 2015. :Jé Impuso 

la sanción impugnada. de la cual la hoy demandante tuvo cO!fcimienlo el 

dla 27 de abril de 2016 pues asl lo manifiesta y así se ~ab¡eció en el 

considerando tercero del presente fallo. 

AsI . tomando en cuenta que el 12 de iembre de 2014, se 

emplazó a la actora al procedimiento administr , el plazo de 10 días 

para ofrecer pruebas y manifestar lo que a 

empezó a computar el dia 13 de noviembre 

noviembre de 201 4. 

luego. el dia 28 de vie de 2014, la autf~tt~tuv..Jl~r-\.:.. f-
precluido ese derecho y le 010 el plazo de 2 días háb~~~~;\ 

fonnular alegatos. mismo que tran mó 

por tanto. el dla 3 de dicieml 

aquél en que feneció el P1azol orgadO para que formulara alegatos, la 

autoridad debió dedarar cel da la InstruCCIón y emitir el acuerdo de 

Cierre respectivo. 

posterionn# e, la Procuraduría debió, dentro de los 15 días 

la resolución respectiva, plazo que debió 

sábados y domingos declarados como inhábiles, 

del articulo 28 de la Ley Federal de 

que, el ténnino de 30 días para configurar la 

el articulo 60 de la Ley Federal de 

antes citado. comenzaria a correr el 26 de 

el, da febrero de 2015 , descontándose 

de 

l'\ .~ •"..."" 

t, l 
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dispo&CtÓfl IA~ ,1<,lu,'d(ln\~l'l, P;lf,l que en un pinzo de dos dias hábiles. 

presentfH1 por (ls<,nlo sus nlt"'iplos 

cl Un.l VOl 1"l.."'Clbidos los alegatos o transcurrido el término 

parA prnSQflt.'ut(lS, 1<.1 Procumduria proc~dorá, dentro de los 15 dlas 

Sigulentet <1 dlctM por oscrito la resolución respectiva, misma que se 

nOllfica4 al Interos.ldo, personalmente o por correo certificado con acuse 

Asi, vencidos los plazos antes descritos. para que opere la 

'*li&u#Jad cOnlcntadn, Imnblón deben transcurrir 30 dias, a que alude el 

60 de In Ley Federal del Procedul1ienlo Administrativo, antes 

Del texto de la resolución impugnada de fecha 6 de febrero 

y de los autos que Integran el presente Juicio de nulidad. se 

¿ renden los Siguientes antecedentes: 

1.- ElUde noviembre de 2014. como se consigna en el 

L itando "2- de la resolución sancionadora (foja 382 de autos), se dio 

al procedimiento por Infracciones a la Ley Federal de Protección al 

Ionsumldor. concediéndole a la hoy aclora un plazo de 10 días para que 

pruebas y manifestara por escrito lo que a su derecho conviniera, 

de la visita de verirtcación practicada en sus instalaciones. 

que feneció el 27 de noviembre de 2014 (resultando "S"). 

2.- Una vez cond uido.eI término anterior, con fundamento en 

da la l ey Federal de Protección al Consumidor. mediante 

ftIIIIIIImbre de 2014. se dio por precluido el derecho de 

lo que a su Interés conviniera y 

las actuaciones para que 
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EL ARTIcULO 60, pARRAFO TERCERO, DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO A LOS PREVISTOS 
EN OTRAS LEGISLACIONES El articulo 60, parrafo tercero, de 
la Ley Federal de Procedimiento Administrativo señala que los 
procedimientos administrativos iniciados de oficio se entenderán 
caducados y se procederá al archivo de las actuaciones en el 
plazo de treinta dias contados a partir de la expiración del plazo 
para diclar resolución: sin embargo, cuando dicho precepto es 
aplicable supletoriamente a los procedimientos previstos en otras 
legislaciones, tal imperativo no debe interpretarse literalmente, es 
decir. en el sentido de computar el plazo para que opere Clicha 
figura a partir de que se cierra la instrucción y se luman:los autos 
para resolución, sino que debe atenderse a In" nl;¡7n!\ oara la 
notificación de los actos procesales previos a 
señalados en la ley aplicable y, en su defecto. 
mencionada. esto es. a partir de que son 
particular los hechos que motivaron 
admlnislr-dlivo. pues de lo cc 
jurídica para el particular po 
esenciales del procedimiento. 
auloridad el dictado de la 

,¡3,iBJ),IjlJAL 
e~rleria AdministralW se 1-\ l 

XVII , J,,;o 8.!I.'E.\t\ RE 
Novena t:.poca. del Semanario Judicial de I# deración y su Gacela, que 

a la letra dice: 

"CADUCIlAD DE ~OS EDIMIENTOS ADMINISTRATlVOS. 
PRESUPUESTOS o COtOC PARA DECLARARLA DE OFICK>, 
COfFORME A LA LEY DE PROCEI:lI-=:NTQ ADMINISTRAllVO. 

. -- .. - -

Administrativo, cuando se de pr~imientos 
enlendenln caducados, y procederá al archivo 
solicitud do parte o de o en el plazo de tre'---
de la expiración del plaz ra dictar resoluci< 
caducidad del procedi lo administrativo qu 
legal requiere de los s· lenles presupuestos 

procedimiE _. ..... 

ya lranscu 

•
--. ""+ " \ .:: i 

\" ~# 
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Ahora bien, la resolución impugnada fue emllldo el 6 de 

febrero de 2015 Y notificada ilegalment~1 23 do febrero de 2015. ont(> 

lo que se tuvo por conocedora de la a a la pnrle aclaro con fcchn 27 

de abril de 2016, por lo que es evj te Que en la l ll l lllla fochn indlcoda , 

ya hahlan caducado las faculta 

por lo tanto, se encontraba . 

de ahl que los 

fundados. y por los argumentos do defensa de la 

fl~ndada. 

En son ineficaces los argumentos de la 

Cómputo para la determinaCión de la caducidad no 

omento en que la autoridad desee efectuar cada etapa 

el numeral 60 de la Ley Federal de Procodimiento 

no debe interpretarse literalmente. es decir. en el sentido 

da el plazo para que opere dtcha figura a partir de que se cierm 

... y se turnan los autos para resolución , sino que debo 

..... "lII'" a 108 plazos para la notiflcaciOn de los actos procesales previos 

al de ésta.fseñalados en la ley aplicable. pues de lo contrario se 

~ 
a inseguridad jur idica para el particular por no respetarse las 

fa lidades esenciales del procedimiento., dejándose al libre arbitrio de 

I dad e& dictado de la resolución defimtiva . 

Es aplicable al caso la jurisprudencia 1.70.A . J/55, sustentado 

Tribunal Colegiado en M ateria AdmlnistratMl del Primer 

... e l Semanario Judk:ial de la Federación y su GacelA, 

.. "~JOO(II, Agosto de 20 10, página: 1925, Que clla 

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 
FORMA DE COMPUTAR EL PLAZO 

SE APLICA SUPLETORIAMENTE 
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fecha cierta de la emisiÓn de la resolución, se de1ermlna con base en su 
notificación. 

lo anterior es asi, porque la nolificaciÓn constituye el me(jlo a 

través de la cual el acto administrativo se comunica a su deslulatario, 

como consecuencia de su exteriorización, pues no es ,fi,..i",nl .. nll'" se 

dedare la voluntad de la administración, sino que es impwativo que 

llegue al conocimiento de los particulares o administra~ para que 

produzca sus efectos. 

Admitir lo contrario, Implicaria dejar al 

autoridad detennlnar el momento en que nacen 

resoluciones, pues al ser ella misma quien 

emisión, esto le pennitiria en un momento dado 

entera conveniencia esa fecha. contraVinienl o n 

legalidad y seguridad jurldica contenida el 

Constitución Polltiea de los Estados Unidos icanos. 

Sirve de apoyo a lo 

y voluntad de la 

1,7o,A.19 1A. sustenlada por el SéPtit m ribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, ViSi" en la página 1829, Tomo XVII , 

Enero de 2003, Novena tpoca, del S nario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, cuyo texto y rubro es el 

ro A~ISTRATIVO. LA FECHA CIERTA DE 
-_. RESOLUCION RESPECTIVA SE 

SU NOTIFICACiÓN, De confonnidad 
_ _ . _ articulo 74 de la Ley Federal de 
Procedimiento Admir:' Ovo, las autOrida.des tienen la obligación 
de emitir la resoluc' correspondiente dentro de los diez dias 
siguientes al en que . ren escuchado al infractor y desahogado 
las pruebas ofrecida admitidas, excepción hecha de los casos a 

. 61 de dicho ordenamiento legal; en esa 
.. __ . _ __ la emisión de la resolución se detennina 
~~~a~~mt pues al estar obligad~ la autoridad a 

- - . , se establece la presunción legal de que 
juridica a partir de ese momento; de ahl 

aulorid4 a notifica fuera del plazo previsto en el articulo 
_ Ley F~I de Procedimiento Administrativo .. i'!lplica que 
-- _ .. - do con las formalidades del procedimiento y, en 

la resolución sea ilegal: 

• -~. 
ff .. • • 
" . I 
_.~ 

". ~' ....... --.... 
y ~......,..~ .... A 

..... 
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certe:ra Jurídica y puntualiUlr .. eficacia de un procedimiento en 
cuanto ;111 t6empo para no cMtar abier1il la posibilld;lld de que las 
aUlorld;lld .. actúen o dejen de hacerto ;11 su arbitrio, sino, por el 
contrario, observen y ;lldenUn puntU;lllmente l;IIs reglas que 
establecen cuando nace y cuando concluye una facultad, para no 
generar incertidumbre y arbitrariedad. Z 
IÉnf;lls is adicionado por este Órgano¿lbrisdicCiOnal) 

También, resulta aplicable 

por el Pleno de la Sala Superior del 

Administrativa, visible en la página I~' 

Ouinta Epoca, de la Revista de.#!bunal 

J ...) -k.~""ativa, que a la letra 

Federal de Justicia Fiscal y 

V/~ 
i:" ...... ~ • _.. El ARTicULO 60 DE LA lEY 

OCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.- OPERA IPSO 
nVIDAD DE LA AUTORIDAD. TRATÁNDOSE DE 

OS INICIADOS DE OFICIO.- El articulo 60 de la ley 
ProcedirnienlO Administrat ivo, establece que los 

os Iniciados de oficio se entenderán caducados y se 
I archivo de las actuaCIOnes, a solicitud de parte interesada o 

el plazo de 30 días contados a partir de la expIracIón del 
iclar resolución. sin que para que opere dicha figura, el 
Jblezca otros requisitos_ lo anterior impide condicionar la 

ocia y eficacia de la caducidad de los procedimIentos. al 
plimicnto de supueslos que no están contemplados en dicho 

ral. como son la petición del particular o el acuerdo de la propia 
foridad, para proceder a archivar las actuaciones correspondientes, ya 

que en la especie, la caducidad en su esmclo alcance, responde a la 
neoeaidad de que los procedimienlos no queden paralizados o 
inconclusos, de manera indefinida, lo que obliga a la actuación de la 
autoridad para emttir la resoIudOn correspondiente en un cierto término, 
pues de lo contrario su inactMdad traera como efecto, que por el simple 
transcurso del tiempo, al expirar los plazos legales. es decir el plazo 
para diCtar la resolución conforme a la ley que rige el acto más el de 30 
dlas a que se reftere el articulo 60 citado, produce ipso iure la 
mencionada caducidad y, por consecuencia lógica, se debe proceder al 
archivo conforme al ultimo pérTafo de dicho precepto, por tanto, este 
ultimo acto es merameole instrumental, mas no un presupuesto de la 
caducidad, máxime que, el archivo puede producirse aun de oficio: 

Es importante señalar que para detenninar si en el caso 

transcurrió O no el ptazo de 30 días a que refiere el ultimo 

del articulo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, 

a la fecha en que se tuvo por legalmente notificada la 

~ndienle y no a la fecha de su emisión; toda vez la 
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declarar su nulidad lisa y llana, con fundamento en el articulo 52, fracción 

1I del mismo ordenamiento legal. 

Atenta a la nulidad decretada, este Juzgador considera 

innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugr)pción que 

hace valer la aclora en su escrito de demanda, toda vez q"':' cualquiera 

que fuere el resultado de su análisis, en nada variaria 4J sentido del 

presente fallo. 

Resulta aplicable por analogia la 

sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado 

del Octavo Circuito. visible en la página 547, Tom' II I1 .-. 

Novena !::poca. del Semanario Judicial de la r eraclón y su Gaceta, 

cuyo rubro y toxto es el siguiente: 

DECLARA LA NULIDAD 
IMPUGNADA. HACE 
CAUSALES DE IL 
EFECTQ.- De la 
párrafos, del Código Fiscal de I ederación vigente, se advierle !q~a..-J 
consigna el principio de congrue tocante a que la responsable debe 
ocuparse de todos y cada un e los puntos controvertidos; pero el 
principio sufre una excepción ando en el caso se alegan diversas 
causales de ilegalidad del ael. dministrativo fiscal que ven al fondo de 
la cuestión planteada y no a s formales o de procedimiento, porque 
al declarar fundada una cau de nulidad Que trajo como consecuencia 

combatido, resulta ocioso exigir el 
anulaCl6n que atañen al fondo del 

su análisis, no variaria el sentido ni 

. Por otra parte, el decretar la 
combatido no produce un estado de 

de que la demandada interponga recurso 
• I responsable sólo haya examinado una 

ilegalida! considerarla fundada y suficiente, una vez 
interpuesta la revisi lseal o medio de impugnación que pueda hacer 

oridad d ndada, el Tribunal ColegiadO de Circuito a qUlell 
mismo, de estimar fundados los agravios 

el sentido de revocar la resoluci6n de la 
tendria que ordenar a ésta que llevara a 

conceptos de anulación cuyo estudio omiti6. 
del análisis de los conceptos de nulidad estriba 

analizarse tos motivos de ilegalidad Que 
nu&klad lisa y llana de la resoluci6n y si 

la nulidad aludida, sin 

,.",,~'" ,,, ' .. '" 
",- 0,'" 'A ,,~ .. 
".~"""."" . 
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También sirvo dO 'Jf)oyu, V (If¡r 1U111!l/(¡I;I , 111 h)',i'1 rnUIl'lff¡ 

1.40.A.342 A, suslc ntadn por tll CIJarto IrltJWllll (',(IIIJOI: I(11I . ,fl MI,jiul;, 

Administrativa dol Primor Clrr: lJIlo, ViAlbll¡ (m ~¡ (llt!r1! II . rlIJ ,JIlt!"AIlI ,I() Ir, 

Federación y su Gaceln, N OVfJnfl 

'llllfllltde marzo do 2002, páglnn 

r {JlfI(¡ 11, f.I¡HlJ",t¡f'I,dl'lIlt', I,t 

(lO(JIJl lríIlfJlf.I!J(lijJII!I , 

\¡jIA 

r 

b MINIS1RATIVO. (L Aero OUI LO 
A PARTIR DE SU NOTlrlCAClóN 11)', 

procodlmlonlO1'l q (J~.l nlJloC(J b 1('1 pmil rll ;')~l rr(11I1Ir 1:1 iIf,!I'II'Ir,lj 
administrativa rl r.,llIdo dl'llJ'm ;,ul.,I"rrofJ " 1'," ¡'ffllelplI,'1 d., 

(JIICllt)a, IWjfdldad, plJl,j¡I,ld:,,-, '1 "'JI",;, lu. 

ndmlni .. ltfttl '/fJ. '¡UfJ 1,., 1" 1,/lf¡rll,r!/; ,I,i(¡n tlr, 1;, 

dol# tn(!o con I:J QUl] I;ulrllln!,n rJll,hw, r¡rou,rJlrrlifJ""I'J, 
'>Uf! (,,!mnonl fJ'1 dlJ 1,llt,fil,,!; 1:, pul,hl~IIIr,'J I !jll', 
d o nllhl!cO';lór¡ ';lJ;i!l¡]rJ ',11'. (,I',(-It", ¡"Jr1 

IAnto, la nOllfktlf;l(m 'J'I I:i k!lrr'l:l 'm I¡III, 111 (",11/ 
r,omunlca a I :j~l pml(J'i ()'¡Im, 1,I)(l'.I!(;!Jt;rV,I:' dI, 

:1n, I)U(¡S nrl 'J ', f¡ulli.lfmj'J qWJ "" d'JI,!I, rrJ li, 
la a¡jminl~jrrlr.¡6n, alnfJ qUI' ,,1, Impl,r¡¡U'¡(J ql)l: HI:tjIJ!J ;1 

d o Jos pm11r.ul¡m Jli () adminrfMwJlj'J P{.r;, qql¡ rJ"JdlJ/I,;, I,!!,. 
Es alli quo a lr;Jv(Jf! do 1" 1"I1¡II!lr,:,r,j(m 1<)'. IJ:nUI.UI"II", 

f',oooc..on QI amtnnld{J d(11 ar,1() I 1¡'¡lo :1d'llli(J((¡ !J1,Ull~I,' 

conOClmlonto I()s fj(lffnilrJ 1(.la(,,~¡lm rl( Iln I,U (;I')(1 lr" Por 

! sig-uionto, la Oh';¡KIIl ':>*J con';llmn Wl ¡JI fflIJrf!I¡nt/J 1m qUI) IJI 
resado a QUlon va du1ijldo (JI {lIAr, II¡m;, uml)I;HllIIJf'1to do hU 

iSlencia, contr.nidO, a lconf',(/ V (¡If;dw, ',inl,ul:t!IJ(jII'; nI) ImIIJ'>. ni 
) la focha de su emisiÓn, y:¡ '1WJ, 1m /J'¡II) 1;,,',1"), f,t,lrl p')drí" 
ofoct08 en snd,¡ adrrllnistrallvrI • 

Luego, al ostar probado en (JI (;I,pr.i(JlfJfll(l (~II qllO ',(j ,)ctÚD 

QUet solución Impugnada luo dol conoclmj(:fJtrJ IIr, la :-tr;!(¡r'í1 ni día 27 

de I de 2016, es incuestionable qw: yu habillrl traf!l;wrndo (:11 

los treinta días a que aludo el arti(;ulf) 60 (J(¡ I,J L fly r (;dr;wl (lo 

P~imiento Administrativo. 

Bajo esta tesitura, es incuw;llunnl;l(j qllo nn (;1 (;íJ!JO !,O 

la causal de ilegalidad contemplnda f;ll/JI Hf\l r;III(J ~J1, fr ilr:d6n IV 

de Procedimiento Contonr.IO";() AdminiMrallvo. ya QUO tu 

lo f¡Ua obliga a I11',I/J lu¡-gadm ti 
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11.- NO SE SOBRESEE en el presente JUICio, P''"J( kA IW"JI~"', 

y fundamentos indicados en el Considerando Tercero df;11 pre~\(, !;tl", 

111._ Ha sido procedente el Juido promovido 

SERVlCE. S.A. DE C.V. 

IV. La parte actora ~ los extremos de su pffl:' 
. ,;/f. -" ,. 

v. Se DECLARA NULIDAD 

resolución Impugnada. por los motivos y funda,,:.¡z:!;; 

Con.' .... ndo último .. , P7R1f3t'J'N AL F. 

VI-- NonFlaUESE. ¡ F I S e t, 
C: ALA 

juiCiO. Titular de la Primera Ponencia d 

Alejandra Martlnez Martinez, Secr, 

AMM 

la 

>'" t \ 1-\~ ,i 
SALA REGIONAL DE CHIAPAS. 

EXPEDIENTE: J087115-19.01 . 1_ST. 

ACTOR: GREASE SERvICE. S.A. DE C.V. 
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loS slguiOntos !llotlVOS de I!lV3lidez., puos por 
¡ del ar1iculo 238 del Código Fiscal de la 

nulidad citad., y excluye 01 estudio de las 

aplicable por analogia. la tesis de 

..M¡jJ¡¡\lfdAi\,istr.~. visible en Semanario Judicial de la Federaci6n y 

f:trA~sa9iIft534, la cual es dellenor siguiente: 

I1UlIDAD LISA Y LLANA PREVISTA EN EL CÓOIGO FISCAL DE LA 
• EDERACIÓN. SUPUESTOS y CONSECU ENCIAS.- Confonne al 

artIculo 239 001 Código Fiscal de la FederaCión, las sentencias. 
dellnllivas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 'J Administraliva Que 
dectaron la nulidad pueden ser de monera lisa 'J llana cuando ocurra 
alguno de los dos supuestos do ilegalidad prevIStos en las fraCCiones I y 
IV del articulo 238 dol código mVOGado, to Que se actualiza. en el primer 
caso, cW:lIldo existe IncOmpetenCia de la autondad Que dicta u ordena la 
resolución impugnada o tramita el procedimiento del que denva 'J, en el 
segundo, cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaroll, 
fueron distintos o se apreciaron en fomlD equivocada. o bien, se dictó en 
contravenCIón de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las 
debidas, lo que Implica el fondo o sustancia del contenido de la 
resolución Impugnada En ambos (;.,sos se requiere, en principio, que la 
Sala Fiscal realice el examen de fondo de la controversia Es asi que, de 
aclualizarse tales supuestos, la nulidad debe declararse en forma lisa 'J 
llana, lo que impide cualquier actuación postenor de la autoridad en 
razón de la profundidad o trascendencia de la materia sobre la cual 
inCIde el vicio casado 'J que determina. en igual forma, un contexto 
especIfico sobre el que existiré cosa Juzgada que no puede volver a ser 
dlscubda ." 

Por lo expuesto y fundado, con apoyo en lo dispuesto por los 

artlculos 8 y 9 aplicados a contrario seflSU, 50, 51, fracción IV y 52, 

fracción 11 , de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se resuelve: 

1.- Ha sido infundada la causal de improcedencia y 

planteada por la autoridad demandada. 
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número 5860752 de 25 de ayosto de 201!J. tnmkll1tc 1<1 cual el Jefe de 

Departamúnlo de ServiCIos de la DelegaCión en Chiapas de la 

Procuraduría FedAral del Consumlrlor le Impuso una multa en 

cantidad de $12.788.91. por Infracciones a In Ley Federal de 

Protección al Consumidor 

2 Por auto de ocho de enero de dos mil dieciséis;. se 

desechó por extemportmea la demanda lI1erpuesta por la hoy aetora 

3. Por esenio presentado en Id Oficialía de Partes de esta' 

Sala el veintisiete de enero de dos 11111 dieciseis. pi C. Ornar 
Mond,', . TV';"'" ',~ 

a90n Guzman. en rcprcscntaClon le].ll de GREASE SER h .. ~ ,; .• ; 

S .A. DE C .V ., Interpuso recurso de recl.:un<Jc.ón en con tra del acuerdO 

deSCrito en el punto anterior 

4. Por auto de dos de febrero de dos mil dieciséis. se 

tuvo por admitido a Irámlte el recurso de redamilClón Interpuesto por 

la parte actora y. segUido el tramite conducente. mediante sentencia 

interlocutoria de fecha dieciocho de abril de dos mil dieciséis. se 

resolVIÓ el Citado recurso en el sentido de revocar en todos y cada uno 

de sus lérminos el acuerdo reclamado. 

5. En cumplimienlo a lo ordenado en la sentencia 

interfocutoria deSCrita en el punto antenor. se emitió auto de idéntica 

data. mediante el cual se admitió a trámile la demanda en la vla 

sumaria tradicional. y se ordenó correr traslado a la autoridad 

enjuiciada para que la conteslara dentro del término de ley 

6. Por oficio depositado en la Administración de Correos de 

México en la CIudad de México el dos de junio de dos mil dieciséi. 

e ingresado en esla Sala el nueve siguiente, la Directora General de 

lo ContencioSO Y de Recursos de la Procur~uria Federal de 
eonsumidCJr formuló $U contesIación a la demanda 

" 

~-

~~~~~~;. 
,$,,~ 

.DE~A: .,. 
. , -.' 

/1 l' " . ;-.1/\ .HIA\,¡Vi 

r lIpr ')IEHI r· JüC}711', 19,(J1-~ <;T 

J\C rOl( ,Hr I\";t :';1 RVlcr S.A. OE 
CV 

¡-'''AfmA'II\. Jf I r or 
Id '\Hl#\Mt N'"O tJ[ ~rl\VI(.IOS or LA 

G¡~CII N l N :HII\P/~~:' Of LA 
'!I.i\r ImA fr DrR/.1 orL 

r..a: "~':I~)OH 

M.o\GISTRADU tNSTRUCTOR~ 

LlC[NCIADO LUIS ALFONSO MARIN 
fSTRAOA 

SECRl:TARIA DE ACUERDOS: 
~ !"'~lH:..·IAt.I,l-... I!f.' _NDA ESMERALDA DE 

l~ <;, r.1 ;NC·~A 

.'~II;_ .IO ~I'rIAKtQJ.fV.DICIQNAL 

~"!liI!.\aA !l.~lID'A 

! u."!:¡ \ 1I!lt'f!¡':' '. :1'''p.1 d uno lIP diciembre de dos mil 

dieci::>éis \'1' :fl'. (1:-", ,'.1 "'!" dIHI"· ", .11 l' ..•. .I{;lu:l. el ~,u::.cnto 

I .. I,ICjI·;trél'!O ll'HIU;¡dl.> U.JIS ALFONSO 11I!.-\r{'N ESTRADA Instructor 

er, C'! prc'~,el1(l' JUldO y ',¡(III'H dt-" I t $1":'9u: .• '.¡ :~'!lt·I"~I¡¡ df' esta Sala 

Region;¡j de Cruilpas del TIII'1I1111 Ft~dl:!.11 de Justicia Fiscal y 

Admllw;f'L1tlva. anlf-:' 1;1 Secff'~.III:l dI' f,(:J(!rdu~ LicenCiada Brenda 

Esmeralda de Coss Chanona el! los términos de los artículos 58-1. 

58.2. Ir.tct"IÓn "1. ~ 58·13 (le JI Ley Federal de Procedimiento 

onten 1~'1nIUIISIf<lh 010. proctJdo ·¡ver en definitiva el 

t-n l. ulentes térmm y 

RESULTANDO 

1. Por escrito recibido en la OIicIalla de Partes de _ Sala 

I diez de diciembre de ... mn quince, el C. Ornar Mc>rt<iiag6n 
uzmán, en IJp;"'l!ad6n légeI dé GRaA8E SEIMC.t. it/lDl: 
,Y.; demandó k;"I.úIId.Wt''''-1a ~ conb.nlcJe en el oficio 



 
 

 
 

 

s ig Ule ntc, 1,1 f),,~,~ 1",,, ("'I"·I.1 I '¡~ 1,,· .. e''',I''11\ ,,,,,(1 y ,k I~(', w~,u~ (tI' 

Id Procul, " hnhl 1 .'dl'I.11 (j,'1 (:1'11'.111111<1"1 1""l1ulo .U (olll"'.I,\I,nI1 ,1 1,1 

,lJllpha(:lón df' dl'lll,1I1(],1 Y !11(>(II.mj ... ",u'·ldo d(' 11'(Jld troce d e 

Sopllo mbrc dol ItIlSIllO a no r.e tuvo no' C{)l\I~'~j,lf!,l t .• dl1lpll.l<l"l1 .11,1 

dCllliJnda y :>\' lI\dlCÓ d 1.1~, P,lItI ~ (jIU' pOI 1',ClrlO fmlllllt,II,II) _,11:; 

,1Ieq;:1I0S elnlt':, eJe 1,1 It~ch.l ~,I'I\.ll;ld,1 P Ud 1'1 CI('(f!(' de U\:,IIUUIOIl 

derecho que no fuc Clcrcldo por 11111\1111\.1 de Id:, pilrtl'S 

13, Por aulo ,re vClll l o de octubre de dos m il diec isOIs. ul 

Magisl rado Instructor, lorn,rnOa el1 ('.on:.ldt'l,lclon qlle no eXI:;II,l .¡IQuna 

Cuestión pendiente de r('~,I)lver y '1' H' 1I111)1(lIel,""l (liclat ~enICI1CI.l on cfle.. 

asunto. 0/1 los tell1l1no~. del ,1111C1l1o ~Ji\·12 de la Ley f"cdor,"ll p~ 

P rocedimiento C()lll(,'I)(,I\}:~O A(:llllrll~,lrdIIVI). Ilcd.110 corr.Ki.a ·Ia 

ins truccIón del/ulelo 

CONS I DERA ND O 

PRIMERO. lstü I n ~;'(1Jctor es competento para c11ctar 

sentencia en eslo ,1:;lIntn. en lo~; 1(~n llUl():" de 105 .u hculos 58- 1, 58-2 . 

fracciones I y V. y ~)H Ll de 1,1 Ley ~odm ;J1 de ProcedlOllcnto 

Contencioso A dmmlsl ra tlVo e n vigor hd!'.til el 1J de IUIlIO de 20 16, 1. 3, 

28. fracción 1, 30, 31 tcrcer parralo. 34. JO, Irilcclón XII. de la Ley 

OrgáOlca del Tnbunal Federal de J U5hcl.l Adffilmstrahva. 9, pnmer 

párrafo. (racción 111 . 10. primer p¡'uralo. Ir.lcclones 11 y VIII . 21, pnmer 

párrafo, (racción XIX y 22, primer párrafo. fracción XIX. del 

Reglamento Intenor del T nbunal F I de JusticIa " Iseal y 

Adminislraliva, dado Que la resolución IOlPuanada ubica en la 

hipótesis contempl, 

Orgánica del Trlbun 

artíc.ulo 3 de la Le 

SEGUNDO. La e><lslencIa 

encuentra acreditada en los 

,olUCfón impugnada se 

artlculos 14 y 46.1racción 

~ Conlenlllolo AchinistraUvo. 129 l. * .. Ley Federal d, 

/11/1111 ',IIJN/l1 [,1 (.ltlAr/\,., 
I <1'11"11~lr 1"'flll"',Q1"'!SI 

~<- '!t: /1' 1011 1.1'1/1',1 ,>II'VI(..I S /1 IIf (. \1 

,~ ',.:. ... 

1',,1,1< I"·t.j,, ,j, I tU'1 rll' JII' IU' df' 'Itl"l 11111 dICf:I'r., 

11111" 1"'1 "u,r,·· 1.,,1.1 r,1 d'-I)' 11,<1;1 '( ,- "torer" l' r. ""> ." "" t pl:./'" 

j,'q,1I p.I,.llnrl1I1JI.II ',11 .. 1111'1"" 1"" .1.1"'·tl1;",d 

8 M,-dl;'lIh' .... , 111') Ilr'~:,"111;ld(, f-II 1,1 (¡!" '-Jj, I d.- P"n.,· .. dr, 

.::,1_1 ' •. 11.1 t-I vcin tuu lo d(. JlIIIU) ele do .. 0 111 dWCl')eis 1<.1 p.,rtl, at.lor 

11)!t·rllll' ... ("1111';<) Ij¡· r .. 1 I:UI1:1UI/II .'t, rllltlr:1 f~r::1 -,. '1,",rl1., r:le~c(¡l() ~n ~ 

punlo .tllll'rII)1 

9, Por;1( l!fndn di! '.>/-h:¡ veinticuatro de Junio de dos mil 

dleclséi!J C;f! illlITuhó .. Ir:'uTlllp el r.'UI(';f) df< rr:t:larn'lcIOn Interpuesto 

por 1 .. p.¡rll· .I<-Iur .. '111'> IIJ<' 1I.";Ullr, 1.011 ;lntl'f'Ufld;-¡d y !:.e otorgó a la 

.111101111,111 ,hm l.llld;ld:, 1·1 pl,l/'o h"FII f!.If;1 qUf! 1II:lfllh~~.ldra \o que a su 

flt!rel,/If) f:'JllVlnlf'r; 1 

10 Mf!'drnntf' w.cuto pn:'.enlado en Posta Sala el 

veintinueve de junio de dos mil dieciséis_ la parte adora fomuló su 

ampll,lcrón a 1 .. dmlliJnda y por ilulo dt;o c uatro de julio de dos m il 

dieciséis. se luvo por formulada la misma y se otorgó a la autoridad 

demandada el plal0 legal parn formular su contestación respectiva 

conducente. en fecha _ da 

1IIsoIviO el recurso da 

11. Seguido el trámite 

•• pII. mbre de cIoa mil dIec ..... 

recII'lrnaclón qae fue InterpueIIo P« 
acuerdo de techa 10' de junl 

conleslade 

reclamado. 

.. demencia 

canino del 

11M .... 

acuenIo 



 
 

 
 

 

Fe .. I"r,11 ,lo p" " ",1011''''''('' ( ,,,,1,,,,, , , ,,,, 1\.,lnl"""lt.II,,,,, 

L', unl'n'(,]f'¡', dd,.r,H, qw' "11 d ,H 11",010 "OCIO'" ,llwlld" no ',{' o'd"n6 
C(,P'" (1,1 ... 1.,01" d 1" "ul""d",1 '1"" 1.1 h"y 1"',110"1110 ,,"11,11.1 ... m1() 

"w"lu';I;U],1 "n r.h'on ;¡,~ '1"': (",(,1111<'5 f'n Il'W<l)I1' I,-¡ dI' un ¡Hlw"i'lo 
con (,I qWl \,/J ''''(''(11''110 k:;,'<:h,J! p'" 1l0101l,JIl1/,nh' ",lPlou,'¡"nle 1,1 
11(,)111,111011,1 ,1" nlJl~I.J,1 

1\.1 "'¡"t 'le, n""III,1 .11,1" ,lbl.) p"l ""'¡\')'!1.1 1,. Ir)',!',' "¡"I."I,, Ilwneru 
'<.X120 It , 1\., '-'ll"ll,nl,1<I,1 11;\J (,1 ~"'!lUlh¡') Ir¡ll\!i,dl t.uh'ql,l,j" (I,d 

VI'W~lm" f'flm"r C"I.l"ln 1'111>1" ,101_1 "11 /'1 :;"flMI1,n'o .111<11<.1:11 d,~ 1" 
f't''¡''ld' ",11 y SU r,."I, '-1.1 """"''''1''111.1'''111>' ,,11111''' 11" Q"I'IIf'lllllll' (1" 
20nO, VISI!>I(' ('11 1,1 P.Jq'(l,1 BOl rllmo )..11 N()"I~n;I lpor,l, qul' f)<; dnl 
lenl.lr ~lqul"nl" 

. <" 

" RECUR SO DE RECLAMACION FISCAl. CASO EN QUr. NO "t;j: 
PROCEDE CORRER TRASLADO A LAS AUTORIDADES QUE . 
FUERON SENALADAS I:.N LA DEMANDA Dl NULIDAD QUE f'VE ¡.. 
DESECHADA. Oc la ICLlulil d/~ las dl~pO~IC'IHW~ r.olltcmd<is nI'! k:.i. 
numeralos :.:'42 y 24J (Id CO(!lqll fl~.ill r cdl'fill, se Inlll~ rc que el 
re(;urso de 1t~c1;Jmdcl()I) ,1 qun Ins rnl\,n\O<;, ~f! "onlr<l ('n es'proccd~nte 
pilm (;omhahr rcs(l\uclon(~~; !l1(~dl<l<11(' 1"5 CUdlf'S el M<lqlslr' ldo 
tn~ l rllrtor .. dI11l1,1, !l1)"f'(h" n lenq,' por nn ~n)senl<1da I. l Ilenl:1nda o 
s u amph." "IJl, o lil t;onlp<:litt:I<HI " 1<1 dun ];!lhl;) () SU ,1I11¡lh,lt.I(lI'I 

adllltt<l n ¡!p·¡pchf' alqun,1 pHlI)I),! dnt;ldp o nlCQU() el SOhmM!Imrcnlo 
dlll JUlClO_ 1> bIen, que .11111111.1 n r"dl;lI,e 1, 1 mlclvenclón de un tercero 
extraño ,11 JUICIO, hlpoh'sl" .'11 I.I:~ QUil. ¡n¡!elnc!Ij¡lcrnenle, sr) dehe 
coum 11,I!>bdo .l l,-¡ (;Onll dl';)rln C'JII d u~ullo f~n quc se haya viller el 
.,Iuoldo .ccurso d(! Incl.l!lJ.1u¡l11 ::;In emh .. l r4(l, de UII<) :1def'u.l dil y 

SAl A IlIl.ltlNAI LH LlnA!'A'" 

• 
'~ t ... · 

r \I't 1111 NI! 30'1/11',1') 01 ~ 51 
A,'llm \;111 A'ir ... t UVU,I, ... A nr e,v 

11.' ,1,'1 \ ",1",,11",10'1 .• 1 ,11 1'(,,,,·,III1II'·'I!()'. (;lvoI('1, dI! ;'I,l!C,J(,I(lll 

"l'll'h"I,1 1"" 1.1 I'\ll,ill\'l'"' '1'1\' d" l"; 1 11",01111:1011 ),,1(" 1:1 .u.lo!" Id 

1'1"1,11,"'1110" H't ,'n'l,'td.! 11<11 1.1 ,1\l1<1lt",I<I "111111< I,uld dllUltlllll;¡r 

\1,' ,,", ,1,., 11'0 d., d.'n),lIll1.1 

11 RCE HO" I'UI lt.II, II"I' dI' UII, ! ClJt'~[IOtl d,~ urdl.'lI públu:;o 

.... ";!ud,\, p.I'1"/I'llh' ('n d pl\'~;t'I1It' .lp;Ir!,l do ',l~ t·~.ludl"r;ll;1 cólll$<l1 de 

1I1llllllt'I'\!t'II,"I,r y ~;()t)tt";I'u l ) t('nlt) I!1VOC:ld;1 por I¡] ,lu to ndad 

dt'I11.llltl,ld.1 dI hlf!1lu l, lI su conh'sb non ;1 1<.\ (j"rll<.uul; . en la que de 

'OCIl1.! 11\1'dlll,1I S\1~.llt' rlt' In ~,Iq\llt'n te 

l "0 IU I1t1,I'l lt't l[P " 11 lo ,h',p lll~s lo t'1I 1\) dlspue ... l o por los 
.lIl lnllo--. H h.tnlOl I IV y!) h.ICUOII 11 (h~ 'd lfc<y r edl;'ml d (J 
1"'ll"'lhn m·nl ll COI \!t ' t l ,'IO"(1 Adlnu lI·,trilhv,', I~n w laClo n con 
,11\""\110 ~,~l-;' 111'11111';1110 ol dl'II, Ul ltt ~ n to I"qal Vlllt' lIle. t·1 pre5t~nte 
IUWl n 1I",olt ,1 1I11PI'lt""I!t'lIh' por lo q,,(~ u ";pt ' Ll a i-l la Illu lli-i 
11111111\ )11. 101, 1 "'d, 1 V",> qu. · 1,1 d.'llldnd. 1Il1\' 1.1 ml ... rpllsQ e n form a 

t'"kltll '(l1.1I11', 1 

A JUI(' IO dt~ 1 su~;clllo M'\9Istr: ldo Instructor la causal de 

lI11pron.t!tmCI,l y snhreselnllelllo Invocada por la autoridad 

demandada df>VI~Ilt! inoperante en ralón de q ue sobre el tema en 

piJr tlculm. esla Silla yil e tllll!ó p ro nuncla rme nto al resolver el recurso 

de reclamación IIIlerpucsto por la parte actora en contra del acuerdo 

de fecha 08 de enero de 2016. , I~vés del cual se desechó por 

e.lemporénea la demanda en la vla sumaria IradiclOnal, visible a fojas 

50 a 61 de 8ulos. en la que en los considerandos segundo Y tercero, 

se resofvió lo slgulenle 



 
 

 
 

 

T.l' como lo dIspone el precepto lurichco anl(,5 mf>nr.ion,ldo. <l~ 
momento do que 1.1 i1utond.ld dUfl1"lIld'lda tlmlllo su rcsohJclon, 0111111 
s,~ñalar los recursos Procednntes pilra IIllpl"lnilr Id r(!~Oluclon 
<l<:lmlnlstr.l!lva emltld.l el 25 do ago sto do 2015 . p,lI"\i(;ularmnnte I,J 
eXIstencia de la VI1l SUnl<lna y la Vl<l ordlnnnn tr;ldlclonal. en lag que 
los terrlllllOs para su InterposIción son doc: 15 Y 45, dl3S 
respol:hvamGnte, i10te lal ClfCL!r.l;I<lncia y <11 convalidar ,,, OmlSIOn do 
la dem.mda. esl" H Sal", ReDlonal impIde ;, m< represenl;¡da un 
acccsü ülcCII\(l <el la junsdicclon, f por ende Iral1sQmdo el derecho 
humano de acceso ~l ¡a jUstlCld. Situación que debió pondewr por , 
esta H Silla Roglonal toda vez Que la misma se encuentra obligada 
a exammar el presente agravIo por eslar fund<ldo en una norma . " . 
Juridlca que vulnem el derecho humano consagrado por la Ca" Q ." ~.~ 
"'Iagna '1 por la ConvenClon Americana sobre Derechos Humano9" ... ~.,...:;.~_ " 
sustenta lo aqui argumentado el Siguiente cr lteflo emitido por el 
Pleno de la Sala Supenor del Tribunal Federal de. Justicia F. isnal~"'Y 
Administrativa 

VII ·P-SS·110 
" CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁ FACULTADA PARA 
EJERCERLO.- (se transcribe el toxto) 

Resolución emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación el veinticinco de octubre de dos mil once. en la solicitud de 
modIfIcación de jurisprudencia 22/20 11 , se dejaron sin efectos las 
JUrisprudencias P.lJ, 73f99 '1 P./J. 74f99. en las cuales se señalaba 
que los órganos Jurisdiccionales y Magistrados del Tribunal Federal 
de Justicia fiscal y Administrativa debian declarar Inoperantes los 
reglamentos o nonnas Jurídicas de caracter general; balO la 
consideración. de que solo los tribunales del Poder Judicial Federal 
eran competentes para analizar y resolver ese tIpo de 
planteamientos Por tales motivos. el nuevo orden constitucional gue 
impera en el sistema luridico mexicano a partir de la reforma 
constitucional de 10 de junio de 2011 tos Magistrados del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligados a 
examinar el fondo de los conceptos de impugnación en los cuales se 
plantee gue el acto impugnado esta .. 

Una vez sustanciada )a obligactón que tiene esta H. Sala Regional 
para examinar a fondo el presente agravio en que el que se plantea 
que el acto impugnado está fundado en norma jurídica que w lnera la 
esfera jurldica de la persona moral que represento y que se hace 
consistir en la acucioSidad de determinar sobre la oportunidad de 
representación de la demanda de nulklad ingresada a través de la 
oficialia de partes de la Sala Regional Chiapas-.r abasco del Tribunal 
de Justicia Fiscal y Administrativa. no obtente la obligación que tenia 
la autoridad demandada de mencionar los recursos procedentes al 
momento de emitir la resolución administrativa dictada el 2S de 
_ to do 2015. bajo el expediente PFC.CHI.B.3/000700·2014. en la 
que si bktn Indico la procedencia de recursos de revlsM)n y el termino 
para su interposición. omitió observar lo previsto por el artlcuk) 3 
fracd6n XV, en .. que debió mencionar la procedencia det Juicio 
COllt .... IOIO _ . detellando la via correspondiente 
<_ -. o aumarIa). ademél det termino par. la 
~111111, I:~ .do_ .... de laa dlchos vtao (45 o 15 dlas). para .81 

SALA REGIONAL DE C HIAPAS 
EXPEOIENTE: 3097/15·19-01·5-ST 
ACTOR: GREASE SERVICE, S,A. DE C.V. 

como lo previene el articulo 213 dl;ll Código Fil'oC::11 dn In Fe<fcr;l(;lón. 
porque en la hipóteSIs contmna, de result.1r Infunch,do el recurso do 
reclamaCIón y confIrmarse el auto desechéltoriO de la dCIl);lnda 
natural, obVIamente. nlngun<l afectaGlón so producir" <) los dcrCt:hos 
sustantivos o adjetivos de las autoridades que fueron Señi.lléldils ún 
la demanda de nuhdad que ha sido desech,1r1él. Concluyóndosc de lo 
expuesto, en suma, Que el preCitado recurso de reclrun<1ción debe 
resolverse Lmicamente tentendo en cuenta los é!gmvios quo formulo 
el inconforme Razonar en sentido Inverso 1"1 10 ;:mtcs consl(le( • .ldo, 
serié! tanto como desconocer los prinCipIOS reguladorm¡ de indolc 
procesal Que rigen y deben imperar en toda contienda Junsdicclon,,', 
con inobservancia a las formalidades esenciales del procedUlllento, 
asi como él las garantias de legalidad y seguridad Jurídica que pnra 
todo gObernado estatuyen los articulas 14 '116 de In Carto Magna." 

TERCERO. El recurrente 01 plantear sus agravIos expresó, 
textualmente lo sigUIente 

"() 
Único.- La omIsión en que ocurrió el Ma.9!§!mdo Instructor pa@ 
realizar el control difuso de la convencion<1hd:td ex anido par<l 
admitir trámi te la demanda de nulidad dentro de! térn:uno de 45 dlas 
que prevé el artículo 13 de la Ley Federal de ProcedimlenJQ 
~ontencioso AdministratIVo independlentement~ __ ~te que 1<1 
transmIsión del luicIO este prevista por las dISposic.;,lones que regulan 
su sustanciación en la via sumaria Violando en perjUIcio del 
demandante el derecho humano de acceso a la justicia efectiva 
tutelado por los articulo 1 0 y 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 25 numeral 1 de la Convención 
Americana de los Derechos Humanos toda ,!,~z que la autoridad 
demandada Incumplió con el reqUIsito previsto por la fracctón XV del 
art iculo 3 de la Ley Federal de Procedim iento Administrativo de 
aplicación supletoria a la ley gue rige la materia de la cual de riva el 
acto impugnado 

Las consecuencias derivadas del acuerdo emitido e l 08 de enero de 
2016 causan un grave perjuicio a la esfera jurldica de la persona 
moral que represento. toda vez que en el contenkto de la resolución 
administrativa impugnada. misma que fue emitida por la Procuraduría 
Federal del Consumidor Delegación Chiapas a través del jefe de 
Departamento de Servicios. bajo el expediento 
PFC.CHI.B.3IOOO7OO·2014. se . omltionln .,-, los I8CU""'S 
procedentes en caso de que" __ '18 InconIonnara con 

- _.'_ -~UIIIIM"proced­do .. ...... __ .... ·,..' poraojonlllor." ........ (45 

_ lo,· " ou ......... ... - ..... . ..-r ... - en" vfe _<15~ __ ¡ ..... __ ... 1oo 

.......... ?' e .... de~ 

t'~. -, Jiv:. do ".l:i'- de .... ... -.. . JI!dIIoa>(S& _ el lB. 'nOO'CIt 



 
 

 
 

 

fjj 

alguna ("[1fllravanr.IÓ11 al orden Juricli~~. tnea.;..'1n!e l.:'"l.l p-ctocc.cn 1";1';' 
dIllpka a lo'" derechos funddmentak's :iel !ilOb~do Do! no e"t.,m...t1O 
Cfl e¡;e ~cntJd, e!'. .:Iet'~r. de cons:ierar el p 3-:0 "'leflOS ~ ... ra I.l 
p"'ClmoCJOn d,;' JUIcio de nulidad en 1.1 VI.1 :::U'11..J.OO tq\ ":.;.,"> tli-l"~. ~JI" 
cuando esta $ea la procedente. seria una sanoon .1E',,:----!":,.COOJl,i,l1 
contra el ,¡¡dmlmsJ:/ado: SIf''I.'e do a~yo a' lqUl :<1.>,,\el1\.:h10. el 
sogulente Cl1!eno emitido por los Tnbul1.1.les Colegl.3dos j", CircuIto en 
el matena Con"llluoona! v Ao:!rn;OiSlr<l:' 'i> .::u.,. ',c: •• h_'';' se If1S.; tan a 

1n!lnuil'-,,1'1 

ACTO ADMINISTRATIVO LA CONSECUENCIA DE aUE L A 
AUTORIDAD NO MENCIONE EN ESTE LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VIA 
ORDINARIA O SUMARIA EN SU CONTRA. ES qUE EL 
AOMINISTAOQ GOCE DEL PLAZO DE 45 OlAS PARA 
REPRESENTAR SU DEMANDADA (INTERPRETACION"". 
CONFORME A LA CONSTlTUCION y CONVENCIONAL DEL 
ARTICULO 3. FRACCION XV. DE LA LEY FEDERAL DE 
PPROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO). (se trilnscribe e l texto) 

A mayor abundamiento e: ar1i. U"- 13 dI;' ,l.". Feder .... l de 
Procedimiento Contendu,_,_ Adrrl'llsll,:.'Q pre<le ~\Je E'"(lpr-landcmte 
podra eleQlf entre la pmsenla-:')f1 jf! \a demandada en 'a vía 
tradlCional"por esc,mo o. en I,nel) través de SlstCrru de :u",tlCia en 
linea. y leY'.1 VC;;' qtlP ~ P '1C,~p-:V "al -3nte", d"adc '1C ¡.;.re.oe como 
elec,;ion ei u' ti ,'a ::;u'llclrld ~ m ..... 'll"n~:; el(I:;~,1 un ;)fe<.apto ~I 
que prevea ¡a Inler¡:¡ret.."lc. anle l;:, ~lcaO!.'n d'" dICha 
circunstanci.T D>Jr lO que ldl y,":): se 'la expuesto en ac/jp'les Que 
anteceden. e~,!¡) H_ 5a.;1 RegK,"al ¡je en{"Uf!ntra !,E;o¡ta<:1a para 
realizar el control difuso de la wnvcnctOna;ldad ex "rICIO (SIC I 't' 
maxrmiz':H L_1 rJefensa del recurrente cuando flI duecho Lntemo 00 
alcanza para ese fin y asi ev,ta vansgredlf el derecho de acceso a la 
Justicia 

Suponer lo contrario. lIe .... aría la inadrruslble SlJpoestc de que al 
admitir la demanda. el Juzgador tuviera la facunad de hmitarse a 
tramitar libremente los asuntos de su competenaa en La via sumana. 
Slll entrar al estudIO y ponderación de las normas que pemlIten la 
tramitaciÓn de la Vla ominana trachcional, cuando se trata de 
oportunidad en la prestación de la demanda, impcllendo con eIo e\ 
derecho de acceso a la Justicia que se encuentra obligado a proteger. 
ya Que se encontraria facultado para desechar las demandas de 
manera arbitraria. escudándose Uldebidamente en IémWlos de , 5 
días que prevé el artículos 58-2 de la l ey Federal de Procedimiento 
ContenCIOSO AdnuOlstrativo para excusarse de su obligación 
jurisdicoonal 

. - -, ";-".1 
ACTOR OREASE SEPVlr_E. $,. DE c'/ 

lener garantizado el derecho 'k . .) lulr,.j.a ~,fr,...»va . 
como se aprecia de una Simple l~ura <jI'> la rr,...f .... ...:.,...~~ adrr¡in '.frat. 
combatida la cual se adjuntó al <:=s.o:P'~) in...-.,,,I ~r: 
ningún momento se hizo mencKJn dp.1a v~ ......... :<:l(:nc'~ 
se actúa y mucho menos el t(!rmlr~~ par:;} F.,u ... <;r ...... , 
pronta referencia se transcnbe a rontmua'_v,n 

"RESOLUTtVO" 

( . .. ) (se transcribe eltextoJ 

Tal y como se aprecia de la anl9mf !rar¡Y~flV"y""" 1:;, :;'rf.' .. r_-:l<t'l 

demandada fue omisa en cuanto a la 'lÍa pn:..r.mr;r1!'; ~.:.'a!"n¡;.'''''r.ar 
la resolución admlnlstratlVa (ordmana trad'ClOna' o $Jman<o¡. ~ '!o/ ..... 

omitió mencionar el plazo con QU(:- 5(~ r.JJ"<r':,3 ¡;r.a''l rf.¡rr-,.t.a. 'a 
resolución impugnada. ya que lOs térm'0(;5 (;r.lr<:: ",mt .. as VÍ-"'i sr...r 
dlsl lntos y la demanda se encontraba obIlt'Ja1" " V'":'"....t<!.a' uAJ "A:: 

ellos era e l que le resultaba aplicat,f.:::, por lo Q~ tal r .. rr..;s.i .. ,..-, r..;,.J'Y ... 
incertidum bre Juridlca al de 1101 r&Cun'.!nl~ 1O<;j-Or-.'y ... ,,<r. t0'.af j 

completo estado de indefenSIÓn a mI pod"<r<Ja .... l~ $T'!uoc¡(¡r'. q""" ~asi.o 
inadvertida por esta H . Sala RegIOnal ya qu<:: omiLó la ~r/alY"¿;;¡ 
d e lo previsto por el articulo 3~ fracción IV d~ la L<::-j F~~. 1~ 
Procedimiento Administrativo, la cual señala qUf:: ron requisito y 
elemento d el acto administrativo impugnado ~ la autorv.1at:t 
d emandada sebe expresar con toda claMad o::n su r~n lOs 
medios de impugnación correspondientes. de 10 contano tlebe 
a te nderse al mayor p lazo para su rnterposlQÓn 145 dias), Sirve de 
sus tento a los argumentos anteliores vertidos al s..gwente entena de 
JurisprudenCia 

( ... ) 
"ACTO ADMINISTRATIVO. PARA GARAN1IZXAR EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA DEBE IlENCIONAR, TANTO LOS 
RECURSOS DE SEDE ADMINISTRlVA QUE PROCEDAN EN SU 
CONTRA, COMO EL JUICIO DE NUUOAD ANTE EL _ 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y AIlImIISTRATlVA, YA SEA EN 
LA VIA SUMARIA U ORDINARIA PUES, DE LO COIfTRARIO, EL 
PARTICULAR QUEDA SWETO AL PlAZO !lAS AIFUO PARA 
ACUDIR A éSTE," (SE TRAN8CRIIE B. TEXTOI 
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33). '<e 01(:1(') en lo!> l(¡rmlllO!; que se Irélnscnbcn en~e~ut<1a en BU 
porUón conducenle 

( I 

Del c.()I1\(-nl¡jo del auto de 8 d 
M"!II:.lradu Inshuctor ÓC$eChÓO lonero do 2016. sr> aprúw) qUf< el 
SUm,lll<l tradiCional exp~~ d a demanda de nulidad en la 'Ila 
UIJ:C;Jhél en el SUPU~SI0 _san o que la re~oluclón Impugnada se 
58-2 de, la ley ~~~;~~ en las fracciones I y V. del articulo 
Adllllnlslra¡,'Io por lrat d de Procedlmlcnl0 ContencIOSO 
Impone una m·ulta c~ Cars~d ~ una resolUCIÓn defln,tl'la en la que ::.e 
normas éldmlnistrallvasafn ~ a Ide $12,788 91. por Infrar;clQncs a las 
'Ieces el salario minlm~ era es. cuyo Importe ;"10 excede de Cinco 
olewldo <11 élño al momento general vigente en el Dlstnto Federal , 
la Oporlunid,,)(j en la pro de s.u úmlslón , por tanto, para establecer 
al plazo de uinc . sentaclOn de la. demanda. se debió atendé' 
de la ley daqla M~I~~: pre'lislo en el último parrafo del articulo 58-~ ,. -~ .•. 

~ ... tt.'j i'-,:,. 

La parte acto 1 . • ~ ~-*ii.;J-
asum ra rcc ama esa determinaCión porque desde Sil ópI.~ 
rracci~n q~~ el

d 
Instructor no observó lo previsto en el articulo J"': 

ca r ,e la Ley Federal de Procedimiento Adrmnistratlvó ~ 
In arme a la Constitución Política de los Estados Umdos Mexlcano~ 

y os derechos humanos. transgrediendo éstos en su perjuiCIO pues a 
~e~ar de la omisión dc la demandada en señalar la via del medIo 

e cnslvo a su alcance (ordmall3 o sumarla) y el plazo para 
promo~erlal(45 o 15 días). le denegó el acceso a la Justicia sin la 
garantla de. mayor plazo para presentar oportunamente su demanda 
para la tutela efectiva de sus derechos; de ahi que aquella pretende 
que se revoque el proveido donde se desechó por extemporánea su 
demanda de nulidad 

Esta Sala estima que lo fundado dol agravIo único a estudio estriba 
en que la fraccIón. XV del articulo 3 de la Ley Federal de 
Procedimiento AdmlOlstrativo, establece como elemento y requIsIto 
de tos actos administrativoS recurribles que se debe hacer menetón 
de ros recursos que procedan, lo cual constriñe a las autondades 
administrativas como en el caso concreto es la Jefa del 
Departamento de Servicios de la Delegació n en Chiapas de la 
Procu raduría Federal del Consumidor. a precisar en sus 
resoluciones el recurso que procede en contra de las mismas. 

En la i~tchgenr.ia de que el vocablo "recursos- se debe Interpretar en 
un sentido c:.mpho o general en cuanto a todo medio de impugnación 
idónee '! <E;1¡(;az rara combatir dicho actos administrativos. corno 
vienEl a ser ¿1 JUICIO contenCIOso administrativo, ya sea en la via 

surn3na {; en la ordinaria tradicional. 

En ese contexto. en el acte administrativo recurrible consistente en la 
resoludon contenida en el oficio 5860752 de 25 de agosto de 201 
Impugnada en la espet.l~. det>e mencionarse que en su co.rma 
procede tanto el recurso de revisión, como el julcto ~tenciOSO 
administrativo y, en esta última hipótesiS. es menester preasar si es 
en la Via ordinaria o en la vla sumaria. dado que tal sei\IJI8ffP8: 
86 di&cnlcJOOal para 01 6¡gano dol EstadO ni queda • su ~_~ ...... 

no qye se trata de un deber ~~~ 
• .,. pdndploo de iegaIId8d Y -- ,...--

I"'U";~~:,,~~:~ ;~:U~l k;'A 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS. 
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" 
de contOflllld,ld corl lo provi'ito por In mi')r!1i1 cbnslltur:¡ón y con lo~ 
lr;,l",dos do los qua el ost;,¡do ')oa port{J, favoreciendo en lodo 
momen10 Id protección más amplia para el gobernado 

Tmnscripción ( -> 

No resulta inoportuno sustentar los argumentos anteriormente 
vertidos en el siguiente criterio jurisprudencial emitido por los 
Tnbunflles Colegiados de Circuito· 
( ... ) 
·'CONTROL DIFUSO DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO SU 
APLICACiÓN ES DE NATURALEZA SUBSIDIARIA O 
COMPLEMENTARIA DEL SISTEMA JURiDICO MEXICANO" 
( ) 

BaJO estos argumentos, resulta procedente que el resolutor compute 
el término para Interponer la demanda, atento a lo dispuesto por el 
articulo 13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, el cual prevé el término de 45 (cuarenta y cinco días) 
para la interposición de la demanda de nulidad, por \0 tanto, tal como 
se desprende de autos y tomando en consideración que la resolución 
administrativa impugnada bajo el expediente PFC.CH1B.3/000700-
2014 fue notificada el 06 de octubre de 2015, surtiendo sus efectos al 
día síguiente, por lo que el término de 45, inició a partir del 08 de 
octubre de 2015 y feneció el 15 de diciembre del mismo año, 
mediando el 10,11,17,18,24,25 Y 31 de octubre y 7, 8,14,15,21, 
22, 28 y 29 de noviembre y 5, 6, de diciembre como dias inhábiles 
por corresponder a sábados y domingos, además de descontarse los 
días 2 y 16 de noviembre atento a lo dispuesto por el artículo 55 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
así como por el artículo 6° del Reglamento Intenor del Tnbunal 
Federal Justícia Fiscal y Administrativa; por lo que si la demanda fue 
ingresada ante la ofiCia lía de partes de la Sala Regional Chiapas­
Tabasco del Tribunal Federal de Justicia FIscal y Admimstratlva el 10 
de dicie m bre de 2015, la m isma se encontraba Ingresada legalmente 
dentro del termino previsto por la Ley Federal de Procedimiento 
Conte ncioso Administrativo, situación por la cual , esta H. Sala 
Regio na l debe declarar fundado y operante el presente agravio y 
com o consecuencia emitir resolucfón en la que admita a tramite la 
demandad e nulidad en la vla y foona propuesta. 
( ... )" 

PrecI88do lo anterior, para los auocr11D8 MegI8lradoti fnIagranteI de 
- "CuerPo Colegiado Iós io~ ~ par 01 
...,.....,.,""" 'de fa ""ilit' ecIDnI ....... __ en el agravio 
_ "de! ' __ 'niIIIII\IO de'oo _ de -, -
..." te "y ' _ ' jI8I8' '-'eI pnioIIIIcfoJ_, on _ ne"'""-",,, __ 

1I·_ae~ .-
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m.u""., '1"",111".' q\lI' Cllnlm !;U II',.,,,III<.,on p,,, .. ,,(],. ni 'Of:IIf<;O d" 
"'Y''''~''I, <J" 1"" I<'«I'I('\)" ,In I"s .UI¡culo" I:\!, <1(1 L. l . .,y f.,rlt;r;,1 (jo 
Pn'It',T,Ol< ,,1 CI)j'S'.«1"\I,,, y U:\ \lo 1;, ,,,1,,,1,, L"y "o"(lldl ,JO 
p",,,,,,!<m""IIo' Ad",«"..I,co¡,yo, .. n ru.,hrl(l{1 nI) fu" especifi ca on 
sonalar la procedoncia del juicio cQnlcnc,(jsn ;"lm<nI<;I,,,¡'Vr¡ 
;nll1,1<I<l " ql)!' omilio proclsar si os on la vla ordinario o O" la Vla 
SU01.i1na, .ISI C0010 01 plazo on 01 cual se dobena promovorsa y 
ellar 01 procepto legal aplicable 

Esn plúcl!;ión se consodem necesan3 para que el pal11culaf conOCiera 
con plena certe7a la via 100pugnaliva que po(lIa utilizar. porque en la 
menCIOnada ley so conlemplan do!> ¡¡la70S y v ias, n sabor. cuarenta y, 
cinco dias {articulo 13 {¡accIón 1. IIICISO al para la ort!<mHld: y qUince; 
dias (a/tlculo 58-2) para la suman,l, postenores a la nollficaclón del 
.lcto 

la duflclencia descritil. en el marco del articulo 10 de la Con<;lituclól'i, l: 
Política de los Estados Unidos MeXicanos, parl")odo 'Jc 1,1 W<ilmlS,1, r. 
de que en México todas las personas gozan de los (lerccbQ3· l' , 
humano~ reconOCIdos cm ese ordemlmlt:nto y el' ~)S lratadps' I 

Internacionales en los que Intf'rvenga nuestro pais. Implica que se 
pueda optar por lil interpret;H:ión conforme de l<Js norm¡¡,s referenteS 
a esos derechos, en favor de' la protección más amplia de las 
personas yen respelo irrestricto <11 derecho a la tulela elechva, para 
ofrecerles un acceso a la justiCia y elegir aquella que qaranhcc un 
mayor plazo para acudir oportun<lmonte a presentar su demanda de 
nulidad, o sea, el tenmno de cuarenta y cinco días previsto en el 
articulo 13. fracción l. inciso aj. de la ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Adm!nistrollvo. para la promoción del Juicio en la vía 
ordlnan<l trddldonal, con absoluta Independencia de que el 
proccJlffilcnlo que deba IIlstrUlrse por el Tribunal so ajuste a ta via 
sumana Que li:galmenle corresponda 

De esta fcrrna se garantiza que la preten sIÓn del particular pueda ser 
estudiada y se; Impide la irreparabili<iad de alguna contravención a l 
orden Juridico, mediante una protecCión más amplia a los derechos 
fundamentales del gobernado. puesto que de no estimarlO en ese 
sentido. es decir, de considerar el plazo menor de Quince dias para la 
promoción del JUICIO contencioso en la vla sumarla. aun cuando ésta 
sea la procedente. seria una sanción desproporcional en contra de la 
aedonanle aun cuando se configure un incumplimiento de la 
autoridad. la cual incluso resunaria benefICiada por SU propio vicio 
derivado da no aca\ar un deber legal que le alaf\e. en agraWJ del 
derecho de la aquí reclamante al acceso efectivo a la )unsdicci6n. 
consagrado en los arUculos 17 de la Constiluci6n PCllltica de los 
Estados Unidos MexICanos y 25 de la Convendón Arnencana sobre 

Oerecht;<: ~lJmano' 

"ACTO ADMINISTRATIVO. PARA GARANTIZAR EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA DEBE 1lENC1OIWI. TANTO LOS 

,_"" .. ,- ,"'., .... '-1)( JU5",,'" 
.. """""', .... "v .. 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS 
EXPEDIENTE, 3097/15-19-01_5·ST 
ACTOR, GREASE SERVICE, S A, DE C.V , 

n .•• 

cOllsagr¡ldos en los or1iculos 14 Y , 6 de la Cons11tución Politlca de 
los Estados Unidos MeXIC<l llOS 

Esa sltU<lCIÓn se ¡<aduce en que con el objeto de preservar la tutela 
del derecho de acceso a la justicia. cuando la autOridad omlt~ 
mencionar en el acto administratIVo recurrible la procedenc!a del 
JUICIO contencioso administrativo federal. o si le corresponde la vía 
ordin<Jria o la via sumaria. para no ocasionar perjuicio al Interés 
juridlco de! particular se debe asumir la consecuencia de que goce 
del plazo mas amplio para presentar la demanda 

lo antenor, no obstante que el ilrticulo 7 de la ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. señale que la falta de mención en el 
acto administrativo recurrible de los "recursos· (entendiendo entre 
ellos tambIén el Juicio contencioso adrmmslrativo, tanlo en la via 
oldinaria como en la stlllJa()a), no constituye un elemento esencial de 
validez cuya ausencia conlleve su nulidad, porque lo cierto es que tal 
irregularidad si impide al gobernado un efectivo acceso a la justicia 
en tanto que no se le da a conocer el medio de Impugnación idóneo y 
eficaz para combatir dicho acto administra\!vo, ante la procedencia 
de dos vías d iferentes para ello. 

En la especie, tenemos que la autoridad enjuiciada apuntó en la hoja 
6 de la resolución Impugnada de fecha 25 de agosto do 2015 (fOJa 
27). Jo siguiente 

"( ) 
Séptimo. 

De confo rmidad con lo dispuesto en los articulos 3, fracción XV y 39 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo de aplicaCIÓn 
supleloria a la Ley Federal de Protección al Consumidor, se señala 
Que con tra este aclo administrativo definitivo procede el recurso de 
revis ió n , en los términos de los articutos 135 de la Ley Federal de 
Protección al Consumidor y 83 de la citada Ley federal de 
Procedimiento Administrativo.' . 

Es de resahar que el recurso de revisión se deberá interponer en el 
plazo de 15 dlas a que se refiere el art,lcuto 85 de la Ley Federal de 
procedimiento Administrativo. de aplicación supletoria. en tos 
términos del diverso artículo 135 de la ley Federal de Protección al 
Consumidor. 

El escrito de Interposición de recurso de revtsl6n deberé 
presenlarse anle la auIorldad que emiIIt ' la -"'" resolución. de 
confonnidad con lo dlspuello en 01 _ 86 de la Ley Federal de 
Procadlmlenlo AdniInIolratM>. de aplicación ......... ria. en los 
ténnlnos del di"""; articulo 135 do la· Ley Fader8I de P-" al 
Consumidor. 
( ... )" 

Como ... 'r.cm;.. adwrtir de Iá 0IrftpIi0 Ioi:tuno del lUlO -
tranScrlIo. la aulOrldacl ad~ CIemandadó ..... Informó de 



 
 

 
 

 

,. 

A"'p.lrn dilO' fLl 1 71'/() 1 ~,. C!du<wr ',', '~Io.:,,_ '. _\ d,~ e ". } (lo ' jllll,l 
,k '" l!tld(1inll<l. ,d de "oIO!; . P"''''''hl VilO\ur M.m ue! E. ~l ldd,l 
Junq<l ~'e,:¡,'·.UlO Nt! IS(.m J,¡,.oho ~' . II1 " "lS H,lrn ,mdpl; 

l\ fl'P~ tO d,""". l\' 27t,;..:l.l l : {)U;'H";"¡ L(lc,,'l . :., " <Ir' ('V 3 do 
S('pll"'"'Jro no :..'Olf) Un,I''''! · ... · .d da "otos.. 1' , .no-l'\I<1: Enflq ue 
VI ~ ' a r1(lh'.1 Ch, l'Io: S." ' -1.:>131 .' . re·¡ ,wl Eo" lúban LOi" ): S,m.\ 'Wl'\1 

An1p.~," <lw'c!l) 2:'1: :¿O l~) h ,lle , Ir,l f'>ua lo . S, A c1~ C V 10 de 
S8¡,I,,"ml'II' U<.I 2C 1!), Un..l!1lml<iad de volO:; Ponente Ennque 

VdlaOlll'v,1 e h.ove: . S,'crf,l!,lrll): RilmOn Lozano 60fl1.l1 

Amparo mrecto 293/20 15. 17 do septiembre de 2015. Unanmlldad de 
vo10s. Ponenle: Enrique Vllkmueva ChavCL- Secretario: Jorge 
Alberto ROdríguez VázQuez 

~""-:Y* 
Esta tesis 50 ¡Jubhcó el viernes 13 uü noviembre de 2015 a las 10:06 I~: :::Jl;,; 
hOf¡)s en C'I Semanano Jud,cl¡)1 d '~ 1;'1 Fedcr8C1ón y. por onde. se -, 
considorél de ,-,pllc<lción obhg<ll;),id :l p<11111 del 1l'klrleS 17 -00 ,. 
noviembre de 2015 . para los cleduti previsto:> en el ¡Jllnlc M~plim.;, ' 
del Acuerdo Gf;l lleral Plen<lrio 1q l ~(J 1 3 

Desde luego, no es !',Iuce yue 1,1 ;lclora sea una per~ona moral , ya 
que tamulcn cstHular de diverso,", l: '~fechos humanos reconocidos en 
la propia Constitución y en los trat' ldos internacionales do los que el 
Eslado fll1uxlcano es parte. a~i como de las gmanlias nara su 
protecci6n, entre ellos. el de acceso a la justicia. según se definió en 
la lesis éllslada número P 1/201 4 \10a.). con Registro 2005521. del 
Pleno de la Suprema Corte de J:..lsticia de la NaCión. visible en la 
pagina 273. libro 3. Febrero de 2014. Tomo l. Décllna Época. de la 
Gaceta del Semanano Judicial de la Federación. que !;:'jlablece 

"PERSONAS MORALES. LA TITULARIDAD DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES QUE LES CORRESPONDE DEPENDE DE LA 
NATURALEZA DEL DERECHO EN CUESTIÓN, Asi COMO DEL 
ALCANCE YIO liMITES QUE EL JUZGADOR LES FUE. Si bien el 
vocablo -perwna- contenido en el articukl 10. de la Constitución 
PolítiCa de los Estados Unidos Mexk:anos comprende a las personas 
morales. la titularidad de los derecllos fundamentates dependerá 
necesariamente de la naturafeza del dereCho en cuestión y. en su 
casQ, de la fundón o acüvidad de aquéllas. En esa medida. el 
juzgador deberá delenninar, en cada caso concreto. si un derecho 
les corresponde . o no pues, si bt8n existen derechos que sin mayor 
problemaa~umentalivo p.ueden atribulrselea. por ejempk>. los de 
propieClad. de ,acceso a la justicia o de debido proceso. exísten otros 
que. evidenloment" corresponden sólo a las personas fisicas. al 
relenrse a- aspectos de Indole humana como son k)s derechos 
fundame:1tales a la safud . a ~ familia o a la integridad fisita; pero 
ademas. eXisten otros derechos respecto de los cuales no es tan 
-;iaro definir si son atrlbuibles o no a las personas jurídicas colectivas, 
ya que. rrás allé de la naturaleza del d~, su titularidad 
depern>e<;! del alcance y/o limlt .. que el juZgador les fije. como 
ocurre con el derecho a la protección de datos personales o a "­

libertad ideolÓgico 

"-:-":]O .:'"""'. ala actor. en 
j ........,¡. ... al Mntido de 

':~~~~:~ f~;,lJ"I~"'" 
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" 
RECURSOS EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE PROCEDAN EN 
SU CONTRA, COMO EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. 
YA SEA EN LA VIA SUMARIA U ORDINARIA PUES, DE LO 
CONTRARIO, EL PARTICULAR QUEDA SUJETO AL PLAZO MAs 
AMPLIO PARA ACUDIR A ESTE. De acuerdo con los art1culas 10 
y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
asi como 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
el derecho de acceso a la Justicia debe pnvlleglarse. con la finalidad 
de quo toda persona esté en aptitud de plantear una pretensión o 
defenderse de ella ante los tribunales previamente constituidos , para 
salvaguardar que su ejerciCIO no sea obstaculizado innecesaria o 
Irrazonablemente por requisitos de nalurale7a técnica que, en la 
mayoría de los casos. se encuentran en las normas que regulan la 
forma en la que los conflictos pueden ser planteados ante los 
órganos Jurisdiccionales Por su parte, el numeral 3. fracción XV. de 
la Ley Federal de Procedimiento Administréltivo prové que 105 actos 
administrativos deben contener, entre otro,:;; requisitos. la mención de 
los recursos que procedi'ln. lo cual se constituye como un elemento 
imprescrndible para brindar certeza Juridica a los particulares sobre 
el medio de defensa procedente. ante la vanedad que puede existir 
en las distintas leyes administratIVas, En ese sentido , la expresión 
"recursos que procedan", contenida en el ultimo de los numerales 
aludidos, debe entenderse referida a cualquier mediO de 
impugnación idóneo y eficaz para controvertir el acto administrativo. 
lo Que significa que no debe limitarse a los previstos en sede 
administrativa, sino también debe incluir allUicio de nulidad ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. ya sea en la via 
sumaria u ordinaria. pues de esa forma. se garantiza la efectividad 
de ese medio de impugnación. con la finalidad de asegurar y facilitar 
al afectado por el acto administrativo la defensa de sus derechos. 
dada la incertidumbre que. en su caso. pudiera generarle la via 
procedente, incluso, la existencia del plazo de cuarenta y cinco dlas 
para la vía ordinaria y de quince para la sumaria En consecuencia. 
el incumplimiento de dicha obligación por la autoridad admInistrativa, 
implica que el particular Queda sujeto al plazo mas amplio para 
acudir a l juiCio de nulidad. esto es. al de cuarenta y cinco dias. con 
independencia de ,la via que el órgano jurisdiccional estime 
procedente. puesto que la falta de precisión en ese .~speclo no debe 

tradu~rse en pe~ulc;io del dereého de acceso a '" Justicia. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN. MATERIA AIJ/oolINISTRATIVA 
DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO. 

Amparo directo 43212014. VlIoquez Torras Hermanos. S.A. de C. V 
11 de diciembre de 2014. UnanlmldaCl de \lOtOS. Ponente: Ra,,?, 
Lozano S.mel, secretarlo d. tribunal __ para deW"'peI"" 
1l1li tunctoneo do maglltrado. en __ del. 0J11cU1O 81. -
XXII. d. la Ley Orgllnlca do! _ Judicial de la F __ 
Sec;reIarlo: MloeaI Elteban López SOndovaI. 



 
 

 
 

 

" 
De lo antes transcrito se advierte que esta Saln I';¡;oqtonnl. 

¿JI resolver el recurso de reclamación interpuesto por lo pnrtn Dclor<J on 

contra del acuerdo que desechó por extemporánea la domandél orlgon 

del presente Juicio contencioso administrativo, precisó que del e5tudio 

realizado a la resolución Impugnada. advirtió que la autoridad 

administrativa demandada si bien informó de manera genérica que 

contra su resolución procede el recurso de revisión, en los términos de : • .,I~ 

los articulos 135 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y 83~: ~~. ,: 
~ .... . 

de la citada Ley federal de Procedimiento Administrativo, en realidalJO' .... ': 

no fue especifica en señalar la procedencia del Ju icio contencioso '- ~ 

administrativo. aunado a que omitió precisar si es en la v~,?rP,nq~CfI~ 

en la vía sumarra, asi como el plazo en el cual se debería promoVe~ y 

y citar el precepto legal aplicable. 

Ai'iadió la Sala del conocimiento que dicha precisión se 

considera necesaria para que el particular conociera con plena certeza 

la via impugnativa que pod ia utilizar, porque en la mencionada ley se 

contemplan dos plazos y vías, a saber, cuarenta y CIOCO dias (artículo 

13. fraCCión " inciso a) para la ordinaria; y quince dias (artículo 58-2) 

para la sumaria. posteriores a la notificación del acto, 

Precisó también que la deficiencia descrita, en el marco del 

articulo 10 de la Conslilucf6n Polilica de 50s Estados Unidos 

Mexicanos. partiendo de la premisa de que en México todas las 

personas gozan de los derechos humanos reconocidos en ese 

ordenamiento Y en los tratados internacionales en los que intervenga 

nuestro pals. implica que se pueda optar por ta interpretaclón 

conforme de las normas referentes a esos derechos. en favor de la 

protección más amplia de las personas y en respeto irrestncto al 

derecho a la tutela efectlva. para ofrecerles un acceso a la justicia y 
liIegII' aquella que garantloe un mayor plazo para acudir 

oportunamente • praoentar su demanda de nullelad. o .... el término 

da _ta y cincO di .. previsto en el articulo 13. frac:clón 1. 1ncIao . ). 

SALA REG IO N AL DE CHIAPAS 
FXf'~ _ ~IENTE: 3097/1S-19-01_S_ST 
A{ ,( , GREASE SERV1CE, S.A. DE CV. 

desechar por flxlemporAnea ~u (!cm,mda dv nuhnad. a pesar de qUfl 

la aulondad demandada omitió mencionar en Ifl resolUUón 
impugnada el juicio contencioso administrativo como modio de 
defensa procedente. su vía (oldinana o sI/mana) y el plazo en que 
debía promoverse, pues ante esa eVldenle Irregularidad más bien 
debía considerarse el plazo de cuarenta y cinco días para la 
promoción del JUicio contencioso administratiVo, y no el de qUince 
días como indebidamente se hi70. 

Por lo tanto, habida cuenta que la resolUCión Impugnada de fecha 25 
de agosto de 2015 se notificó el día 6 de octubre siguiente 
(mamfestación expresa de la patte acfora), lo cual es un hecho que 
no conslltuye maleria de disputa entre las parles. dicha notificación 
surlió efectos el 7 de similar mes y año. por lo que el plazo de 
cuarenta y cinco días transcurrió del 8 de oG!ul;re de 2015 al ll de 
diCiembre de Igual año, descontando los días 10, 11.17, 18.24.25 Y 
31 de octubre, " 7. 8, 14. 15, 21, 22, 28 Y 29 de noviembre 5 y 6 de 
diciembre todos de 2015, por ser sabados y domingos. asi cerno bs 
días 2 y 16 de noviembre de 2015. declarados inháloile~ en ~I 
Acuerdo G/l/201S del Pleno de la Sala Supenor este Tribunal 

De ahi que si el escrito inicial de demanda fue recibido en esta Sala 
el 10 de diciembre de 2015, se determina que su presentación 
res ulta oportuna. por ende, en efecto es dable concluir que no 
estamos ante un acto consentido, de modo que no se actualiza la 
causal de improcedencia aducida por el Magistrado Instructor en el 
proveído reclamado, lo cual conlleva que la determinación de 
desechar lal demanda por extemporánea es contraria a derecho, ya 
que más bien se d ebió admitrr a trámite. 

Cabe acola r, que esa circunstancia no signific a Que el resto del 
tramite del JuiciO se deba seguIr en la via ordlnana, pues el citado 
p lazo sólo es consecuencia de la omisión de la demandada, pero no 
es indicativo para inobserva r que el trámite debe aJustarse a la via 
sumaria que legalmente corresponde. 

Tal criterio deriva de lo resuelto en la ejecutoria'del 7 de agosto de 
2015. dictada en el amparo directo 13812015, emitida por el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, en la que se concedió el 
amparo y proteeción de I~ justicia de la Uok)n al quejOSO ALIMENTOS 
BONAMPAK. SA DE C.v .• respeclo de la sentencia de 5 de enero 
de 2015. em_lda en el expediente . 141846tl-19-0\<03-03-ST. del 

indica de esta Sala. 

eonseouentemente. en 'vIriuiI de haIier 'reouIIóIdO -- y 
~ lOs argumentos UgItm_ porla parfe'_ --en 
el único agra'lio. para' __ la ~. del ~ de lecho 
ocho de enero de _ mil d ...... dar'4III .. - su 
cIom8nCI<i de nuIIdaéI. .. ...,-.. ~ ion - , .... 
uno ..... t6rmlnoe para el ..... de que el ..... Irado 
tnstructor_un- ................ -_·_ .. 
_oda ..... ·"..·-
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En ese sentido, et orgumcnto que t,) dClnLlndada plnntea al 

formul.:u su contestación ¡) Id dell1anda en el r.entldo de que en el casa 

en estudio se actll'-lIiZil el supuesto de improcedencia descrito en \0 

(mcción IV del artrculo a de In Ley Federal de Procedimiento 

ContencIOSo Administrativo, en relación con el diverso 9, fracción 11. de 

la Ley 13 materia, deviene notoriamente inoperante, ya que sobre el .. ,~ 

particular esta Sala ya emitió pronunciamiento en In sentencia .. : n 
Interlocutoria en comento, por lo que su causal de improcedenCia y; \': , •. ~ 

sobreseimiento resulta inoperante. ·""1.·~j;-~:f 
"'':;' 

Por Idénticas consideraciones se desesUmatl .!p!! ! r 

argumentos que la parte actora plantea al formular su ampliación i,it 
demanda en el apartado ,i) Refulaclón a la causal de improcedencia 

Invocada por la autoridad demandada 

CUARTO. En el primero de los conceptos de anulación del 

escrilo inicial de demanda, que la hoy aclara senaló como Único, 

precisó lo siguiente: 

~Único,. La autoridad demandada no se sujetó a las 
disposiciones que regulan el procedimiento administrativo 
previstas por el articulo 123 párrafo cuarto de la Ley Federal de 
Prolección al Consumidor, así como el articulo 3 fracción VIII 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, toda vez 
que omitió notificar personalmente el emplazamiento a mi 
representada, así como la apertura del periodO de alegatos, 
mfnnglendo las normas procesales que regulan el 
procedimiento por infracciones a la ley. 

En efecto, uno de los actos de mayor trascendencia en 
cualquter procedimiento administrativo lo es ~ emplazamiento, 
mediante el cual se le da oportunidad al gobernado de ofrecer 
pruebas. imponerse de autos y realizar las manifestaciones que 
estime conveniente dentro del procedimiento por Inkacciones a 
la ley, el cual es regulEfdo por la Ley Federal de Protección al 
Consumidor. asl como las conterudas en la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administr~tivo de aplicaCión 
supletoria . lo anterior, con la finalidad de otorg~1f1e la garantia 
de audiencia previa al presunto Infmctllf" y que este se 
encuentre en la posibilidad de aportar etemenlos para 
desvirtuar las posibles infracctones detectadas ya sea mediante 
una visita de verificación o dentro del procedimiento 
conciliatOrio. dicha garantia se encuentra prevista por el articulo 

'R",,,,,,~¡:S~:~~~JUsnc,~ 
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de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminlstrntlvo, para 

la promoción del Juicio en la vio ordinaria tradicional , con Zlbsoluta 

independencia de que el procedimiento que deba instruirse por e! 

Tribunal se ajuste a la vía sumaria que legalmente corresponda yen 

ese sentido, resulta inconcuso que la demanda de nulidad origen de! 

juicio en que se actúa se interpuso de forma oportuna atento al 

co~~enido del artículo 13, fracción 1, inciso a), de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. 

Robustece la determinación anterior lo discernido en la 

jurisprudencia VIII-J -SS·14, visible en la Revista de este Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, Octava Época, de octubre de 2016, 

a página 23, cuyo rubro y texto disponen lo sigu iente: 

"CAUSAL DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO.· ES 
JNATENDIBLE CUANDO EL PLANTEAMIENTO FUE 
RESUELTO EN UN RECURSO DE RECLAMACION. SIN QUE 
HUBIESEN VARIADO LAS CIRCUNSTANCIAS DE HECHO Y 
DE DERECHO EN EL JUICIO RESPECTIVO.· Conforme a la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. las 
cuestiones relacionadas con la procedencia del Juic io. pueden 
ser propuestas para su estudio en más de una ocasión a saber: 
contestación, contestación de ampliación y recurso de 
reclamación; por lo que no hay razón para que no puedan ser 
analizadas y juzgadas las mismas veces. atendiendo a las 
circunstancias que en ese momento priven en el juicio 
contenciOSO administrativo. En ese contexto y partieodo del 
mismo principio. cuando se emita la sentencia definitiva debe 
atenderse a las ctrcunslanCias especiales del caso concreto. 
por lo que una causal de improcedencia Y sobresetmientO 
formulada por la autoñdad en su contestación 8 la demanda, 
será Inatendible cuando se reitereo lQs m~ 8!Qumentos ya 
analizados en una sen"tencia intert0cut0ri8 que resoM6 un 
recurso de reclamación. ·sIn . que hlOy/lll va_ las 
cin:unstancias de hachO Y de der8Ch<>. puesto que de 
considerarse atendible. Impllcarl. ·1a posibilidad ·de que -
Tribunal revocara por si y .... 01 _ propias __ o lo 

cual no .. juridlcamonte pooIIIa." 



 
 

 
 

 

,\jo ~~S:.l 

Jo Stg<Jlente 

Se Irs¡s¡~ i",S rnanlfesLacfO;1t'S anleriorm<2!1k> lr.i=1~cnt.1S S,l1i\ 

falsas ya que en ningún momento se nohf,,-~ó f"('r::.unal:ll~ .... t~ ¡¡ 

mi representada {' <'!iguna olla persona legalm('Pt.:~ ,1 ... 1".,.; .h'~l 
e' .ricio del pracedi,nier.lo tX\r infraCCiones a la ley pl't', :-11' ~~:,)r 

articulo 123 de :~~ Le .. FcO€"ül de Proteccion al Cur.s.lm¡d" 
cTlcunstovlcia qUt a: ser un hecho de c;¡,racter n""9.,)ti ... ~, l 
d<:",nandar:le no se encuentra obligad., el probar, SIOO que .1 1.1 
qu~ le corresponde acreditar con 13s conslano.Js rel.:1ll",<l~ 
dicha c"clInstancia es a la <H.:\cri~:1d demand:ida .'1 la Cli.)1 en 
este acto se arroja la carga prc~·.)toria en I..l <.:j¡,t' susten!e que 
efectivamente en la fecha que refiere se nontleo de manera 
personal a mi poderdante el micio del pro...-edlmiento 
sancion::¡~cH 

En ad,ctoJl1 ,J lo arlenor, SE' preciSol que a esto! OI!:)JnO 

Colegiado que no obstante haber omitido empla.:.;¡[ a mi 
poderdante al procedimiento por Infracdones a la ley. la 
autondad demandada en ningun momento notificó la apertura 
de alegatos. resultando falso el punto numero 5 de! capitulo de 
RESULTANDO de la resolucion adOltnistrat;"::l combabda. el 
cual determinó lo siguiente' 

haber afirmado en lineas que anteceden 
AOIiflcada del 

que 

. ---"", .. 
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123 primt'1 r.1rr,lfo dt, \;1 Lt'Y Il'der.ll dn PIOI!~CL\Ótl ,\1 
Consum,dor, tTllStlld qUt' S(' jnSert~1 ,1 contulIJacI6n pi1r; . <;11 
D~mta !ef~renci.' 

De Igual lom1;;1 el articulo 104 de In menCionnd" nonnatlVldad 
establece las notificaCiones Que por su nélluf¡¡lcZfI deben ser 
practicadas de manera personal 

Ahora bien. tomando en consideración que parn hacer del 
conOCimIento al posible II1fraclor del II1lcio del procedimiento por 
nfracclones a la ley, es necesario que le sea notificada de 

manera personal dicho ncto, tal y como lo establecen los 
numerales citados con anterioridad, ya que se trata de la primer 
nollficación en la que se h:lce de su conOCimiento el 100cio del 
procedimiento sancionador, lo anterior, con la finalidad de que 
el mfractor acuda ante dicho órgano a defender sus derechos, 
ofrecer pruebas a su favor y alegar en la etapa correspondiente 
lo que a sus intereses convenga. 

Oc igual forma. el art iculo 104 fracción l. as! como en ~us 
O.lrrafos se~undo v tercero establecen requIsitos adiCionales 
pra hacer del <"'onúdmiento del posible infractor el inicio dtd 
lJrOCCdlllllenlo sanCionador, disposiciones que se insertan a 
conMU<lCI(.n para su pronta referencia: 

Al10ra bien, de una SImple lectura de los autos que integran el 
expediente administrativo PFC.CHI.B.3.ooo700/2014. se 
desprende que la autoridad demandada omitió dar 
cumplimiento a lo previsto por las disposiciones normativas 
expuestas anteriormente. toda vez que de dichas actuaciones 
no se aprecia de manera fehaciente que se haya noUficado 
personaJmente el inicio del procedimlenlo por Infracciones a la 
ley de acuerdo a lo dispuesto por las normas establecidas pa .. 
talas efectos. las cuales establecen que en primer t6nnlno. 
cuando se trata de la primara notltlcaclón (inicio del 
procedimiento por ill~accIonn ala ley);"""""" _11 ...... _ 
mediante .-adot' o. en 10 ~. po; _ oerllftcado. lo 
cuat en la especie no iIIIonIIIc*l t .. 'lJII 1MI!>hO que mi 
poderdenta no se encuantnr a/JIIgedII 6 pI'OIIIII"jIor _ ... de 
1m hecho negattvo • ....". jlIOINIIDrtII qúe ...... .." la 8\IIIIIkfad 
__ qUIen cIeIIOri 8CI'IdIW .... I.e '~ 
~_ • que .. oumptI6< 'ean' .... dIItIIIlcl6rf de ........ 
panoo"''''da • la tiay . d. '...... .. lnIOIc> di! 
'"Oc: .... h~."" por l,ofI~· "1Iy, 



 
 

 
 

 

.. 
, qUl} I!lnj',Hll.l \'O'dul.\ ( h ~ OOllllo::.l(:Ion di' InclliJ ()H ót:> 

CJwro de ~()!~). pn'\.IO nl.III'IIQ d t ' un dl,l .mll'nOI, ~;I' c!l\plaLú;') 

actor,] par" que t'll un pl.1:n d.1 t!1\'.~ dl.l~; IIIKlIlHd pru('\';)', 1'1>1 ~';C(l\( 

lo que su dt~rt'dlO ¡',IIlVll1lt)f,1 

Ahol.1 blt'n. dt' 1.15 pruch.1S quo obr .. lIl en {'Itll<;pcdlcntc del 

JlUCIO de nulld.td en que so ;JCIU¡l ~(! ddvlcrlcn los siglllimlt~S hechos: 

. .. ~'.-~ 
Out' el conSUlllldor Anmmdo Ekldlo Marlincz Uttiina'\ ~.~._ ... , 

'-;;" ,* 
presento en fcdl.1?S dt' Illllo de ;~O J.l ptC'sontó reclamnqó~ en contra • 

del proveedor GRf-¡\$E SERVICES. S A DE e.v anle I~ 'rip'~~~~~r ' 
citado proveed,.-¡ ;Jo.) hacode efectivas diversas garanUas (faJO 62· der-, 

auto~). 

2. El Jefe d, Depart ,Ji .cnlo de Servicios de la 

Delegación en Ch¡np:<; dt, :.1 ~~:)cur~ld'lria Federal del ron:"lunldor 

a cordó la redam~r¡ón ;)IIItJrior y requirió al proveedor GHEASE 

SERVICES. S.A DE CV pma que se presentara el d ia \ 1 de 

septiembre de 2014 a las 08:00 horas a un a audiencia de conciliación 

y para que rindiera un Informe por escrito en relación con los hechos 

materia de la reclamación, emplazamien:o que le fue notificado a la 

hoy aclora el dia 20 de agosto de 201 4 (fojas 82 a 97 de autos). 

3. Que el dla jueves 11 de septiembre de 2014 tuvo 

verifteatlvo la audiencia de conciltaci6n prevista por los articulos 103, 

111 Y 1112 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, en la que 

la parte proveedora GREASE SERVICE, S,A. DE C.V. no compareció, 

motivo por el ,,""1 se hicieron efectlvoa los apercibimientos 

eslablecidos en el' emplezamlet1io de 28 de julio de 2014 Y se citó 

nuevamente a las partee a las 14:30 horas del die 22 

2014, lo que se desprende del acuerdo de 11 de sepI/fmbre 

lemltldo por el Jefe de Departamento d. SeMcIos 

, " 

'." 
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Il1lpUon;ICK'Jl. lod:l vez que la autoridad demandada conculcó lo 
\.1¡spl¡eslo J)llr los articulos 104 fracción I y párrafos segundo y 
lefCNo. ,lsi corno el ilrticulo 123 de 1", Ley Federal de 
Prot~CClún al Consumidor, vulnerando lo dispuesto por el 
articulo 3 fracción VII de la Ley Federal de Procedimiento 
Admullslr,lIIVO, siendo procedente Que la resolución 
odmmlstmtlVa combatida se declare nula en términos de lo 
dispuesto por el articulo G del mismo catalogo normatIVo. 
disposiciones que se CI!<l1l a con\lnuac;ón 

De lo preinserto se advierte que la parte actora en el 

.;onceplo de anulación en estudio manifestó en esencia que la 

autoridad Onll!tÓ notificarle el inicio del procedimIento admimstrativo 

del que deriva I<J resolución en pugna, asi como el acuerdo de 

dpertura del periodo de .Jlegatos. infnngiendo con ello las normas 

procesales que regulan el procedimiento de IIlfracciones a la ley de la 

maleria 

Por su parte, al formular su contestaCi6n a la demanda, a 

efecto de desvII1uar las negativas planteadas por la enjuiciante, la 

autoridad demandada exhibió copias certificadas del expediente 

administrativo PFC.CHI.B.31000700-2014 y sostuvo que mediante 

acuerdo de emplazamiento de fecha 11 de diciembre de 2014 se 

notificó a la aetora que contaba con un plazo de diez dlas hábiles para 

que manifestara lo que a su derecho conviniera y ofreciera pruebas de 

su intención. 

Que la hoy actora por pIOPio deIeChO en, fecha 05 de 

noviembfe de 2015 soItciIó eI_,""~dI rnedIcÍa pi'ecauIIotta de r • • ". 

inmovilIZacIón de loS produCIII8 ... 1tIoackoIIS de ...... 09 de octubre de 

2015, de '" que M,~qyi la "",~ ..... tiIioí¡p¡al1Ul'l1dad de 
~ pn.- y .- _ .. . ...... ' ""~IU ....... el 

p.., f oieR\Q.tIDI' looftacdoo ........ 'Le!I, 



 
 

 
 

 

"" 
::>EGUNO,'\' I_a rarlo proveedora GKE/\Sl :~! I~VIc..L /1 
DE:. CV por """ndlJO'O!o OMAI~ MONDRAGON GUZMI\: 
~tI ,',lPdch'! dI' Apocl '''lcto G(>l1cral <;0 r.otllpT')!lwl(' V ;,1 ... ]­
SOLICITO sr lEIlCl\ POR ACKflJllADA y HI:'CO~., )L ', 

lA PE...RSONAL!Uf\D CON L/, QUE:. ME 05T[lI1"1 \ l. 
TFRMINOS DE U\ ES'.-f-mUHA PUBliCA rXI-I:l)I;J(>, 
ASIMISMO Dí'~;l:O ~lANIFESTAR ;" t.STA 
PROCURADURIA QUE F'O/' Vi--Z QUE EL VEHICUI..(l DEl 
RECLAMANTE NECESITI\ 'JN/\ REPARACiÓN MAYOR, Y 
QUE LAS CARf,CTERISTICAS DEL VEHICU LO Rr::SULT/\ 
NECESl\RIQ UN LAPSO DE TI EM PO PRUDENTE PARA .!!­
ENTREGARLE su VEH[CUlO AL CONSUMIDOR ... jt-l.~, ~ 1 ~; 
PERFECTAS Cm~QICIC"J~S_ ANT[ TAL CI RCUNST~~l.l\i· .-':; 
EN ES TT ACTO SE LE O~I;'l.-Cl AL HECLAr.:ANTE E.L~S0 t" (" 
DE UN VEH IC ULO PRQPIED¡\D [1'. MI r<EPRESENT AI)/\ " .::h! 
PARA OUE EL MISMO LO UTllICI': '-l .. \~lA ~\T~~nü SE . 
LE Et~TRCGUE EL VlYIClJlO SI' j~}{O~¡~O. 
C01vIlT;Di.ll~TIENDONOS 1'. F:NTRE-,;,r,j\ E.L \t'E~i{c!61!:1 ,'.[DI' 
SU PR;;PIEDAD CON LAS REPARA( "~NES 
PFRTlt.ilN1 L~' f\ MAS T\RDAR EL 11 DE DICIEM8:'{L De-
I f, ANLJ."II.Ir1f. N ("IW<"O 

TeRCERA \,,1,(,' ,;onsulnldord nwn,rll:$l~ e'·.r de 
dSLlerdo con 1", r,hLqdc.iÓn (es) que contr~ (: leI Jrte 

pl lweedcra. 
e UART A _ lil~. par18s crmv:~:nel1 que ser;¡ la p;:¡rte 
Consumidora ',' prove,)dor', <llw~n(es) moniflcsk( l l) a es.!;-I 
ins\¡tución el cUnlpli mi,,"1I1c lE:! ro¡¡vcnio \lId PL'rs0I1.:l1 en 
feclta 11 del m,;:s de DICIEMBRE. elel aflo 2011 Fin d" 
sección 
Q UINT A· Arnb¡L pa rtes solicita mos que ei c')meni" 
celebrado sea aprobado en lodas y cada tina de su'> 
cláusulas. por no ser contrarias a la moral. al derecho o a la 
Ley Federal de Protección al Consumidor. a fin de que 
adqUIera fuerza de cosa Juzgada y traiga apareiada 
eJecución 

El convenio anterior fue aprobado por la Procuraduria 

Federal del Consumidor conforme a lo dispuesto en los articulos 110 y 

11 5 párrafo segundo de la Ley Federal de Protecciór al Ccn~lum¡dOl 

(::,:.f::lb leciendo el día 11 de diciembre de 2014 p3r::l que l<t pr(o.¡ct"!U{.lr . 

I,Jc:reril:ara el cllmr 'irniento del mismo. 

B Que el d ía 11 de ::!¡Ciefl'irp ~"l. 

;, .:' " ~;·.' '-V'¡j de- co:.ciliación establcor:l¡j en 

'1 I:r ql.!'~ recayó acuerdo re.- idt:nl :. 

010 compar(,("-Io la parte conSU!TtI'.!(' } V :1 

"JVt:~(i(..'.1 GPEt.::::C 5ERVICE. S.A. DE C.V., :llC.: ,\I(l nnr 

" r:J')O 

'1 .',o"¡ 

{"~'-:"'""., 
~. .. 

",·>Ie ,¡. 
~:.."" 

SAL A REGIO NAL DE CHIAPAS 
EXPEDIENTE: 3097/1S-19.0 1.S.ST 
AC TOR G REASE SERVICE, S.A . DE C.v . 

~<; 'A 

, .... , ... :~:.::;~:~ T~:'" '.-'A 

Chl.lp;."IS do ¡,l Procur~duri;l Federol del Consumidor (fOI;JS 90 ¡) 101 

de ,Jutos) 

4 Que el acuerdo descrito con anterioridad le fue 

notific"do a la persona moral GREASE SERVICE, S.A. DE c.v el 01 

de octubre de 2014. tal como se advierte de la constancia de 

notificación de dicha fecha y del citatorio prevIO de fecha 30 de 

septiembre de 201 4. visibles a fojas 101 a 102 de autos. 

5 En fecha 22 de octubre de 2014 el C. Edgar Axel 

Benitez Aguilar, en representación legal de GREASE SERVICE , SA 

DE e v presentó escrito en relación con la reclamación 

expedien te PFC.CHI.B.3/000100-2014 (fojas 108 de autos ). 

del 

6. Que en fecha 22 de octubre de 2014 se llevó a cabo 

la audiencia respectiva en la que comparecieron ambas partes, la 

parte proveedora y la parte consumidora, y que a dicha audiencia 

recayó un acuerdo de idéntica data en el que se acordó suspender la 

audiencia a efecto de que las partes tuvieran oportunidad de analizar 

sus posturas y proponer alternativas de solución a su conflicto y se 

senaló el d la 20 de noviembre de 2014 para la continuación de la 

misma (foja 109 de autos). 

7" Que el dia jueves 20 de noviembre de 2014 se llevó 

a cabo la continuación de la audiencia suspendida • . "" donde 

comparecieron ambas partes. la parte proveedora y .1. parte 

consumidora, en la que se convino jo siguiente (fojas 115 y 116 d~. 

autos): 

'CLAUSULAS_ ., .. 
PRIMERA: Ambas pa_ se reconocen mutuamerrte la 
_alldad con la qUII se """"18, asl: como la -
contractuat que dio origen 8 la presente queja. Fin de 
sección. 
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1;.> Modl; l!1to o ficio numoro ~)860'51 dfJ :(tc¡'tI 7:. d 

.3goslo do 2015 ni Jero do Dop;:¡rlarTlol1to rll) ~:.(tTvir:in~, 11.) l' 

DelegacIón Ghinp¡IS do la Procurodurl .. r(~dorul tlol COW;!,fT .dnr ern,tj(', 

la resolución en el procedimiento por If lfraccionw;; ;.¡ In II'Y H¡ldndo (}n 

contra de a GREASE SERVICE, S.A DE C.v . en el rplp.~I,;hlY(· 

que el proveedor en comento infringió lo dispuesto en el artl(;wlo 1(> de 

la Ley Federal de Protección al Consumidor y !>I' It 1"'rll'"~rJ una 

sanción en cantidad total de $12,788.911 , resoluc,ón qu.., In ,fJ.If 
I"IOtificada personalmente el dia 06 de octubre de 2015 ( fola~ ijA 

137 de autos). 

Es de señalarse que se le l..Qncedc valor prob .. \~~:.., 

pleno a las do cumentales antes desc~itas en los tiHmjl'ú~ Ol:!' lo!> 

articulos 46, H3cción 1, de la Ley Federal del PrC'lcettimrento 

Contencioso Administrativo. 129 y 202 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, por tratarse de 

documentos publicas. 

Ahora bien, en virtud de que la autoridad enjuiciada exhibiIJ 

pruebas docltmentales a efecto de desvirtuar las negativas planteadas 

por la parte actora. mediante auto de fecha 10 de Junio de 2016 el 

Instructor del juicio en que se actúa otorgó a la enjulclanle el plazo 

legal para q~e fonnulara su ampliación ntSpaC\o de dichas 

dnc:llmaotales. 

u parte. si bien mediante - ~~ 
_ Sala el 29 de jUl 

\,,~. 
'-:.. .. .• ;;' 

SAL "tU C. !(·)o.lfll \' r .• ",.",,, , 
r lC.I'1 " I! N I -\0')1 11' , 1" • I!. ~,I 
"'~ 'Pu. f'll( jI. -~ 1 ' .. l' ',,:1. ,,'" (Jl' c.v 

hi("jl'/oll ,'h,fl.·It ... c)~ I()' I,"·I,.UI',''''!':!}'' '''.\, 11 11,:".11,,'.1:1' ,,1 ¡t;\,f:rrl(,¡ de 

h'c
" 

: ;'0 t1t> nO",I<'11 :'fl: d. . I 1·\ ~' "10 IIIICU,:' (11 pro'· .... thl1ucnto p or 

infra';l'iones a la ley Fe'llof.ll do Protocción al Cont.um idor en 

contrd del proveedor GREASE SERVICE, S.A, DE C.V., otorgándole 

".TI 0-1 ,tr u ... ·rdo ~n cuestión un tónlllno de cll('l dla~ hábiles para que 

nnrl')l;1 p: upllas y manllestnm por esuitl, 1(1 que a su derecho 

cnr':'dl\l,~ r3_ mismo que le fue notdK.:iJdO el dld R de enero de 2015 

t'OI.1'; 117 a 121 de autos). 

9 t: n fl."Ol,; 23 dfJ <.Ib!d 1tr :01015 se errllllCJ un acuerdo en 

I ~xpedlcnle PFC.CHI.B.3/000700,2U14, en el que se especifiCÓ que 

tll term ino concedido a GREASE SERVICE. S.A. DE C.V. para que 

mantfastara lo que a su derecho conviniera y ofrociera pruebas 

precluyO. acuerdo que fue notIficada por estrados ~ dia 23 de abril de 

2015 (fojas 127 de autos). 

10 . Mediante acuerdo de 18 de agosto de 2015 se 

eire.lnstancló que GREASE SERVICE. S.A. DE C.V. no presentó 

pruebas en tiempo y en virtud de que no eXls tia prueba alguna 

pendiemC' de desahogar, con fundamento en el articulo 123, cuarto 

,rralo. de la Ley Federal de p rotección al Consumidor se le otorg6 al 

idn p,oveedor un plazo de dos dla. hábiles a fin de que 

us alegatOS. aCUIIIdo que fue notIficedo por lI$tredoS el 

de 2015 (foja 128 de autos~ 

se 
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señalara donllClho p,)r¡l oir y recibir kl F, notlhC~II'::IOIW~ que no (lpbinr' 

ser person<llcs. den tro de 1[1 población df: Ii.! Ufl\(jüd ilum,nlf .. tr;;ltiv¡) 

actuante. Vil que no h.:lccrlo LI!Ji. dl<.;hfj:i .IctW¡ " Il()I,llr"nLlfl en los 

e~.lrados de la cilad,) autoridad 

Ah(Jf~1 bIC", en virtud de que por diver~1j ,wto d," fer;h.; 2;J 

de abol de 2015. emdido por la Del~~c,ón Ch,.3~,J!> 'Jo la 

Proc.Jraduria Federal del Consumidor dentro del c~peCllente 

PFC,CHI .8.3JOOO100~2014. se dedará precluido nI terrrllllO c;onr;e<i!do 

a GREASE SERVICE, S.A. DE C.V, Oilr,; Que ,r..mifestarn lo que a SIJ 

derecho conViniera y ofreciera pruebas de intención y se . hiZO 
efectivo el aperCibimiento señalado en el diverso acuerdo de ;eCha-. 11 . 

de diciembre de 2014 en el spntido etc ~".., !;)<; notifjcoc;~neS QU~ no 

debar. ser personoles se hamln ¡) lrav~s de los estrados ello . ..... m 

fundamento en el articulo 104, penúltimo párrafo. de la Ley F cd~r:: .. 1 de 

Protección al Consumidor, contra lo que sostiene la demandante. la 

notificación que de los acuerdos de fechas 23 de abril, 18 y 21de 

agosto. todos de 2015. hizo la citada autoridad mediante los estrados 

de la Delegación en comento, deben consid.""se legales. 

Al respecto, el articulo 104, penúltimo párrafo. de la Ley 

Federal de Prolección al Consumidor, dispone lo siguiente: 

"ARTIcULO 104.- Las _ que realice la 
l'rDcuraduI1a serán personaleo en loe siguientes..,. 

l. Cuando 18 trate de la prI"""" noIIIIcacI6n; 

la paI18 que 

IV. Cuando .. trate de ~.1I acuerdoe_1mpongan 
una medida de....., o_18IIGkln: 

, .. ;~. 
V. Cuando la ~ ~ aI ......... 1Iaber l8CIbIdo 
.ldIIttII_',*t. MM it" ,. 



 
 

 
 

 

" 

Of-'I rr('Cflpto lognl ,mios prO ln ~.orto 'A' eOllg" qUf' Iw 

notificaCiones qut' rC::Jl!eü lo Procur-odurl" !>orjn DI<[:,on;¡ln~ an \()~I 

siguIentes C.:lSOS: 

CUélndo $C trate de la primern notificación: 

Cuando se trate del requerim~ento de un acto =1 ;O pdl te que 
deu;J cumplirlo; 

- Cuando se trale de nolificaciú; de laudo" ¡ybitrales; 

- Cuando se trate de resoluciorcs o acuerd,,~; que Il,lpongan 
una medida de apremIo o una sanción, 

- Cuando la Procuraduría nolifiqu0 al (1creedol haber 
recibido cantidades en conslg113ción: 

- Cuando la <lutoridad lo estime neCA~ ;j'-io' 

- En los demas casos que d!~ool ,!):l la ley 

A la vez, se advierte que trat<'mdose de actos dlstml"'; - 1<) 

antes descritos. las notificaciones podrán efectuarse por est~acns. 

prevIo aVIso al destinatario, quien poola oponerse a este hecho. :!s¡ 

como por correo con acuse de recibo o por ¡-,'ensajeria; también 

podrán efectuarse por telegrama, fax. via electrónica u otro medio 

similar previa aceptación por escrito del interesado. 

En ese sentido. por las consideraciones ya precisadas, la 

notificación del acuerdo de fecha 18 de agosto de 2015, mediante el 

cual se otorgó a la hoy aclara plazo para que fonnulara alegatos 

hecha mediante estrados, deviene notoriamente legal, pues la hoY' 

demandante no manifestó su ~ici6n respecto del aviso que se 1, 

hizo en el acuerdo de inicio det procedimiento por infraootones u la ley 

de la matena y ante 6110. no es dable que en esta instancia arqurnente 

el desconocimiento de dicho acuerdo. 

lEO'''''" ;>~ 
'N)$TR"r,,,,, 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS. 
EXPEDIENTE; 3097/15-19-015-ST 
AC TOR : GREASE SERVICE, S.A. DE C.V. 

" 

VI. CU."Indo la Autoridad lo estime nccesnrio: y 

VII En los demás casos que disponga la ley 

Las notificaciones personales deberán realizarse por notificadf)r 
o por correo certificado con acuse de reCibo del propio 
nolificado o por cualquier otro medio fehaciente autorizado 
legalmente o por el destinatario, siempre y cuando éste 
manifieste por escrito su consentimiento Dicha notificación se 
efectuara en el domici lio del local o establecimiento que señale 
el comprobante respectivo, o bien, en el que: hubiere sido 
proporcionado por el reclamante. 

Tratándose de la notificación a que se refiere la fracción primera 
d~ !.:'ste precepto en relación con el procr.(IPlIentc conciliatorio 
la misma podrá efectuarse con la per~.;Il;j ll"e rii~ba ser 
nolificada o, en su defecto. con su represf1tarte "-~gGI o con el 
encargado o responsable del local o estélbi'-!cimiento 
corresrnndK:nte. A falta de éstos, se estar,' d 10 dispuesto en la 
Ley Federal dt} Procedimiento Administrativo 

Las notificaciones realizadas con quien deban entenderse en 
tÁrminos del párr.afo anterior serán validas aun cuando no se 
hubieren podido efectuar en el domicilio respectivo. 

En caso de que el destinatario no hubiere señalado domicilio 
Dara oir y recibir notificaciones o lo hubiere cambiado sin haber 
avisado a la Procuraduria, ésta podrá notificarlo por estrados. 

Tratándose de actos distintos a los señalados con 
anterioridad, las notificaciones podrim efectuarse por 
estrados, previo aviso al destinatario. quien podrá 
oponerse a este hecho, asl como por correo con acuse de 
recibo o por mensajerla; también podrán efectuarse por 
telegrama, fax, yia electrónica u otro medio similar previa 
aceptación por escrito del intaresado-

La documentación Que sea remitida por una unidad 
administrativa de ia procuradurla via electrónica, fax o por 
cualquier otro medio idóneo a otra unidad de la misma para 
'fectos de su notificación, tendrá plena validez siempre que la 

un,dad -18C8P1ora hubiere confir1mHk> le clave de- identificación 
del servidor público que remite la documentación Y que ésta se 
c:onserve integra, inaltllrada Y accesible para su consuita." 



 
 

 
 

 

" 

como "e 111<11111"<;16 en 01 (;0111."11\0 ¡lo "\11""1<1''','/)'' '1"" 
.:.m\()cccl!;. 1;-, ,llIIOfltl"t! ¡h,!1\;I,.,j;¡d,¡ <""""1 ,,,,hh, .• ,, 
per50n<lllllenle iI mi rl-lprl""ient,1(!.' .. 1 ,r\OLlO 110,1 1.lor_"II""II,,"" 
sancioll,-uJor, sin f'l11bouno. '1 ,;lJ;l()lllcmjo ~1Il 1;010 •. ,,01"1 11011, \" 
éI\!loridad hubiese notificado ,,1 )Iucio d\J1 l,rr¡(_IIJOI'lI<~n\o 

sancionador el 11 do diclemllr.; tic 2U 14. ('S ,1 ¡,;Hln (\<, "',11 
momento en que deben empel;,r a computar'.f· lo', pl;l/f" 
establecidos en el é1fticulo 123 dI.: 1.¡'.f'1j Feder;¡\ rlo Pm¡¡·{.I,llm 
al Consumidor, en cOllcorclancliI con los ~rticlllo., ¿/j. 19 { .' 
de la Ley Federal de Procedirlll('nlo Adrflln lstril!ivo 

d) Que si el último párrafo del articulo fin df! la L(JY r ':d<:'N\1 !lB 
Procedlllllento Administrativo dispone (jun ';u~ndo M: Irale ,Ip, 
procedimientos iniCiados de oficio se enlenrlN:m caducados (,11 

el plazo de treinta di;:¡s con~<ldos .el partir , h ~ Id j'!xplración del 
plazo para dictar resolución. slcrlflo que esto último ocumo e l 
21 de febrero de 2015. el plazo pam que ..... f! fón tlenrlan 
caducadas las facull;:I(!es para que 1.1 ,Illloll'!ad 't'hIlt..tl.l;\J ... -
resolución. transcurrió del?4 'le lebrero uú 201;, <1I'\fl'\ :¡;/Jti~h .­
de 2015, mediando corno dld Inhabll e l 16 de marzo dlll h/¡&¡i¡6' .; 
don. púl 1~lI1to. SI ésta !',í' di,!:·: 'la",l;) d 2~ de agmJo dSMló, '1-
se notificó hast-l el 06 de e ¡U',I ( , rle ;10 15. se condllV'" (1111} la 
r~$olucioh que rt:su:.K e>.pedienle PfC eH 8.3· 
Q00/00f201 4 es ileqal al no h,··,.;Tse acatado I ... S !o.:lIndi\J,Jdc:; 

rld procedimiento. 

el Que .)ceptar los arglJn1cntns de la demaf'dada en e: ,:.~''¡.) dtl 
qll'~ 13 rlgura jurídica de la caducidad comiAnLH a ):1\;;t.,'0 01 

partir de que feoece el peneldo oara ofrecer alf~gil!(}S, rliUl~ 
nugatoTlo la finalidad de la cadUCidad y otorgarla la 1C:>I;ultad ¡I( 
la autoridd~ a sujp.lar a los gobemados a procedlmlellbs 
mdef¡nldo~ V arbitrarios, toda vez que bien pudo no 5010 
tardar'c siete meses para sustanciar la instrucción, ~ino qtlf'! 
pudO hah.::rttl hecho en uno o dos años. par:) pc.s:enorm._'nla 
aperturar la etapa 

Al formular su contestación. le demanda la autoridad 

demandada sostuvo la validez de la resolución impugnada, 

arguyendo al respecto que en el CdSO en concreto no le actualiza 

la caducidad Invocada por la enjuiei.nte, 

serito Magis: ,o InstnJctor 

para 

de 

lument08 

SII,lA HI\ll(.)NI\\ \'"11 ~OHIAPAS 

r,r-rolf NH :\tl~)TII~ 19 (H 5 51 
AC10R OHI Ase srRVIC I S" oe cv 

M,"'J ll<~ qt'"' hl~' p.~">t"lS,\IlI.'nt<· p""r 1,11 Illohvo por .-'1 que se 

lo" .1t...~ r90 p¡~L:~' p,l •. l kmllut.l! ~tI .1IlIpl¡,l('!\'n ~l 1,1 (h"m~lmt.t, sm que en 

",, ¡ ("".1$ .. .' rt">,l li.·.lf,l prt'lnUllCI.l!lllt">nto ~ll!:lurlO r('~pC'c:to de los documentos 

~llt~ :~ (uer\.1/l d.ldos ~1 conocer. de .1hi que sus ;:ugumento resulten 

lo::'fi.:' ,lC'o::'S \ St"> deb;¡ I'f'C'Onoc('r la Icg.:llid.1li de 1~1 notificación de los 

..;lClIPrdOS dt" IniCIO lit>- proC"t>dtll1lt"tlIO de fech::l , 1 de diciembre de 2014 

\ del a~\.Jerd0 de (":eTre d€' periodo prob::ltorto 'i en el que se le otorgó 

pl;¡::O p.:lra fOfl'llUI.lr .Jleg;¡loS dE" fecho 18 de agosto de 2015 

QUINTO. La parte actor.l en el segundo de los conceptos 

Cle ~lIlul,]c:on del esent,) eJE> '.'l df'I'lMnda V en el punlo iii) del escrito de 

:V!'h:.: K::IOo . .3rguyo en esencia lo ",ilJ:J,ente 

.'1 0l, .. ~ Id re:::nIUCIt,)1l im¡Jugn;¡d~l emitida el 25 de agosto de 2015 
\'I'_'U t:'rl j.l{'rJuicio ('l::.' la aclora lo dispuesto por el articulo 60. 
le'"\:t:'"f "',·I;ldfo. de la l~y Federal dI! Procedinllento Contencioso 
¡\.Imm.!)lrallvo. en relación con el articldo 3. fracción VII del 
... ·II~lt10 ordenamiento. ya que se conSUl1ló la caducidad de la 
(acullad de dICtar la resolución en el procedimiento. con lo cual, 
se hace evidente que la demar,dada no se sujetó a las 
fonnahdades esenciales de¡ procedimiento. 

b) Que si la resolución que se dicte en el procedimiento 
adminislratlvo o acto que deba ser notificado adquieran 
ex.lstencla a partir del momento en que le son dados a conocer 
al partICular 'i la notificación respectiva debe practicarse dentro 
de los diez días stQu6entes al en que sean dictados de 
conformidad con lo dispuesto en el articuk> 39 de la Ley 
Fedetal de Procedimienlo Administrativo, la fecha cierta de la 
realización de dichos actos será pnocisamente la de su 
noliticaci6o, por lo que si se llega a practicar ésta ruera de ese 
lénnino, debe considerarse Ilegal al no respetarse las 
foonalldades esenciales-del procedimiento, yen conseeuencia, 
el plazo para que __ la caducIdat! no _a inten\lmpldo, 

c) Que la __ dema/ICIada no tome) en cuenta los plazos 
_ en la ley, ya que los mIsmoS deben empezar a 
computarse a pao1Ir del' rnornentO en que la son ciados a 
conocer al particutar los hechos que motivan el inicio del 
procedimiento por k ,fracclo"'" a la ley Y la notIficIICión de la 
noIama, sIIuacI6n que en el presente nunca ocurTI6. ya que 



 
 

 
 

 

'" 

I l;IIl1;)It~1l 11 ':1l,.onC.lnt; r' ,1"';\(1' o nn¡'O'!' Ic!< r dt' 1.11 

r-,en{'~ ', 0 '1,,;t0S (,1 I'IICIO dul p rjf;(il!'llll('I'T 1-' W'~\O I -, ,·,t. 
<1H,Ctllo p, )cura'JlIria 1.>1, :ll'r¡;,ra l:' .. 111(;11) 

l'loccdan lJ11d ',n' conclul<1v~ ",r;e'Jirr'" '"", -'1' l;iJ' 

t .. 1 rr<-':ur,,':+,ma admiTiril la: "!"'~ 1' , ~'II; '-,;;I~I" 1 

procecl 'r-'t ? SlI jeSi1"f}~() A~, 11:~ 1\ 1 !'nflr 
pro!:\l~ttn 111,(;"\(::10, e ji' ("'Ier.' ... I,,,,,,',S P'I.'~ ' 0" 
n Ú:.Cl" -,,1~::' 

Ccncluit:f el 'L~:,an(l["j(' d.J . ,<., ;:'1.o~,;.. I~i" ... 
noliflCar.3 .:.1 pn·StJ~tc T:";C:'1I fj<lra qu~' ,)n; .... crl~(' ';" 
rlentr:) de ;';:; do~, Jia<: l' lLde!'. ',iaUip.ntc" 

la Procuraduria reso lverá dentr<, d·~ 

hábiles siquientes.·· 

Del (.(lllcnlenaoo eslurj;ro ,!A 

se advlertp .... ,'e" ... t¡l,'/k'!~ ... J I ' : :-' ';.-J' 

* 

. .".; 

entenderan r.ar!uc.auos .~.'. (~ I ph.;"v ¡J(' Jq d.as contados a p .. rtlr d" 

J~xplr3ci~1 .. .!~~.~\i!L{,_;~~o'~.Jl.i~~a!._ ::>.lll:~, qUFl al caso e~ 

C/'n< ¡elc, " pel t1;<-,:0~·;C.(Jn .;,~: l/;!.o,,'.' ptl~la;o df::~ articulo 123 de la lo)· 

unir 

!~.fiit;'.'\ 
l~' ~~ .. 

, ........ , .. ,,,"Ul "" ~,""C'~ 
..._,.rN''''~ 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS 
EXPEDIENTE: 3091/15-19-01-5-ST 
AC"fOR OREASE SERVICE, S, A , DE C.V . 

Al respecto. el dispositivo legal que la demanda refiere 

como fundamento en el agravio di estudio, establece en lo 

conducf'r:te 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

"Articulo 60.- En los procedimientos iniciados a instancia del 
inleresado, cuando se produzca su paralización por causas 
imputables al mismo. la Administración Publica Federal le 
advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la 
caducidad del mismo Expirado ::h:::ho pl<!:;:O sin que el 
mteresado requerido realice las actividades f'ecesarias para 
reanudar la tramitación, la Administrac!ón Pública Federal 
dl.orci~rd el ar::hivo de lélS actuaciones, notifiCéindoselo al 
1111~, re'iddo, Contra la resolución que declare la caducidad 
1--l~,xe,Jer;¡ el re('u~so previsto en I¿¡ presente ley 

La caducld;:-'d n" pr0uucirá por si misma la prescripción de las 
accionec, del partIcular, de la Administracion Publica Federal, 
pelO loe; r·ocedimientos caducados no interrumpen ni 
susp.,-; l:.1l'f' el pla:o de prescripción. 

~uando se trate de procedimientos Iniciados de oficio se 
~ntend.rán caducados. y " procedeÁ al archivo de la. 
actuaciones a solicitud de parte Interesada o de oficio en 
eUlJazo de 30 dlas contados a partir de la expiraciÓn "'1 
niazo para dictar resolución ." 

Por su parte, el diverso articulo 123 de la Ley Federal de 

'rotección al Consumidor que establece to siguiente: 

"ARTICULO 123.- Para determinar el Incumplimiento de esta 
ley Y en 8U cIiio paralaimpooiclón de las oarICicines a que se 
refieta la misma. la Procuradwt~ noii,ficará al flI'88UIlID Infrac\f¡r 
de 108 hechos motM> del pn:icedtInlerito y 1e- ct0ig8rá un 
__ de diez dlas _ para que rinda pruebas Y 
_ por ooaIto ID ........ denII:I1o"COrMlllflll- En caso 
de no rendIrIao. la PracuradurIa """*"'" conlonne a 108 
elementos de convlcoi6n de que dIsjIoÍ1ga_ 

Cuandola_'~~8~-""'" 
<nexicIIIIlI .• lIIIcH el p.ooodlllll8nlo a que .. __ _ 
~ ___ deun~~porla~de 
~ O productos que no cumplan CQII dicheo niiInÍIII, 



 
 

 
 

 

.. ", 

Es dph:,;'bll' 31 r:aso lo o~ldblecjdo en la IÚ::·IS 1 90.1\ 37 A 

(10.J_), on1111CÜ ~1,)f 0 1 NovellO Trihuna! ColegIado 1'11 M~ltena 

Adrllinlstmtivd (Jel Pr~mer Circuito, ¡is ible en el Sern;Jl,arIQ Judicial 

la Ferkror.i0tl y su Gacela, D(!c'n1;' EpOC~l. Llbr'-, XXVi. de 

iembre df' 2013, o fOJa 1293, que -eZ8: 

"CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO ADM~I"ISTRATlVO 
PARA LA IMPOSICiÓN DE SANCIONES A QUE SE REFIERE 
LA LEY FEDERAL DE PROTECC ION AL CONSUMIDOR EL 
CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPfRE INICIA A 
PARTIR D~ LA FECHA DE NOTIFICACI('~ ~-,~ .. :·~I! : 
RESOlUCION CORRESPONDIt::NTE. El articlI;" '( 1«kl.t.,.:y: 
Federal üe Protección ai r::onsumidor. r¡lIl .:.i:j~'! ~'€;!l 
procedll;liúnto admmistratlvo pél:,1 ia imposición ;:,1 <:ai,.-;:,¡"p" a 
que se relime 1 .. propia legisl?clon. preve. er. lo r.,JII':" 

que un;, '.-ez nmiñcado <~I presunto infractor de IOf, hecho'> que 
motivan el inicio de ",e',: J . se le otorgará un plazo de diez OldS 

hábilos ~ara que rind<l pnJebas y manifieste por escrito lo Que ;-~ 
su derccpo convonga' qU<d conduid'J el de!';ahogo de las 
pruebas la Procuraduri¿¡ F ed'~ml del ConsumiJor le flotlflr..ará 
para Q UP presente sus ::¡legatos dentro de los dos ~¡as h" i)ilr.s 
siguientes Y que dicha autoridad resolvera dentro de los 4Vr¡u: 
dias h.:Jbiie::; posterklres. Por otr3 parte. conforme ;1 los 
articulas 124 Bis del citado ordenamiento. asi como 1. '2 'f ~J'-j 
ullimo párrafo. de la Ley Federal de ProceQlnlif;rl,O 
Admini!>lrativo. aplicable supletoriamente. " fin de que no se 
actuétlice la caducidad prevista en la norma citada en ülluno 
término, la autoridad deberá resolver y notifICar dentro del rtazQ 
que determina dicho precepto . Por tanto. er cómPUI 
aludido plaZo if!jCia a partir de. la _a de nolIIIc:adón 
.-IUc:Ión correspóndIenIe. Lo anterior es asl. ya qUq I 
circunstancia de Que el órgano administrativo se· proflm 
es garantía de qUf.- el actQr esté enterado de ell, 
pueda hacer valel ¡os mediOS de defensa a su alea", 

• lransgredirla el prinalpio de seguridad jurk. -.. • . 
. _ ..•. 8 en el AuebrlÍ\l8i1a11n1o de las .formalldades 
~ deI,;procedImiento gua deben ser respetadaa en 

". 

f~" 
\~. 
~~ 

· ... ~7:;,~:"·1I!>~ 

SALA REGIONA¡ J: .~.IIAf'A'::; 
f-XPEOI¡'NrE. 10<>, .':-19-'11.5_S1 
ACTOR' r.RF:ASE Sf:.k\-'ICE S, A, Of cv 

(lf'!eno emlhr 1<1 resolución defin¡"'/;) I,A;'edre.,!" 

P¡:;l~ CHI,B_3/000I-JU-20 14 de conformIdad con '::; " ";f¡U,:-:to en el 

, ) 1.' J de la Le¡ Federal de Protección al Consumidor, la referida :1'~k 

load contab: un plazo de quince dlas hábiles a pamr de la 

le 

'IrTlientl 

'10 acuerdo para resolver l"n definitiva el aludido 

Por lo que. toda vez que la reso. 

Ido procedimientll fu~ emitida por la aul, 

lve concluyó el 

rltUlciaaa el 25 de 

'so Pon ce r,c·eto:- "'o:;e actualiza 

r aPtiadad de la que la enjulI:iante se d>Jele, Infundado del 

3rQum",n!(" ClII' ~ul'f'lido en el inciso al 

En tc>$;lS t.:.rcufI<;lanclas, es mcuestionabla que la autOfklad 

.1/ ('rl' II,r'~ resol'lMor de lratl) no se excedi6 del pl¡)ZO de quince dlas 

'n. ~,o:. '<lzÓn . df!1 diverso plazo de treinta dias que prevé el 

.::.r:.culo 31, lilllfTlO pármfo. de la Ley Federal de Proc8chmiento 

Adrninl~tratJvo, para que opere la caducidad. contra lo asumido por la 

• 



 
 

 
 

 

'" 

krnM1ClS rll' kl Ir'.l':r.i''11 11 di> ,)~.Ie ultimo prü<.;eplu. rnom¡,nIO a 
pi.lr'" (:l" .1,-11 ,1,r1I"d nlÜfl,lll1('l)tu $llS electos jurid,cos. I::n es" 
....-. r\·I.-~r· ,1,:, .JCllldliL'l!;( 1,,1 supuc:o>lo, Cóllj,\ órcl"no 
<ldm:nl~,tr"l'vo o !unS{'h," dcbcr¡'¡ dd"rm,n,,' I 
c"' .. ~n(..l'lS JIJf'{~I';,lS C]II ji ,- 1(. ... 1101 delClfrrllnd(.lf'lI 

En cor:5 tc,Cl,I2nu·) , o 

articulas 39. 40 Y 4' fr-,l. ~ 

Oc ce lo (.k:P!l'~r. 'l er, lo 

_cy Federal ( 11\1l 

AdmU1lstrallvo. y en v.llud :;f! ¡l' propia 3clc,ra .C'",';' ..,jl 

expresa que la resolUCIOI1 i·)lPII~!l.:;d. 'e file 

()ctubre de 2015 -punto 3 (le) npartado de Hech, 

:C,;IÓIJ di,-) {j '~f 

\ ~()"l' .j, 

Gutos). se tiene IJar sabedorLl 8 cem;¡nd.:mle de 11,,, :C 

:n;¡1li0"l·]rla el dla 06 de octubre d{: 2.('1 

fo" rlil ().pr~~· ;'~L Iloliticada y qlle COI 

.- :;r· J 

,_~(' (;on la t1 
''tr~:E! ,'\: 

),@;"""'''" 

C0'15t~¡r,C:" ~e 'In!" " ~,uün respedi\l<l 

En COI~secuenCla, ,;8 estiman infundados los arqurns,'\o~> 

de la actora, ya que si el 8cuerdo t::d :1'_ \l !;F d(,f~I,lrÓ precluido el pb70 

otorgado a la hoy dem:J~,(l;~~to r,::¡ra f;1'n1Ui., .-\I(>gat()~ dentro de: 

proCf~dim;cnlo édministrativo er cuestión se {,O 11 1 ")11 (le 3qcsl,. 

de 2015, :(1', C;ljlnCe dias hJoiles establecidos p"r ei ,1 ICu,O 17'\ de ,'~ 

Ley Federal de Protección al Cow,: 'm:dor, reil~)(" '('),1 el 11 u 

septiembre de 2015; iniciando en consecuencia el 14 '.)~ súptICmLI 

de 2015 el plazo establecido por el último párrafo del artic.ulo 50 de 1 .. , 

Ley Federal de Procedimiento Administrativo y descontando sábaoos y 

domingos Y el día 16 de septiembre de 2015 por ser inhábl' por 

disposición exprefoa del articulo 28, segur.do párrafo, de la i...t:.y rJel 

comento, dicho pla70 feneció el 26 de octubre de 2<)15. 

Por d{' si tene'1'lOS que :a reso:'JcIJ" l/ll~hl(¡r ,'f'", 

conter;id~ el, el oficio núme~o 5860752 oc 25 ¡Je JgO!:lu 
,1',) 

emItida pe.' ~i Jefe rle úp.partmnenlc.. de ServlC;io~; de ~d Delcr..1cl' .. :1I;ln 

Ct-i<.lPJS de la P~(lCt· 

lo 

1'Jria Federa! del ConslpnidN, te fue notificad'l a 

octubre de 2015. ser:::(¡n ,~onsta en el :Jeta de 

nc,1 ¡, C>t"IV-:;¡ y 1.." reconoce forma t:',<or 

.~ .. , .. 
iJ! : , 
~~,,~,~ ~ ~~:". 

SALA REGIONAL OL CHIAPAS 
r:XPEDIENTE' 3091/15-1901 5 SI 
ACTOR: GREASE SERVICE SA DE e V 

. ~. \'1 
r~ ... ,,,.~t ,,'t>r .. ~, t ... """"COA 

..... '~,.'~~'NA 

Inunlrnf'nte infundarlos rc!',ultnn 10$ mqurnNllo-:; qlJe ~e 

encuentran Je~:ur)lidos en los Illcisos h), el y d). en lo~ que smiilla 

que la resolución irnpugnada es ileqal al haber sido notificada fuera 

del plé1zo legal establecido para tal efedo por el articulo 39 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, y que ante ello, opera la 

tlgura de la caducidad al no respetarse las formalidades esenciales 

del procedimiento, ya que en principio es de señalarse que si bien el 

articulo 39 de la Ley Federal de Procedimiento Admini:::.lrativo, 

est:¡blece como plazo para la práct1ca de las notificaciones, el de 10 

dja~ contados a partir de la emisión de la resoluClon o acto que se 

~lO'ofLllJe, contra lo que refiere la accion¡:,nh!, f",1 hecho de que la 

3utcridao no respete dicho plazo no impl:ca SL! n:Jlidad, :;Ino que, en 

:ermlnos de> los articuiú::' :10 y 41, fracción IV, de dicho f)rden~lI ,-,iento 

leg:¡1 '1 rJr:'! al notificado como sabedor ce l .leto :Jdmlnistratlvo 

deSde l., f'2 :11<1 ó'n que manifestó conocerlo, 

Robustece la determinación anterior 10 establecido en la 

jum:p,"JdenC1Cl 2a.lJ, 120/)tl.'d, emitida por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación , visible en el Semanario 

JudiCIal de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII , de Septiembre de 

2008. a fO;3 228, que dispone: 

'·NOTIFICA::IONES ADMINISTRATIVAS. SU PRÁCTICA 
FUERA DEL PlAZO DE 10 DlAS ESTABLECIDO EN EL 
ARTICULO 39 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRAllVO, HACE . QUE SE TENGAN COMO 
FORMALMENTE HECHAS EN TéRMINOs DE LOS 
~ 40 Y 41 DEQlCHA I:EY. El ~ 39 de la Ley 
Federal de,~ I\dmInIo!faIi'Io, _ como plazo 
para l. prioctica de 1aa ·~:eI de 10 di .. contados. 
parIIr de la 'emIII6n de la __ o ¡t9/O _ 18 noIIftqua; sin 
embargo, el solo _ de que río .. iioopéÑ dicho plazo, no 
implica ., nuIIded, ..... que, en _ de loo artfculoo 40 Y 
41. fn!oci6n IV, de _ ~ ..... ' se _ al 
.-....... .-deI acto _ ..... desde Ia_ 
.. __ conocerlo o en que •• "'" 11 COI1!I!'II'.,1oI 



 
 

 
 

 
 

" 

Con!er,r:ins() A,1n11Jl 1$!r.lllvo l'n vlflor h<lsta el 1:1 dQ JuniO 00 2011' 

r('suc l, 

f. ¡i, ~r.slll(;¡do infund .. da la c3u~al de Improced"'n::nl 

sobresPI(, 'l~!1ln Ilv;1('<1d" por Id auloriri<ld dem,m0arja 

consC'n,,'f)"I;1 

f¡ NO SE SOBRESEE el pr€é.H1Ie JU'ci0. por los mf): .. q~ y 

fundamen¡OS senalados en el pdnlo con::,'(i€r,~tlvc, T~rc"n' d,:; e-sla 

sentencia. 

aclO'il 

1,1.i.. r-
111 . Ha sido proc{;dr.mle el I,-,j'-,U pr:)mO'l·r!c 0:'f la Rl~·.!. 

.f",;". , 

IV. La ¡JartlOl aclara !l2....-2!9bó los exl ri..~fT\OS d 

preten::'lótl. en const.'\:'uenCld' 

V. SE RECONOCE LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN 

IMPUGN~descnla e" el R~<o.llt¡mdo 1" de es:" sentencia. por I/)::; 

fundamentos y rnottvo~ rrpcisado en (.1 cuerpo del presente faita 

VI. NOllr;quese pt:r:;onalmente a i¡) parte dctora '/ por oficie 

a la autOridad demandada. 

Asl lo resolVió y finna el Magistrado Instructor LIC. LUIS 

ALFONSO MARiN ESTRADA, ante la Secretaria de Acuerdos 

Licenciada Brenda Esmeralda de Coas ehanona . .quien autoriza y 

da FE. 

BDC/jggt 

~ DE 
s 

~~. 
... (·"1--'-,10 

\...:.~ '}:"" 

SALA REGIONAL DE CHIAPAS 
EXPEDIENTE: 3097/15-19 01-5_ST 
lICTOR, GREASE SERVICE, S.I\, DE C.Y . 

" 
~,ropki Qf'm:wddnle. {:s inconcuso que en el C:;I:;O en concreto no:.e 

"ctual,zó 1.1 fIgura de la caducidad invocada por la demandante, toda 

~"z que la resolución respectiva fue emitida y notificada a la hoy 

actora dentro del plazo previsto por el artículo 50 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, mismo que fenecía hasta el .. ft 

OCtubre de 2016_ 

De ahí que resulten inexactos los cómputos que la actora 

re;~lIza en su escrito inicial de demanda y al formular su ampliación a la 

1l1T,~,i11':l. ya que se reitera, del concatenado eSludi¡. ,:)", ;;J.1iculos 123 

dt: ¡:., ley Federal de Protección al Consumidor y óO Uf! la Ley Federal 

PrOCl~rlimjento Administrativo, tratándose de procedimientos 

,,1Ie ::1UO$ de oficio se entenderán caducados en el plazo de 30 días 

::()f1tados a partir de la expiración del plazo para dictar resolución, a 

sabt 'r, sera dentro de los quince días hábiles siguienteo;, a aquél en 

('U~' ,e hayan desahogado la totalidad de las pruebas ofrecidas por el 

;JreSl:IJtc, HI:,,]('~or. 

En síntesis. como el demandante no logró acreditar los 

extremos de su acción, obligación que le impone el articulo 81 del 

Código Federal de procedimientos Civiles de aplicación suplet!"ria, no 

puede menOS que ~ocerse la valklez de la resolución que se 

impugna, asl como de la dive"", recurrida en la sede ~minlstrativa; 

máxime que talJlll!lCO se ~ la presunción de I~ ~ que 

gozan el acto de la autoridad, en los termlnos del aítlculo 68 del' 

Código Fiscal de '1',Federación.,IIn ft!IacIón con el ~i.-o 42 de ta Le' 

Federal de procedimiento Contaf1ciQIo AdmlnIJlratlvo 

Por lo ,ontts expuesto y f\Indado. con apoyo además en 

~.por;',~ ",~ IV, 9! ~ 11, 8 contra, 

~,fIIICd6n 1, Y 58-13, de la Ley F.,.._ ~I 
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